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- Se vota negativamente el artículo 2% enviado 
por la Comisión y se aprueba el sustitutivo, 
presentado por los señores senadores de Posa- 
das Montero, Pereyra y Abreu. 


- Fundamento de voto de varios señores senado- 
res, 


1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 25 de junio de 1991. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ex- 
traordinaria -en régimen de cuarto intermedio- mañana miér- 
coles 26, a la hora 16, a fin de informarse de los asuntos 
entrados y continuar la discusión general y particular del pro- 
yecto de ley de Empresas Públicas. 


(Carp. N* 304/90 - Rep. N* 198/91 y Anexos I, II y III) 
LOS SECRETARIOS”. 
2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Abreu, Amorín Larra- 
ñaga, Arana, Araújo, Astori, Batalla, Belvisi, Blanco, Bou- 
za, Bruera, Cadenas Boix, Cassina, Cigliuti, de Posadas 
Montero, Gargano, González Modernell, Irurtia, Korze- 
niak, Lenzi, Millor, Olascoaga, Olazábal, Oxacelhay, Raf- 
fo, Ricaldoni, Santoro, Silveira Zavala y Zumarán, 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Brause, Pé- 
rez, Singlet y Urioste. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta 
la sesión. 


(Es la hora 16 y 7 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados, 
(Se da de los siguientes:) 
“Montevideo, 26 de junio de 1991, 


La Presidencia de la Asamblea General remite un Mensaje 
del Poder Ejecutivo por el que da cuenta haber dictado una 
resolución autorizando al Ministerio de Economía y Finanzas 
a librar Orden de Entrega a favor de la Universidad de la 
República a fin de dar cumplimiento a la sentencia dictada 
por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo en autos 
caratulados “Borelli Caetano, Marta c/Universidad de la Re- 
pública, Reparación Patrimonial”, 


-Téngase presente. 
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- Se resuelve realizarlo, por moción del señor 
senador Gargano complementada por el señor 
senador Jude, hasta el día de mañana a la hora 
16. 


La Suprema Corte de Justicia remite un Mensaje comuni- 
cando que ha dictado las siguientes sentencias, en autos cara- 
tulados: “Hontou, Boscán c/Poder Ejecutivo-Ministerio de 
Defensa Nacional - Inconstitucionalidad (vía de acción)”; 
“Aranco, Pedro c/Poder Ejecutivo-Ministerio de Defensa Na- 
cional - Inconstitucionalidad (vía de acción)”; “Fratelli Nar- 
det, Orestes c/Poder Ejecutivo-Banco de Previsión Social - 
Inconstitucionalidad (vía de acción)”; “Beltrán, Washington 
c/Poder Ejecutivo-Banco de Previsión Social - Inconstitucio- 
nalidad (vía de acción)”; “Penadés Cavajani, Enrique c/Poder 
Ejecutivo-Banco de Previsión Social - Inconstitucionalidad 
(vía de acción)”; “Branda Ulloa, Ruben c/Poder Ejecutivo- 
Banco de Previsión Social - Inconstitucionalidad (vía de ac- 
ción)”; “Bazzano, Jorge c/Poder Ejecutivo-Ministerio de De- 
fensa Nacional - Inconstitucionalidad (vía de acción)”; “Alva- 
rez, Héctor c/Poder Ejecutivo-Ministerio de Defensa Nacional 
- Inconstitucionalidad (vía de acción)”, “Robatto, Ramón 
c/Poder Ejecutivo-Ministerio de Defensa Nacional - Inconsti- 
tucionalidad (vía de acción); y “Fillippini Amaro, Carlos 
c/Poder Ejecutivo-Ministerio de Defensa Nacional - Inconsti- 
tucionalidad (vía de acción)”. 


-Ténganse presente. 


El Ministerio de Educación y Cultura remite la informa- 
ción solicitada por el señor senador Jaime Pérez relacionada 
con la sanción impuesta a varios Maestros. 


-A disposición del señor senador Jaime Pérez. 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social 
eleva informado el proyecto de ley por el que se interpreta el 
artículo 711 de la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, 
en el sentido de que los topes de acumulación de pasividades 
no regirán para las jubilaciones y pensiones que otorguen las 
Cajas Paraestatales y se mantiene vigente el tope del inciso 1* 
del artículo 72 del llamado Acto Institucional N* 9. 


-Repártase e inclúyase en el orden del día de la próxima 
sesión ordinaria que efectúe el Cuerpo”. 


4) PROYECTO PRESENTADO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de un proyecto de 
ley presentado. 


(Se da del siguiente:) 
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“Los señores senadores Walter Belvisi, Juan Carlos Blan- 
co, Carlos W. Cigliuti, Dante Irurtia, Raumar Jude, Oscar 
Lenzi, Pablo Millor y Américo Ricaldoni presentan, con ex- 
posición de motivos, un proyecto de ley por el que se incre- 
menta en un diez por ciento la tasa del Impuesto Específico 
Interno (IMESI) que grava los tabacos, cigarros y cigarrillos, 
vertiéndose mensualmente el producido de dicho incremento 
en una cuenta denominada “Recuperación del Hospital de Clí- 
nicas”. 


-A la Comisión de Hacienda. 


(Texto del proyecto de ley:) 


“INCREMENTO EN UN 10% DE LA TASA DEL 
IMESI QUE GRAVA LOS TABACOS, CIGARROS 
Y CIGARRILLOS 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Los senadores que integran la Cámara en representación 
del Partido Colorado hacen suya la profunda preocupación 
declarada públicamente por la Comisión de Apoyo al Hospital 
de Clínicas designada oportunamente por el Comité Ejecutivo 
Nacional del Partido Colorado, por la que se condena la poli- 
tización del tema que aflije al Hospital de Ciínicas que demo- 
ra la concreción de las soluciones que está requiriendo con 
innegable urgencia. 


Frente a este hecho y a la lentitud del Poder Ejecutivo para 
poner a disposición del Hospital de Clínicas las partidas im- 
prescindibles para el funcionamiento regular e inmediato del 
mismo, es que en el presente proyecto de ley se contempla 
expresamente este extremo, disponiendo un adelanto reinte- 
grable en monto suficiente y acorde a lo reclamado por el 
Hospital. 


A la luz de estos acontecimientos, parece llegada la hora 
también de reclamar un redimensionamiento impostergable de 
dicho nosocomio, para hacerlo viable en la eficiencia de sus 
servicios. Actitud ésta que se hace aún más necesaria por las 
graves denuncias de ineficiencia administrativa en el manejo 
de los fondos públicos que ha hecho de la anterior administra- 
ción el Sr. Decano de la Facultad de Medicina. 


Como respuesta inmediata a las necesidades asistenciales, 
de investigación y de docencia es que los legisladores abajo 
firmantes presentan el siguiente proyecto de ley. 


Américo Ricaldoni, Oscar Lenzi, Carlos W. Ci- 
gliuti, Walter Belvisi, Raumar Jude, Juan Carlos 


Blanco, Pablo Millor, Dante Trurtia. Senadores. 


Montevideo, 26 de junio de 1991. 
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Artículo 12. - Increméntase en un diez por ciento (10%) la 
tasa del Impuesto Específico Interno (IMESI) que grava los 
tabacos, cigarros y cigarrillos. 


Art. 2%, - El producido de dicho incremento se verterá 
mensualmente en una cuenta especial denominada “Recupera- 
ción del Hospital de Clínicas”, la que será administrada por la 
Comisión Especial que se crea en el artículo siguiente, al 
margen de la administración regular de los rubros presupues- 
tales, 


Art. 3%, - Créase una Comisión Especial que tendrá como 
cometido la recuperación del Hospital de Clínicas mediante la 
administración de la cuenta especial indicada en el artículo 
anterior. La Comisión se integrará con un delegado de la 
Universidad que la presidirá, un delegado del Ministerio de 
Salud Pública y un delegado del Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


Art. 4%, - La Comisión Directiva del Hospital de Clínicas 
elevará a dicha Comisión peticiones fundadas de recursos para 
atender las áreas de funcionalidad asistencial, docente, inves- 
tigación y administrativa dentro del esquema presupuestal vi- 
gente, las que, acordadas, serán puestas de inmediato a la 
orden del Hospital. La Contaduría del mismo clevará cada 
treinta días a la Comisión otorgante una rendición de cuentas 
pormenorizada de la aplicación de los fondos autorizados y 
entregados. 


Art. 5%, - El Poder Ejecutivo verterá, a título de adelanto, 
en la cuenta especial creada la cantidad de N$ 3.000:000.000 
la que será reintegrada al Tesoro Nacional con un duodécimo 
de la recaudación mensual del incremento tributario proyecta- 
do hasta su cancelación. 


Art. 62, - Comuníquese, etc. 
Montevideo, 26 de junio de 1991. 


Américo Ricaldoni, Oscar Lenzi, Carlos W. Ci- 
gliuti, Walter Belvisi, Raumar Jude, Juan Carlos 
Blanco, Pablo Millor, Dante Irurtia. Senadores”. 


5) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor senador Omar Urioste solicita licencia por el tér- 
mino de 31 días”. 


-Léase. 
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(Se lce:) 
“Montevideo, 26 de junio de 1991, 
Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito al señor Presidente licencia por el 
término de 31 días a partir del día de la fecha. 


Sin otro particular le saludo con mi más alta estima. 
Omar Urioste. Senador”, 

SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar. 

(Se vota:) 

-14 en 14. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
6) INTEGRACION DEL CUERPO 

SEÑOR PRESIDENTE. - Se invita a pasar a Sala al su- 
plente del señor senador Urioste, señor Julián Olascoaga, 
quien ya ha prestado el juramento reglamentario. 

(Entra a Sala el señor senador Olascoaga) 
7) EMPRESAS PUBLICAS 

SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el orden del 
día: proyecto de ley de Empresas Públicas. (Carp. N* 304/90 - 
Rep. N? 198/91 y Anexos I, II y II) 

(Antecedentes: ver 19a. S.E.) 

-Tiene la palabra el señor senador Millor. 

SEÑOR MILLOR. - Si me permiten, antes de retomar mi 
exposición, quisiera consultar a la Mesa si en la discusión 
particular cada orador dispone de veinte minutos para referir- 


se a cada artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Sí, señor senador. 


SEÑOR MILLOR. - Deseaba hacer esta consulta, señor 
Presidente, porque hay temas que se entrelazan de tal manera 
-en lo que respecta a nuestras argumentaciones para no votar 
este Capítulo I- que, muchas veces, tendremos que hacer alu- 
sión tanto al artículo 1% como al 2*. Sabiendo que disponemos 
de ese tiempo, podremos organizar mejor nuestra exposición. 


Por una razón de caballerosidad, quisiera dejar una cons- 
tancia que no tiene que ver con este Capítulo 1, pero sí con un 
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asunto que consideramos importante y que probablemente se 
va a debatir en la sesión de hoy o en los próximos días, 
Muchos hemos hablando en esta Sala del informe de la Con- 
sultoría que contrató el Gobierno para el estudio específico de 
la empresa ANTEL. Pienso que dicho informe tiene una im- 
portancia trascendente; ya se ha fotocopiado y se va a repartir 
entre los señores senadores que no lo tengan en su poder. 


Quisiera señalar que en una conversación telefónica que 
mantuve en el día de hoy con la señora contadora Rosario 
Medero, Presidente de ANTEL -que tuvo Jugar a raíz de que 
hemos recibido respuesta a nuestras propuestas de la transfor- 
mación del Ente, que le trasmitimos oportunamente- se me 
indicó que este informe de que disponemos algunos señores 
senadores -que ha aparecido parcialmente en varios Órganos 
de prensa y que, al menos para nosotros es de gran importan- 
cia- no es considerado definitivo por parte del Organismo, ya 
que técnicamente lo caracterizan como “transparencias”. En 
realidad, serían aproximaciones a un informe definitivo. 


Reitero que, por una razón de caballerosidad, entendí con- 
veniente hacer esta aclaración. Naturalmente, lo podremos 
compartir o no, pero es cl punto de vista de quien preside 
ANTEL. Repito que para nosotros este informe tiene gran 
relevancia y nos consideramos moralmente obligados a tras- 
mitir esto al Cuerpo. 


Tal como habíamos comenzado a expresar en el día de 
ayer, no vamos a votar el Capítulo 1, y lo haremos sin incur- 
sionar en una polémica que se ha desatado en el Senado y que 
demuestra que indefectiblemente siempre hay dos bibliotecas 
-por lo menos en materia de Derecho- con respecto al tema de 
la posible inconstitucionalidad de una ley. Aclaro que no es- 
toy efectuando ningún tipo de alusiones, El señor senador 
Korzeniak ha sostenido la inconstitucionalidad de la ley, fun- 
damentalmente, de este Capítulo I. Por su parte, el miembro 
informante, señor senador de Posadas Montero, al igual que el 
señor Presidente del Cuerpo y otros señores senadores, han 
sostenido que la ley se ajusta a los parámetros constituciona- 
les. Francamente, respetando ambas posiciones y, sobre todo, 
los conocimientos jurídicos de quienes las sustentan, ni si- 
quiera hemos considerado necesario incursionar en este deba- 
te, porque las razones que nos inducen a no votar este Capítu- 
lo I -reitero que no abrimos juicio sobre la constitucionalidad 
o inconstitucionalidad del mismo- obedecen estrictamente a 
una toma de decisión política. No hay que tener miedo a estos 
términos; este es un órgano político, que todos los días tiene 
que adoptar decisiones políticas, y, al decir esto, me estoy 
refiriendo a la política con mayúscula, a! arte de optar en aras 
de lo que se considera mejor para la sociedad para la cual se 
legisla. En función de esas ideas y a raíz de la primera lectura 
de lo que fue el texto primitivo de este Capítulo 1, desde un 
primer momento consideramos -más allá de las mejoras que 
posteriormente se le han introducido- que se estaba otorgando 
excesivas facultades al Poder Ejecutivo de turno para que, ya 
no sin control del Parlamento -que, por supucsto, siempre 
puede controlar- pero sin incidencia del Poder Legislativo, 
pudiese instrumentar en el correr de los años la reforma del 
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Estado. Nosotros opinamos que el tema es de tal importancia, 
que corresponde realizar el mayor debate posible. No entende- 
mos cómo, en un tema en el que estamos involucrados absolu- 
tamente todos los uruguayos, el Parlamento puede quedar al 
margen. Se trata de un asunto en el que forzosamente debe 
opinar ya que -lo reiteramos- en virtud de nuestro sistema 
electoral quien llega a la Presidencia de la República, puede 
hacerlo con un 20% un 21% de los votos, o tal vez con menos, 
Además, llega porque el pueblo legítimamente así lo decide, 
tal como lo establece nuestro sistema electoral. Pero si el 
tema pasa por la reforma de algo que nos pertenece a todos y 
el Estado comicnza y termina, para nosotros, en la sociedad 
-sociedad que conformamos todos los uruguayos- no entende- 
mos que el Parlamento se automargine de un debate en torno 
a la reforma de algo en que estamos embarcados todos los 
orientales. 


En ese sentido -más allá de alguna particularidad que po- 
dremos ir estableciendo en el debate y de algún tema que, al 
profundizar sobre él, nos alarma- deseo reiterar los conceptos 
vertidos por el señor senador Irurtia cuando hizo uso de la 
palabra, que constituyen la síntesis de la razón por la cual no 
votamos este Capítulo I y el fundamento por el que en la 
última Convención del Partido Colorado, pedimos que la mis- 
ma, expresamente, más allá de acatar la decisión de la Agru- 
pación Nacional de Gobierno en el sentido de impulsar gené- 
ricamente la reforma del Estado, rechazase cl Capítulo 1. En 
esa Convención nuestro sector presentó una moción que, la- 
mentablemente, no obtuvo la mayoría de los votos, pero los 
argumentos que se esgrimieron en esa instancia partidaria son 
los mismos que manifestó el señor senador Irurtia cuando hizo 
uso de la palabra en el Senado. 


“Los dos primeros artículos del Capítulo 1 le otorgan al 
Poder Ejecutivo, a la Administración Central autónoma, fa- 
cultades genéricas y un documento en blanco para conceder u 
otorgar permisos para la ejecución de Servicios Públicos na- 
cionales. Por este camino se faculta al Poder Ejecutivo a des- 
mantelar cl Estado; puede privatizar, transfiriendo a quien 
quiera, las actividades del Estado mediante concesiones o per- 
misos, sin que ni siquiera se entere el Parlamento nacional. Si 
se aprueba el proyecto, el Poder Ejecutivo dispondrá del po- 
der jurídico de otorgar concesiones o permisos para su ejecu- 
ción, incluso en los casos en que la Ley los haya asignado a 
un Ente Autónomo o Servicio Descentralizado”. Más adelan- 
tc, afirmaba el señor senador Irurtia -y reitero que no encuen- 
tro mejor manera de sintetizar nuestra posición que recordan- 
do algunos conceptos de su exposición- que “el proyecto es 
contradictorio en los primeros artículos, por el hecho de que 
en ellos se otorgan amplias facultades al Poder Ejecutivo para 
que modifique, transforme o incluso cese la actividad de cual- 
quier empresa pública estatal. Y es contradictorio con la se- 
gunda parte, donde se modifican varias leyes orgánicas de 
organismos estatales, Es contradictorio porque, quien tiene la 
facultad de hacer lo que desee con las actividades y la organi- 
zación de las empresas públicas, en virtud de las facultades 
delegadas -que son amplísimas- no se verá sujeto ni por la 
falta de normas aprobadas por el Parlamento”. 
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En síntesis, el argumento consiste en que, si se aprueba 
este Capítulo I, no sería necesario el resto de la ley, porque las 
facultades que se otorgan en el referido Capítulo son tan am- 
plias, que a partir de ellas el Poder Ejecutivo podría instru- 
mentar la reforma del Estado como entienda menester, Aquí 
se han manejado ejemplos -algunos de los cuales podemos 
compartir y otros mo- sobre las transformaciones que podría 
realizar este Poder Ejecutivo. Se ha dicho que la intención de 
este Gobierno no es ésa, pero pienso que no se legisla con 
intenciones, sino en función de lo que la letra de la ley dice. 
Por ejemplo, si nosotros sostenemos que con estas facultades 
el Poder Ejecutivo puede privatizar o desmonopolizar deter- 
minadas actividades que no consideramos conveniente que se 
privaticen, y se nos contesta que no es ésa la intención de este 
Gobierno, nos congratulamos por sus buenas intenciones, pero 
eso no constituye ninguna garantía, puesto que lo que vale es 
lo que expresa la letra de la ley y la reforma del Estado no se 
agota en este Gobierno. Además, nadie puede garantizar cuá- 
les serán las intenciones del gobernante que acceda a la Presi- 
dencia de la República a partir del 1? de marzo de 1995, O sea 
que son razones de estricta evaluación política, las que nos 
llevan a oponernos a este primer Capítulo del proyecto de ley. 
Pero, yendo más allá del primer artículo y sin ánimo de pole- 
mizar -señalo claramente, sobre todo al Movimiento Nacional 
de Rocha, que nadic en este recinto está buscando la polémi- 
ca- queremos insistir en que el contenido del artículo 2* -sobre 
todo- está cambiando la voluntad de algunos sectores parla- 
mentarios que en la Cámara de Representantes votaron en 
contra de determinadas desmonopolizaciones. Una cosa es 
que se mantenga el monopolio de derecho y otra, que se lo 
mantenga de hecho. 


Expreso que vamos a volver sobre el punto, porque tene- 
mos más documentación proveniente de Catedráticos de la 
Facultad de Derecho sobre las consecuencias que puede tener 
especialmente la aprobación del artículo 2%, Además, quisiera 
adelantar algo que vamos a desarrollar con mayor profundidad 
cuando incursionemos en el artículo 2%. Son tales las faculta- 
des que se establecen en virtud de este artículo, que por la vía 
de hecho no sólo se podría terminar con el monopolio en 
materia de destilación de alcoholes, sino que también podría 
llegarse a la privatización de los casinos. Esto, francamente, 
nos alarma. En nuestra exposición en la discusión general 
dijimos que había monopolios que eran convenientes, reco- 
mendables y que el Estado debía mantener, Específicamente, 
mencionábamos el caso de los casinos del Estado. Más allá 
del argumento -que para nosotros tiene un enorme peso- de 
que Jos casinos dan ganancias y que no consideramos un con- 
cepto empresarial de recibo el desprenderse de lo que da ga- 
nancias -por el contrario, cualquier empresario privado va a 
sostener que hay que mantener lo que da ganancias y despren- 
derse de lo que origina pérdidas- la Cruzada 94 se opone a la 
privatización de los casinos por razones éticas, para evitarle al 
país males mayores como los que se han dado en todos los 
países que han procedido a su privatización. Tenemos enten- 
dido que hay otros sectores parlamentarios que piensan de la 
misma forma que nosotros y, por lo tanto, les pedimos que 
reparen en el texto de los dos primeros artículos de este pro- 
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yectos de ley, porque, examinados en profundidad, se podrá 
comprobar que mediante ellos se puede llegar a la privatiza- 
ción de los casinos del Estado que no son, ni un servicio 
público, ni un servicio esencial, ni un servicio social. Ellos 
son, pura y exclusivamente, una actividad comercial y agrega- 
ría -estoy hablando estrictamente a título personal, no en nom- 
bre de la “Cruzada 94”- que constituyen una actividad comer- 
cial que lamentablemente el Estado debe desarrollar. Desde 
nuestros parámetros personales, no sólo no somos partidarios 
de que haya casinos privados, sino que no somos partidarios 
de que haya casinos. No obstante, comprendemos que se trata 
de una realidad nacional que, además, da ganancias al Estado 
y que coopera con una industria muy importante que es la 
turística. Si por nosotros fuese -reitero que hablo a título per- 
sonal- en nuestro país no existirían los casinos, como tampoco 
existiría esta enorme cantidad de juegos de azar, puesto que 
consideramos una desgracia inducir a los ciudadanos a partici- 
par en ellos. De todos modos, ya que existen, evitemos los 
males mayores. Para nosotros un mal mayor puede ser que 
estos casinos caigan en manos privadas. 


Cuando analicemos el artículo 2% de este Capítulo, vamos 
a desarrollar en profundidad este concepto. Señalamos que 
por este Capítulo se puede llegar a la privatización de los 
casinos del Estado. 


No quiero ocultar -por una cuestión de caballerosidad, co- 
rresponde que lo diga- que si alguna duda nos quedaba con 
respecto al tema de los casinos -no teníamos ninguna en lo 
que hace ai de los alcoholes- para aventarla, en el día de hoy 
hemos consultado a nuestro compañero de este Cuerpo, el 
señor senador Korzeniak. 


No se trata aquí de diferencias políticas, sino de consultar 
a un jurista a quien tenemos confianza porque -como bien lo 
dijo en la sesión de ayer durante el transcurso de su exposi- 
ción- ha analizado algunos temas desde el punto de vista jurí- 
dico, inclusive estableciendo premisas que pueden no conve- 
nir políticamente al sector que integra. Ese es un mérito que 
siempre le hemos reconocido al doctor Korzeniak, pero como 
se nos agotan los veinte minutos de que disponemos, simple- 
mente dejamos esa constancia. 


Con esa última consulta, reitero, aventamos todas las du- 
das. La aprobación de este Capítulo no sólo conlleva, de he- 
cho, que se demonopolice la destilación de alcoholes, sino 
también el peligro de que puedan privatizarse los casinos. Y si 
seguimos profundizando, podemos decir que estamos seguros 
de que puede acarrearle al Estado males mayores. Y todo esto 
por la sencilla razón de que el Parlamento uruguayo, en un 
acto -en mi modesta opinión- profundamente equivocado de 
decisión política, resuelve automarginarse de un tema que nos 
involucra a todos, como es el de la reforma del Estado. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor Ricaldoni. 
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SEÑOR RICALDON!. - Señor Presidente: voy a tratar de 
circunscribirme al artículo 1%, y de antemano quiero anunciar 
que no deseo ingresar en las consideraciones sobre eventuales 
inconstitucionalidades del artículo, porque por un lado me 
parece que se trata de un tema esencialmente opinable y, por 
otro, no podría dedicar los veinte minutos de que dispongo a 
algo que realmente me parece importante, y que no da lugar a 
la famosa confrontación entre las “dos bibliotecas” -como 
ocurre siempre entre los juristas- consistente en tratar los te- 
mas vinculados con el mérito o la conveniencia de las solucio- 
nes que contiene este artículo 12. 


Mi exposición se va a referir -por una realidad política 
evidente, como lo señalaba ayer- no al proyecto que viene de 
la Comisión, sino al que ha sido elaborado por otros sectores 
fuera de ella, una vez que ésta elevó su texto a la considera- 
ción del Pleno. 


Dentro del curso de mi exposición, dirigiré algunas pre- 
guntas al señor miembro informante -conforme me lo permita 
el Reglamento- porque creo que será útil, en ese sentido, ir 
aclarando algunas interrogantes que se me plantean. 


Nuestra discrepancia con el proyecto de la Comisión, 
como se sabe, tenía que ver, en primer lugar, con lo que se 
refiere a la ausencia de quórum especiales para la concesión 
de servicios públicos. En segundo término, con lo vinculado 
con el reconocimiento, en todos lo casos, de los costos y las 
llamadas utilidades razonables. En tercer lugar, con la auscn- 
cia de normas sobre licitación pública. Y en cuarto término, 
con la debilidad de los contralores que confiere este artículo a 
la Administración Pública. 


Se ha dicho que el nuevo proyecto elimina todas O casi 
todas estas objeciones, y voy a tratar de demostrar que no es 
así en ninguno de los casos. 


En primer lugar, señor Presidente, este proyecto de ley 
-bueno es decirlo- contiene un artículo 1* -por algo está en el 
Capítulo de las Disposiciones Generales- que abarca a todos 
los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados del país. 


Mi primera pregunta al señor miembro informante -no 
para que me la conteste en este momento, porque creo que 
corresponde que lo haga al final de mi exposición- es si él 
considera que asiste razón -y no me refiero al señor senador, 
porque de él no lo he leído ni lo he escuchado- a quienes 
sostienen que este Capítulo no abarca a todos los Entes Autó- 
nomos y Servicios Descentralizados del país. Yo creo que sí; 
que comprende no sólo a todas las del dominio comercial e 
industrial del Estado que no figuran en los Capítulos siguien- 
tes, sino también a Entes como la Universidad de la República 
o el propio CODICEN. No conozco ninguna disposición en el 
proyecto que diga que el mismo está referido exclusivamente 
al dominio comercial e industrial del Estado. 


En cuanto al tema de los quórum, en una situación tan 
especial como la vinculada con la transferencia a un concesio- 
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nario de un servicio público, llama la atención que no se exija 
una mayoría especial a los Directorios para dictar el acto ad- 
ministrativo correspondiente. Se me dirá -y es cierto- que 
también está prevista la aprobación ulterior del Poder Ejecuti- 
vo, lo cual no hará tan relevante la necesidad de mayorías 
altas. 


Creo que en la práctica es harto evidente que cualquier 
decisión de un Ente Autónomo normalmente está llamada a 
ser homologada, casi sin objeciones, por el Poder Ejecutivo, 
Asimismo, considero que las mayorías altas para un acto de 
tanta importancia como es la transferencia o el otorgamiento 
directo de un servicio público a un concesionario -que puede 
ser un particular, nacional o extranjero, o inclusive una em- 
presa estatal extranjera- debería tener la doble garantía de una 
mayoría mayor que la que aquí se establece -que debe presu- 
mirse que es la mayoría simple- y de la aprobación ulterior 
del Poder Ejecutivo. 


Por eso en el proyecto que hemos elaborado con los seño- 
res senadores Cigliuti y Belvisi -y que ha sido entregado a la 
Mesa y distribuido- pedimos para estos casos la conformidad 
de cuatro de los Directores -cuando se trata de Directorios 
compuestos por cinco miembros- y de la totalidad de los 
miembros cuando el Directorio tenga sólo tres, 


Sobre esto no se dice una palabra y, paradojalmente, en 
cambio, se exigen mayorías mayores en los casos de los que 
trata el artículo 2%, donde evidentemente las facultades de que 
disponen los Entes Autónomos y los Servicios Descentraliza- 
dos son de mucho menor trascendencia que aquellas que están 
contempladas en las hipótesis del artículo 1*, 


Se ha dicho también que aquí se reconoce el principio de 
la licitación. Al respecto, digo que no es así. En este proyecto, 
acordado luego de finalizada la labor de la Comisión, se insis- 
te con el llamado público a los interesados -y leo textualmen- 
te- “sobre la base de la igualdad de oferentes”. Luego, entre 
paréntesis, se hace mención a los artículos 482 y siguientes de 
la Ley N* 15.903, y 653 y 655 de la Ley N* 16.170. 


Creo que una lectura adecuada de esta redacción demues- 
tra que aquí no hay una referencia a la licitación, sino que se 
repite la que aparece en el proyecto de la Comisión, o sea, una 
referencia al “llamado público a los interesados sobre la base 
de la igualdad de los oferentes”. Y lo que está entre paréntesis 
debe entenderse vinculado con esa igualdad de los oferentes. 
Es decir, se remite solamente a las normas, de la Ley 
N? 15.903 y de la Ley N* 16.170, que tienen que ver con el 
ilamado público a los interesados sobre la base de la igualdad 
de los oferentes. 


Pero si nos adentramos en la lectura de estas normas, a que 
se reficre el nuevo proyecto y que lucen entre paréntesis, nos 
encontramos, por ejemplo, con que el artículo 482 de la Ley 
N?* 16.170 no trata de la licitación pública, sino de las excep- 
ciones a ella, en su numeral tercero dice: “No obstante podrá 
contratarse directamente o por el procedimiento que el orde- 
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nador determine por razones de buena administración, en los 
siguientes casos de excepción”, que cita. 


De modo que, cuanto este proyecto de ley, sustitutivo del 
de la Comisión, pretende prever la objeción relativa a la au- 
sencia de normas sobre licitación pública, no soluciona el 
problema. Digo esto porque el artículo 482 que aquí se men- 
ciona, trata aquellos casos en los que por el contrario, se 
puede prescindir de la licitación. Por lo tanto, podría prescin- 
dirse de ésta para la obtención, en determinadas ocasiones, de 
concesiones de servicios públicos. 


Por su parte, el numeral 3) del artículo 482, en la redac- 
ción dada por la Ley N* 16.170, establece que puede contra- 
tarse “Directamente o por el procedimiento que el ordenador 
determine por razones de buena administración, en los si- 
guientes casos de excepción: C) para adquirir bienes o contra- 
tar servicios” -llamo la atención, ya que la concesión normal- 
mente se refiere a la de servicios- “cuya fabricación o sumi- 
nistro sea exclusiva de quienes tengan privilegio para ello, o 
que sólo sean poseídos por personas o entidades que tengan 
exclustvidad para su venta”, etcétera. 


Como decíamos, esta ley ticne, entre otras virtudes, la de 
incorporar, no sólo capitales privados, probablemente extran- 
jeros, sino “know how”, es decir, tecnología importada. Esta, 
precisamente, en la mayoría de Jos casos, terminará siendo 
-como se podrá advertir- exclusiva -como dice esta excepción 
a la licitación pública- de quienes tengan privilegio para ello, 
Puedo citar otros ejemplos que figuran en el numeral tercero 
del artículo 482, reformado por la Ley N* 16,170. Dentro de 
este numeral, el literal [) establece que se puede prescindir de 
la licitación pública “cuando medien probadas razones de ur- 
gencia, no previsibles, o no sea posible la licitación”, etcétera. 
Mientras tanto, el literal J) dice: “Cuando exista notoria esca- 
sez de los bienes o servicios a contratar”. Quicre decir que 
utilizada al pie de la letra la disposición que se piensa que ha 
solucionado el tema de la licitación pública, nos encontramos 
con que se puede prescindir de ella, a tenor de la referencia 
que se hace entre paréntesis al artículo 482. 


Siempre dentro de este tema, también me quiero referir al 
que se remite a la Ley N* 16.170. No se refiere al artículo 654 
de la misma, que establece lo siguiente: “El margen de prefe- 
rencia establecido en el artículo 374 de la Ley N* 13.032, de 7 
de diciembre de 1961, modificativos y concordantes, quedará 
fijado en un 25% (veinticinco por ciento), a partir del primer 
día del mes siguiente al de la publicación de la presente ley; 
en un 15% (quince por ciento), al 1* de julio de 1991 y en un 
10% (diez por ciento), al 1? de enero de 1992”, De modo que, 
la eliminación de este artículo 654 significa que la igualdad 
de los oferentes, en la postura del proyecto, está concebida 
descartando la posibilidad de mantener márgenes de preferen- 
cia para empresas nacionales que quieran ser concesionarias 
de servicios públicos. A título de ejemplo, imaginémonos que 
los trabajadores de ILPE -al que, probablemente, el Senado 
resuelve liquidar- pretendan -como se establece en el proyecto 
del Foro Batllista- que también ellos tengan preferencia para 
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adquirir la terminal pesquera del Puerto de Montevideo. Con 
este proyecto, no van a tenerla, como es tradición en el país. 
Es bien conocido que la industria nacional tiene sobrados mo- 
tivos para contar con alguna forma de apoyo, a través de la 
actividad legislativa. 


Otra de las objecciones que tengo con respecto a este pro- 
yecto, se vincula -como dije al principio de mi exposición- 
con las facultades de contralor que tiene la Administración. 
En el nuevo proyecto -al igual que en el de la Comisión- se 
dice que “el otorgamiento de concesiones y permisos se hará 
por un plazo determinado y reservándose la Administración” 
-préstese aquí atención- “el derecho de controlar que los servi- 
cios sean prestados en forma continua, regular y eficiente”. Si 
esas son las facultades que tiene la Administración, creo que 
se las están retaceando. Nosotros entendemos -sobre eso tam- 
bién trata el proyecto estructurado por los señores senadores 
Belvisi, Cigliuti y quien habla- que en estos casos debe decir- 
se que la Administración se reserva el derecho de controlar 
todo lo retativo a los servicios sin perjuicio de que, además, y 
especialmente vigile, que los mismos sean prestados en forma 
continua, regular y eficiente. No se trata sólo de que la Admi- 
nistración controle que se presten de esa forma. Me pregunto 
por qué la Administración no puede tener otros contralores 
reconocidos en la ley. Por eso digo que me parece que no ha 
habido ningún avance, sino un retroceso. Esto es un error -que 
seguramente no se habrá advertido tampoco en este caso- ya 
que le dan muchas menos facultades a la Administración de 
las que se observan a primera vista. 


También desco referirme a lo que tiene que ver con las 
tarifas. Sc insiste en que para la fijación de las mismas se 
tomará en cuenta el costo del servicio, de acuerdo con prácti- 
cas contables generalmente aceptadas y márgenes de utilidad 
razonables. Lejos de mi sector político, señor Presidente, está 
el pretender condenar a los concesionarios de los servicios 
públicos, a trabajar a pérdida. Es absolutamente razonable 
suponer que deben tener determinadas garantías en este senti- 
do. Nuestra discrepancia radica en que este tema figure en el 
proyecto de ley. Pensamos que este asunto debe ser analizado 
caso por caso, es decir, concesión por concesión. Si de ante- 
mano realizamos lo que en alguna oportunidad denominé un 
acto legislativo, que se asemeja mucho a una póliza de segu- 
ro, en el sentido de que la empresa no va a perder, contradeci- 
mos el reclamo, justificado de eficiencia en la gestión de 
aquellos que presten los servicios públicos. Creemos, señor 
Presidente, que esto se debe relacionar con el hecho evidente 
de que muchos de los propósitos a los que apunta este proyec- 
to de ley -y que, repito, compartimos- pretenden incorporar 
nuevos servicios, en lo posible con tecnología de punta. En- 
tonces, me pregunto ¿cómo podemos saber de antemano, cuá- 
les serán los costos y las utilidades razonables de los mismos 
si, en el país, prácticamente nadie conoce la operativa, la 
dinámica interna, de la actividad de esas empresas que sin 
duda, vendrán del exterior? Creo que este punto debería enfo- 
carse de otra manera. Entiendo que tendría que dejarse librado 
a cada contrato, donde concreta y especificamente se concrete 
la concesión de que se trate, 
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Imaginémonos que en el futuro, este u otro Parlamento 
den marcha atrás y deroguen la solución de esta norma, y ya 
se haya firmado el contrato de concesión en ese sentido. Es 
absolutamente evidente que se podría efectuar un reclamo 
judicial por responsabilidad del Estado derivada de un acto 
legislativo. Y sucedería porque se habría iniciado la gestión 
del servicio público bajo un marco legal determinado, y se 
terminaría con uno distinto a aquél que se tuvo en cuenta para 
comenzar a prestar el servicio. 


Por todo lo expuesto, entiendo que este es un tema sobre el 
que hay que meditar profundamente. No es, este a mi enten- 
der, un asunto de laboratorio. Pienso, además, que no es váli- 
do replicar diciendo como ocurrió en alguna sesión anterior, 
que ya hay actividades en nuestro país que tienen reconocidos 
los costos y las utilidades. Esto es cierto, pues existen paramé- 
tricas que automáticamente determinan, cada tanto tiempo, 
cuando se verifican algunos aumentos en los costos, la posibi- 
lidad de que las tarifas se vuelvan a aumentar. 


Pero esas normas han sido estudiadas para casos concretos, 
y nuestra discrepancia en este sentido es que en este proyecto, 
en cambio se están estableciendo como un principio general 
para todas las actividades cuyos costos no se pueden conocer 
de antemano. No vemos cómo se puede sostener la convenien- 
cia de un compromiso legal previo en esta materia. 


Repito, señor Presidente, que no está en mi ánimo referir- 
me a la constitucionalidad o inconstitucionalidad del proyecto 
aunque quizás, en algún momento, podamos tratar ese tema. 
Aclaro que nuestras discrepancias se relacionan -y éste es el 
Objeto de mi exposición sobre el artículo 1*- pura y exclusiva- 
mente con las ventajas e inconvenientes de las medidas que 
contiene el nuevo proyecto, que es el que sabemós que ya 
cuenta con mayoría en el Senado. 


En consecuencia, señor Presidente, no nos satisface este 
artículo 1%, y por ese motivo no lo vamos a votar. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO, - Señor Presidente: en oportunidad 
de la discusión general del proyecto expusimos las razones 
por las que no vamos a votar este artículo. Ahora vamos a 
tratar de concentrarnos en algunas objeciones de carácter par- 
ticular que nos merece esta disposición. Para ello, vamos a 
tomar como base el proyecto sustitutivo, producto del acuerdo 
político que se ha alcanzado. Es decir que no vamos a referir- 
nos al original para realizar el análisis crítico correspondiente. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Pereyra) 
-En primer término, deseo señalar que comparto las obje- 


ciones de carácter jurídico-constitucional efectuadas por el 
señor senador Korzeniak en su intervención anterior -así como 
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las realizadas por otros señores senadores- en tanto el artículo 
establece una delegación de atribuciones del Poder Legislati- 
vo al Poder Ejecutivo, general e indefinida, que le permite 
transferir o conceder todos los servicios públicos nacionales a 
su cargo. Cabe acotar que esta delegación de un Poder a otro 
está prohibida por el régimen constitucional. 


Me interesa subrayar algunas cuestiones específicas, co- 
menzando por una ya citada por el señor senador Ricaldoni. 
Me refiero al hecho de que en este arículo, por el que se 
autorizan a otorgar concesiones o permisos, no se establecen 
mayorías especiales de los Directorios de los Entes Autóno- 
mos, como sí se hace -lo que constituye un progreso efectivo- 
en el artículo 2%, En esta norma, por mayoría simple, los 
Directorios de los Entes Autónomos o, en su caso, de los 
Servicios Descentralizados, pueden otorgar las concesiones o 
permisos. Es decir que aquí no aparece lo que se decía era un 
avance sobre la redacción proyectada. 


Me parece que esto debe quedar claro desde un principio 
porque, como hemos señalado, si bien se ha eliminado la 
transferencia del dominio de aquellos actos que pueden reali- 
zar tanto el Estado -cl Poder Ejecutivo- como los Entes Autó- 
nomos y Servicios Descentralizados, en oportunidad de la dis- 
cusión general dejamos constancia de que, sí, se pueden trans- 
ferir el usufructo y el uso. En determinadas circunstancias, 
para el concesionario esto puede resultar más beneficioso que 
la trasmisión de la propiedad porque inclusive puede resultar- 
le menos gravoso. Asimismo, señalo que considero superfluo 
o, en Su caso, innecesario, que se establezca que la transferen- 
cia del uso o del usufructo -derechos personales- rija durante 
el período en que esté vigente la concesión. ¡Bueno sería que 
la transferencia de esos derechos se hiciera por un lapso ma- 
yor al de la concesión! Entonces, desde el punto de vista del 
contexto del proyecto, nos parece totalmente innecesario y 
redundante que se realice esta aclaración. 


En el artículo 1% se expresa que en el otorgamiento de las 
concesiones o permisos se procurará evitar situaciones de mo- 
nopolio de hecho. Quiero llamar la atención sobre esta redac- 
ción porque no se dice “se prohibirá que se lleguen a consti- 
tuir monopolios de hecho”; simplemente se establece que se 
procurará evitarlos. Entiendo que esta expresión no fue inclui- 
da accidentalmente sino con la intención de indicar que aun- 
que se produzcan situaciones de monopolio de hecho, los En- 
tes Autónomos o el Poder Ejecutivo igualmente podrán otor- 
gar las concesiones. Formulo esta precisión porque, a mi jui- 
cio, si lo que se quería era impedir que efectivamente se 
transfiriera un monopolio de hecho, debería haberse empleado 
el verbo “prohibir”. Considero que en este caso se deja una 
latitud aún mayor pues pueden existir varias circunstancias 
por las que tanto el Ente Autónomo como el Poder Ejecutivo 
entiendan que aunque se procuró no caer en una situación de 
monopolio de hecho, inevitablemente se llegó a ella -tal como 
lo demostramos en la discusión general- mediante la transfe- 
rencia de determinados servicios públicos. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Aguirre Ramírez) 
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-Quiero reiterar algo que ya ha sido señalado por el señor 
senador Ricaldoni. Se trata de lo dispuesto en el artículo 1*, 
que expresa que en todos los casos el otorgamiento deberá ser 
efectuado mediante el llamado público a los interesados, so- 
bre la base de la igualdad de oferentes, de acuerdo con lo 
establecido por los artículos 482 y siguientes de la Ley 
N?* 15.903, y 653 y 655 de la Ley N* 16.170, No voy a reiterar 
la aclaración que muy correctamente realizó el señor senador 
Ricaldoni con respecto a la exclusión del artículo 654. 


A mayor abundamiento de lo manifestado por el señor 
senador Ricaldoni, quiero destacar que el artículo 482 de la 
Ley N* 15.903 establece que todo contrato se celebrará me- 
diante el procedimiento de la licitación pública, cuando de €l 
se deriven gastos de funcionamiento y de inversión, o salidas 
para el Estado, y por remate o licitación pública cuando se 
originen entradas o recursos, Se agrega que no obstante podrá 
contratarse por licitación restringida, por concurso de precios 
y directamente, cuando no se alcancen determinados montos. 
Esta es una adecuación de una legislación ya existente en la 
normativa jurídica. 


Más adelante, dicho artículo dispone que se puede contra- 
tar por cualquier monto en los siguientes casos excepcionales, 
y cita varios, comenzando por el contrato entre organismos, 
dependencias del Estado o cualquier persona pública no esta- 
tal. Además de los mencionados por el señor senador Ricaldo- 
ni, voy a recordar el literal G), que se refiere a los contratos 
que deban celebrarse necesariamente en países extranjeros, 
siempre que no sea posible realizar en ellos la licitación. Por 
su parte, el literal H rige en el caso de que las circunstancias 
exijan que la operación deba mantenerse en secreto. Se trala, 
pues, de una latitud enorme. El literal ] se vincula a aquellos 
casos en que medien probadas razones de urgencia no previsi- 
bles, no sea posible la licitación o remate público, o su reali- 
zación resienta seriamente el servicio. Puede darse cualquiera 
de estas tres hipótesis para evitar la licitación. Entonces, si lo 
que se pretendió al incluir esta cita fue hacer preceptiva la 
licitación, debe tenerse en cuenta que ese objetivo puede no 
alcanzarse de acuerdo con los mecanismos establecidos en el 
propio artículo 482 de la Ley N* 15.903. 


Quiero dejar constancia, señor Presidente, de que entende- 
mos que el proyecto sustitutivo no modifica sustancialmente 
el resto de los incisos que figuran en el proyecto venido de la 
Comisión; prácticamente, mantiene la misma situación, climi- 
nando la transferencia del derecho de propiedad que creo es el 
avance de este artículo sobre el primitivamente redactado. De 
todas maneras, en última instancia, ello puede no contar, por- 
que sí se otorga una concesión o un permiso y se transfiere el 
usufructo de todos los bienes -o de su inmensa mayoría- al 
concesionario por parte del Estado, de hecho también se le 
está dando la posibilidad de que disponga de ellos durante 
todo el período en que va a hacer uso de la cosa. 


Pero lo que me parece absolutamente contradictorio con la 
filosofía del proyecto de ley, con lo que nos han dado como 
informe en mayoría de la Comisión, es que en el artículo 1% se 
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diga que “para la fijación de tarifas se tomará en cuenta el 
costo del servicio, de acuerdo a prácticas contables general- 
mente aceptadas y márgenes de utilidad razonables”, Al res- 
pecto, comparto la objeción que formulaba el señor senador 
Ricaldoni en cuanto a la incongruencia de la filosofía de este 
proyecto. 


Por otra parte, creo que ningún concesionario va a aceptar 
comenzar a trabajar a pérdida en la concesión de un servicio; 
evidentemente, la va a rechazar. 


Pero, además, ¿quién es el que establece cuál será la utili- 
dad razonable? ¿El Poder Ejecutivo? Me pregunto, nueva- 
mente, cuál es el juicio de éste acerca de esa utilidad razona- 
ble sobre cl capital invertido, pues la latitud es enorme. 


Por otro lado, aquí se ha hecho profesión de fe de que la 
transferencia o la concesión de los servicios públicos traerá 
aparejada la posibilidad de que el capital privado afronte el 
riesgo. Y no es así, pues desde el inicio le estamos garantizan- 
do a ese capital privado que va a tener a través del sistema 
tarifario una ganancia razonable. Es decir que aquí estamos 
haciendo todo lo contrario de lo que siempre funcionó en la 
concesión general de los servicios públicos de nuestro país, 
esto es, de que debían servir al fomento de la producción, a la 
atención de las necesidades de la población, etcétera. Además, 
muchas veces esos servicios trabajaron a pérdida, ya sea por- 
que las tarifas no aumentaban de acuerdo a como lo hacían los 
costos o porque el Estado se hacía cargo de las pérdidas como 
forma de garantizar la no afeciación de manera relevante de 
los sectores populares, de los llamados servicios esenciales o 
sencillamente la producción. En una palabra, en nombre de la 
libertad de mercado al concesionario, que lleva todas las ven- 
tajas en virtud de este proyecto de ley, le estamos garantizan- 
do una ganancia razonable desde el comienzo. 


De modo que, señor Presidente, reitero lo expresado en el 
sentido de que esto me parece que tiene una tremenda incon- 
gruencia con el planteo y la filosofía general de este proyecto 
de ley. 


SEÑOR PEREYRA. - ¿Me permite una interrupción señor 
senador? 


SEÑOR GARGANO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Creo que los senadores que hacen 
esta impugnación parten de una concepción equivocada y, 
diría, de una presunción lesiva, porque no puede estar en la 
intención de alguien establecer de antemano -además, sería 
absurdo que se lo fijase por escrito- que aquí se va a llamar a 
determinados capitales, que se les va a garantizar que van a 
obtener ganancias y que no van a correr con el riesgo inheren- 
te del negocio. Para demostrar que esto no es así, digamos que 
las tarifas seguramente no van a figurar en el contrato por la 
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sencilla razón de que ellas tienen que ajustarse a las condicio- 
nes imperantes en cada circunstancia. Pero veamos la realidad 
actual. Por ejemplo, ¿alguien se ha escandalizado cuando 
CUTCSA o cualquier otra empresa de transporte urbano se 
dirige a la Intendencia Municipal de Montevideo solicitando 
un aumento y allí establece sus costos y también lo que en- 
tiende como una ganancia razonable? Esto es algo que se hace 
todos los días. Cuando los concesionarios de los servicios de 
ómnibus interdepartamentales se dirigen a la Dirección Nacio- 
nal de Transporte del Ministerio de Transporte y Obras Públi- 
cas, solicitando un aumento de tarifas, ¿acaso no establecen 
sus costos y un margen de ganancia razonable? ¿Y eso no lo 
acepta todos los días el Poder Ejecutivo? De otra manera, 
nadie prestaría esos servicios públicos. Es decir que en el 
cálculo de la tarifa -que es lo que aquí se ha querido decir- se 
debe tener en cuenta una utilidad determinada. 


De modo que lo que sucede todos los días en la concesión 
de servicios municipales y de ómnibus interdepartamentales, 
en el caso del Gobierno Nacional, y que dice relación con la 
fijación de las tarifas, está bien, pero se toma como algo 
escandoloso si aparece en este proyecto de ley. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Gargano. 


SEÑOR GARGANO. - Creo que el razonamiento del se- 
ñor senador Pereyra es erróneo en cuanto a que no es el Poder 
Ejecutivo el que, examinando una determinada situación, pue- 
da decir que en función de una circunstancia en particular 
deba o no otorgarse un beneficio de rentabilidad. Por ejemplo, 
la Intendencia Municipal de Montevideo puede juzgar que 
como las tarifas de CUTCSA fueron tan rentables en cicrta 
etapa, a partir de determinado momento la Empresa no va a 
tener esa rentabilidad. De modo que está en la latitud del 
señor Intendente hacerlo de esa manera. Pero aquí, por ley, y 
desde el comienzo, le estamos diciendo al concesionario: 
“Señor, ingrese a este servicio pues el capital invertido no va 
correr ningún riesgo, ni nadie le va a poder impedir que en 
cada circunstancia o siempre obtenga una ganancia razona- 
ble”. Y aquí la palabra “razonable” tiene una variabilidad 
enorme en su interpretación, porque lo que puede ser razona- 
ble para un concesionario austero, no lo es para otro que 
quiera rescatar una parte del capital invertido en un plazo de 
tres o cuatro años. 


Por tanto, señor Presidente, esa latitud a la que hacemos 
referencia ya se la establecemos al inversor, al sector privado, 
desde el comienzo; y ese es el que va a venir a explotar un 
servicio público con la garantía de que va a obtener una utili- 
dad. 


Por otro lado, además de chocar con la filosofía general de 
la concepción que manejan quienes son partidarios de este 
proyecto de ley, es decir, de que el capital privado se arriesga, 
se invierte y se atiene a las leyes del mercado, a nuestro 
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entender aquí no hay leyes de mercado de ninguna clase. Lo 
que hacemos es darle la prestación de un servicio público, con 
una población usuaria cautiva, y en condiciones de monopolio 
de hecho en casi todas las circunstancias; y, naturalmente, le 
garantizamos una utilidad razonable. Pero estas ventajas enor- 
mes que se conceden están en contra de la filosofía que se 
dice impulsar, porque aquí nadie corre ningún riesgo. Es más; 
lo que nunca le dimos al Estado, que fue la capacidad de 
ganar razonablemente, pues muchas veces le infligimos la 
pena de que atendiera al conjunto de la sociedad o a los 
sectores productivos -muchos de éstos han podido continuar 
desempeñándose porque las tarifas, ya sea de UTE o de 
ANCAP, fueron subsidiadas por la población para que pudie- 
ran invertir y obtener rentabilidad y desarrollar la economía 
del país- se lo damos ahora al sector privado, que como ya he 
dicho en la exposición general, no sólo va a ser privado, sino 
también extranjero. 


SEÑOR MILLOR. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR GARGANO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR. - Voy a tratar de ser breve porque soy 
consciente de los pocos minutos que le restan al señor sena- 
dor. 


Queremos reiterar el concepto que en su oportunidad seña- 
lamos, en el sentido de que el defecto de todos estos proyectos 
de ley es pretender jugar al empresario privado. Pero, a nues- 
tro juicio, se lo juega mal. 


A todo lo que está expresando el señor senador Gargano, 
digo que si hay un principio contrario a la teoría empresarial 
es el de asegurarle ganancias al empresario. La grandeza de la 
empresa privada -de ahí que defendamos la iniciativa privada- 
es que arriesgue y que no tenga garantías más que aquellas 
que dependan de su esfuerzo, de su sabiduría o de su inver- 
sión, en lo que refiere a la obtención de ganancias. 


Repito que esa es la grandeza de la iniciativa privada. Por 
eso somos empresaristas, desregularizadores, pues se debe en- 
frentar el desafío de perder en aras de la posibilidad de ganar. 
No he visto principio que contraríe la teoría empresarial de 
una manera tan tajante a como lo hace éste, es decir, de 
asegurar al empresario privado utilidades razonables. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Gargano. 


SEÑOR ARAUJO. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 
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SEÑOR GARGANO. - Con mucho gusto, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ARAUJO. - Como se aludió a las empresas de 
transporte interdepartamental y también urbano, quiero hacer 
una consideración que creo vale la pena a esta altura de los 
acontecimientos. 


Cuando se habla de los costos de un servicio, naturalmente 
que se hace referencia a los costos en su total magnitud; por 
ejemplo, se incluyen los costos financieros. La historia de lo 
acontecido en este país en los últimos años nos muestra con 
claridad que, en el caso de la ruptura de la tablita, los costos 
financieros de las empresas se incrementaron en forma extra- 
ordinaria, pero ellos no fueron tenidos en cuenta a la hora de 
la fijación de las tarifas. En ese sentido, el Ministerio o el 
Intendente de la capital podían optar, libremente, por conce- 
der o no esa ganancia a las empresas que lo solicitaban; pero 
eso no se hizo, y los hechos lo comprueban. En cambio, aquí, 
en este caso concreto, se establece una ganancia razonable, 
naturalmente, sobre la base de los costos. 


Simplemente, deseábamos señalar estos aspectos a efectos 
de la reflexión a la que estamos sometidos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Finalizo, señor Presidente, dicien- 
do que al margen de las consideraciones generales de incon- 
veniencia que le vemos al proyecto, las particulares en rela- 
ción con este artículo nos llevan a señalar que aquí también se 
peca de violación de la interpretación constitucional; que este 
artículo 1* es incongruente con la filosofía general sostenida 
por quienes informan este proyecto y que, sin duda, traerá 
consecuencias negativas para la economía nacional y para los 
usuarios que, en lugar de ganar libertad -como se ha planteado 
reiteradamente- ahora van a seguir prisioneros de los conce- 
sionarios de los servicios públicos. Por lo menos, hasta ahora, 
la sociedad en general tenía -o tiene- controles sobre las em- 
presas públicas que prestan servicios a la comunidad; en ade- 
lante, como decía, el usuario va a ser cautivo de la empresa 
privada a la que otorguemos una concesión. 


SEÑOR RICALDON!I. - Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - No sé si es una aclaración a la 
exposición realizada por el señor senador Gargano o a lo que 
manifestó en la interrupción que le concediera el señor sena- 
dor Pereyra. Pero, lo concreto es que deseo insistir sobre dos 
cuestiones. 
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En primer lugar, pienso que aquí no se está estableciendo 
el requisito de la licitación. Se está haciendo referencia a una 
serie de normas donde figuran exigencias de llevar a cabo 
licitaciones y excepciones a dichas exigencias. Es decir que 
tal como está redactado este artículo -no digo que sea esa la 
intención, pero surge de la letra- hay muchos supuestos que 
van a permitir que no se recurra a la licitación. 


En segundo término y con respecto a las tarifas -agradezco 
al señor senador Gargano que se haya detenido en este tema 
tan importante- repito que la posición de los señores senado- 
res Cigliuti, Belvisi y del que habla es que esta norma debe 
eliminarse del proyecto y que en cada caso, servicio por servi- 
cio y concesionario por concesionario, en el contrato que haya 
que celcbrar, se estudie el tema. Creo que fijar de antemano 
-con carácter general y mientras perduren estas disposiciones 
legales- normas de esta naturaleza, nos introduciría en una 
serie de problemas respecto de los cuales, seguramente, no se 
ha meditado suficientemente, Estoy hablando, por ejemplo, de 
las expresiones “prácticas contables generalmente aceptadas”. 
No soy contador, pero mi experiencia de muchos años, en los 
que trabajé como abogado en una Auditoría internacional, me 
dice que si hay algo polémico que da lugar a discusiones 
realmente complejas, es la determinación de los verdaderos 
costos de una actividad empresanial, y ello se advierte en los 
congresos internacionales de contadores. Hay escuelas -y los 
contadores aquí presentes podrán confirmar o desmentir mis 
expresiones- como la Holandesa y la Americana, que tienen 
criterios diferentes sobre expresiones como esta de las “prácti- 
cas contables generalmente aceptadas”. Ello nos lleva a pre- 
guntarnos qué “prácticas contables gencralmente aceptadas” 
menciona este proyecto de ley. ¿Las “generalmente acepta- 
das” en el Uruguay, según nos enseña la Cátedra de la Facul- 
tad, el Colegio de Contadores, o aquellas que así se conside- 
ren en la esfera internacional? Similar reflexión haría en lo 
que tiene que ver con las “utilidades razonables”. 


Reitero que no estoy en contra de fijar en cada caso con- 
creto fórmulas o criterios para determinar las tarifas. Pero en 
cada caso, casi como una especie de traje de medida. En 
cambio, lo que no puedo aceptar es que se establezca legal- 
mente un principio general en una materia que, como muy 
bien decía el señor senador Gargano, debe ser resorte de la 
negociación concreta que realice la Administración -con ma- 
yúsculas- con cada concesionario, a la hora de celebrar el 
acuerdo respectivo. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra para hacer una consul- 
ta a la Mesa. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI, - Quisiera formular alguna reflexión en 
torno al punto que acaba de mencionar el señor senador Rical- 
doni. Sé que no podía solicitarle una interrupción, ya que el 
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señor senador había pedido la palabra para una aclaración. 
Entonces, consulto a la Mesa sobre si estoy en condiciones 
reglamentarias de hacerlo ahora; de lo contrario, lo haré en 
otra oportunidad. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia informa al señor 
senador Astori que en este momento no está en condiciones 
reglamentarias de hacerlo. 


Tiene la palabra el señor miembro informante para respon- 
der a las interrogantes que se le formularan, 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Señor Presidente: 
rápidamente, deseo referirme a varios puntos que fueron men- 
cionados en el día de ayer y en la tarde de hoy en torno a este 
artículo. 


No voy a volver sobre la discusión constitucional genérica, 
pues es sabida nuestra posición en el sentido de que no existen 
impedimentos jurídicos, constitucionales, con relación a este 
artículo. Pienso que aquí no hay una diferencia sustancial con 
lo que ya es experiencia legislativa en cl país, por ejemplo, 
con lo que sucede en las concesiones en materia de transporte 
público, donde el marco legislativo es genérico, siendo la 
Administración la que determina quiénes y cuántos son los 
concesionarios y cuáles son las condiciones de la concesión. 
Asimismo, me parece que no hay mayor diferencia con lo que 
es la experiencia diaria en lo que tiene que ver con la realiza- 
ción de la obra pública, donde nadie entiende que exista trans- 
ferencia de competencia por cl hecho de que algunas obras las 
realice el Ministerio en forma directa, y otras las contraste con 
terceros. Á lo sumo, en este caso se podrá decir que hay una 
diferencia de grado en cuanto a la precisión o concreción, por 
lo que allí entraríamos en una discusión de conveniencia y no 
de juridicidad. 


Evidentemente, señor Presidente, en cl campo de la conve- 
niencia el margen de opinión es muy amplio; a mi juicio, aquí 
no existen dogmas de fe. Al respecto, me parece que los 
ejemplos vertidos por el señor senador Zumarán en el día de 
ayer son muy útiles en cuanto a las prácticas que se seguían 
en esta materia durante el transcurso del siglo pasado, pues 
nos demuestran el progreso acaecido en el país y en el mundo. 
Supongo que actualmente nadie podrá sostener que la función 
de los Parlamentos es la de elaborar o discutir contratos co- 
merciales. 


Por otra parte, entiendo que en este campo de la conve- 
niencia se pueden mitigar los temores a catástrofes, a los que 
se ha aludido reiteradamente en el transcurso de la discusión 
general y particular de este proyecto de ley. En este sentido 
reitero que aquí estamos en el campo de la administración, 
que no es competencia del Poder Legislativo. Si es que todas 
estas catástrofes pueden darse en la decisión de los adminis- 
tradores en materia del otorgamiento de una concesión, quizá, 
iguales o mayores catástrofes podrán ocurrir hoy día por sus 
resoluciones, sin la ayuda de este proyecto en la administra- 
ción directa de esos servicios. Por lo tanto, esos argumentos 
no añaden nada a la discusión. 
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Repito -ya lo dije ayer- que por la vía de este proyecto de 
ley se otorga al Poder Legislativo un control mayor al que 
tiene hoy en día. Por ello, me permito discrepar respetuosa- 
mente con una expresión del señor senador Millor en el senti- 
do de que aquí se podrán tomar una serie de medidas sin que 
el Parlamento se entere, En uno de sus artículos finales, el 
proyecto obliga expresamente a brindar información al Parla- 
mento sobre la materia. 


En cuanto al otro tema jurídico sobre una supuesta impre- 
cisión del contenido o del concepto jurídico de servicio públi- 
co, estimo que no es conveniente ni necesario incluir una 
definición en esta iniciativa. Durante varias décadas, el siste- 
ma jurídico constitucional del país se ha manejado, aparente- 
mente, de manera aceptable sin ello. Además, estoy de acuer- 
do con lo que es la posición mayoritaria de la doctrina, en el 
sentido de la inconveniencia de que las leyes contengan defi- 
niciones de esta naturaleza. Asimismo, sobre este punto com- 
parto las expresiones vertidas en el día de ayer por el señor 
Presidente del Senado, en el sentido de que toda la economía 
de este artículo y su lenguaje es ampliamente explicativo de 
lo que se quiere decir. 


Observo que se ha prendido la luz indicadora del tiempo; 
sin embargo me parece que tengo derecho a hablar durante 
media hora. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Con relación a la discusión par- 
ticular, el artículo 69 del Reglamento de la Cámara de Sena- 
dores dice lo siguiente: “El o los miembros informantes, o uno 
de los firmantes en su caso, dispondrán de un término de 
veinte minutos para ocuparse de cada artículo”. 


Pensé que el señor senador de Posadas Montero estaba 
respondiendo a las interrogantes formuladas por el señor sena- 
dor Ricaldoni, pero por supuesto dispone de veinte minutos 
para ocuparse del artículo. 


Puede continuar el señor senador de Posadas Montero. 


SEÑOR MILLOR. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Sí, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR. - El señor senador de Posadas Montero 
ha sintetizado cuál es nuestra aprehensión para con este Capí- 
tulo. El bien señala que el Poder Ejecutivo está obligado a dar 
información al Parlamento, pero no a someter a la aprobación 
del Parlamento las medidas que adopte. 


En oportunidad de analizar el Capítulo II intentaremos 
demostrar que si se vota este proyecto de ley, el Estado podrá 
conceder, por ejemplo, a un particular la explotación de un 
casino, por lo que tendremos casinos privados, Lo mismo 
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podrá hacer con la lotería y la quiniela. Asimismo, creo que 
ha quedado demostrado -pero abundarcmos sobre este tema en 
la consideración del artículo 2*- que el Estado podrá conceder 
a particulares la destilación de todos los alcoholes, así como 
los seguros. 


Sobre todas estas cosas nos informaremos a través de los 
representantes del Poder Ejecutivo y de la prensa, pero no 
vamos a poder evitar que a un señor se le conceda la autoriza- 
ción para poder explotar un casino, la lotería o la quiniela en 
forma privada, o que a varias personas se les permita la desti- 
lación de los alcoholes o el manejo de los seguros. 


Por estas razones nosotros no votaremos este artículo 1? 
del proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor de Posadas Montero. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - En cuanto al razo- 
namiento que acaba de hacer el señor senador Millor, y dejan- 
do de lado los ejemplos que ha puesto porque creo que si nos 
referimos a ellos complicaremos las cosas -ya que en la actua- 
lidad se puede otorgar permisos a particulares para la cxplota- 
ción de casinos- sostengo que hoy día la Administración pue- 
de ocasionar catástrofes mayores que las que podrían derivar 
de una concesión. En ese sentido, el Parlamento posee un 
control indirecto y no tiene información directa. Por lo tanto, 
creo que con este proyecto se mejora la situación. 


Voy a hacer referencia a otro aspecto jurídico ya mencio- 
nado en la discusión general que es el temor de una interpreta- 
ción por la cual los perjuicios que un concesionario pueda 
ocasionar a terceros repercutan direciamente contra el Estado. 
Esta opinión no es compartida por el profesor Sayagués Laso 
ni por el doctor Britos -cuyo trabajo sobre las concesiones fue 
mencionado en Sala- ni por quien habla. Además no conozco 
que exista jurisprudencia en ese sentido, sobre todo en materia 
de transporte colectivo, porque si bien tenemos una larga ex- 
periencia en el país, creo que los perjuicios ocasionados por 
este tipo de transporte a terceros no repercutieron nunca sobre 
el Estado. 


Voy a referirme a otros puntos que se han mencionado en 
el día de hoy. 


Para comenzar, trataré la interrogante de por qué en el 
artículo 1% no se establece una exigencia de mayorías especia- 
les, como en el artículo 2%. Pienso que en este caso también 
cabría la pregunta inversa, ¿por qué establecerlas en el artícu- 
lo 2%? Creo que este es un tema muy opinable. No conozco 
fórmulas matemáticas ni dogmas de fe que obliguen a exigir 
para este caso -después de que el país, vivió décadas sin ello- 
determinadas mayorías especiales. Estas se exigieron en el ar- 
tículo 2%, procurando un consenso, porque se sostuvo que en 
ese caso la transferencia de la propiedad de inmuebles era una 
posibilidad y por ello se querían dar mayores garantías. Pero 
repito que este tema puede dar lugar a distintas opiniones, 
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porque hay quienes están a favor de imponer la unanimidad 
para todos los Entes Autónomos y otros que no están de 
acuerdo con ello. No veo que esto sea una virtud ni un defecto 
del proyecto. Creo que además por este camino se sienta un 
precedente bastante negativo. 


Si cuando, entusiasmados por el discurso, alegamos que 
aquí no existe una reforma del Estado y exigimos otro tipo de 
medidas que sirvan para desmaniatarlo, debemos ser coheren- 
tes y razonar de la misma manera frente a los casos concretos. 
El mismo razonamiento debemos tener cuando se discuten las 
garantías de procedimiento en este artículo y se hace hincapié 
en aplicar a “rajatabla” toda la estructura formal de la licita- 
ción pública. Personalmente, considero que esto no condice 
con la preocupación que oímos en las sesiones anteriores so- 
bre la necesidad de desmaniatar al Estado. Creo que hoy so- 
mos conscientes de que el mecanismo rígido de la licitación 
pública precisamente lo que hace es maniatarlo y, además, le 
añade costos. 


Desde un comienzo, este proyecto de ley traía disposicio- 
nes que iban al encuentro de otorgar garantías suficientes, 
transparencia, cristalinidad e igualdad. En el transcurso del 
trabajo en Comisión y en las negociaciones posteriores, he- 
mos estudiado estos artículos, y también el artículo 28, que 
ofrecen garantías en ese sentido. 


En el ámbito de la conveniencia, y no de los dogmas de fe, 
creo que existen suficientes garantías que no llegan a maniatar 
ni a colocar en desventaja al Estado, como es la preocupación 
de muchos señores senadores. 


SEÑOR GARGANO. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Sí, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - He escuchado con mucha atención 
el razonamiento del señor senador de Posadas Montero, pero 
debo aclarar que cuando nosotros planteamos que no están 
dadas las garantías de la licitación, no lo hacemos con el 
ánimo de maniatar al Ente Autónomo. La propia ley concede 
una serie de facultades de acuerdo a determinados costos. 
Todos hemos votado esta ley de desburocratización buscando 
perfeccionar los mecanismos de administración y de gestión 
del Estado, Pero aquí se trata de que los bienes que se podrán 
dar en usufructo son de una enorme magnitud y no están en la 
escala, por ejemplo, de veinte o cincuenta millones de pesos. 


Días pasados, en la discusión general afirmé que de acuer- 
do con la filosofía de los autores del proyecto, se podía enten- 
der que los servicios eléctricos del estado no son públicos y, 
en función de ello, se podría transferir la propiedad de los 
bienes de UTE. Al respecto, el señor senador Pereyra contestó 
-y lo tomo como una afirmación hecha a propósito- que se va 
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a entender que UTE es un servicio público, como no se hace 
en Inglaterra. 


La hipótesis de la privatización de la Represa de Salto 
Grande no es etérea ya que tenemos conocimiento de entrevis- 
tas realizadas entre nuestro Presidente, doctor Lacalle Herre- 
ra, y el de la Argentina, en las que se trató ese tema. 


Entonces, me pregunto cómo no exigir que haya un proce- 
dimiento claro de licitación pública. Aquí no se trata de ma- 
niatar al Estado, porque no estamos hablando de un costo 
menor: ¿En cuánto están avaluadas las represas de Salto Gran- 
de, Baygorria, Rincón del Bonete o Palmar? 


Repito que no se trata de maniatar al Estado, sino de que 
se tengan las garantías esenciales para que bienes fundamen- 
tales de la Nación no discurran sobre un concurso de oferentes 
que de pronto no ofrece las garantías que da una licitación pú- 
blica. Ella avala, entre otras cosas, el claro conocimiento de 
todo lo que ocurre durante el trámite de un contrato. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor de Posadas Montero. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - A fin de calmar los 
temores del señor senador Gargano, diré que UTE es un servi- 
cio público y que, además, Salto Grande es un ente binacio- 
nal. 


A continuación, me voy a referir a otro tema, que es el de 
las tarifas, 


SEÑOR KORZENIAK. - ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Le pido al señor se- 
nador que no me interrumpa hasta el final de mi exposición, 
para poder continuar con mi razonamiento. 


Como decía, voy a hablar sobre el tema de las tarifas y la 
mención que hace el artículo 1* de los criterios de razonabili- 
dad en materia de utilidad. 


En primer lugar, yendo al encuentro de las referencias que 
se hacen en cuanto a que si somos liberales, entonces, por qué 
a los empresarios les vamos a dar en este caso garantías y no 
aplicamos también aquí el libre mercado, es decir, por qué no 
ser coherentes con nuestro pensamiento, y sin entrar a discutir 
si somos O no liberales, debo decir que en materia de conce- 
siones de servicios públicos jurídicamente no hay libertad de 
mercado. Áun suponiendo que no exista monopolio -que bien 
puede ser el caso- inevitablemente hay tarifas y, por lo tanto, 
existe un ingrediente de la libertad de mercado que está au- 
sente por definición. En consecuencia, debemos buscar aquí, 
como en todas partes del mundo, un mecanismo que sustituya 
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ese aspecto. Por esa razón, en este país y en todos los demás, 
es práctica habitual manejar criterios de razonabilidad en ma- 
teria de utilidades. 


En relación con este tema, señor Presidente, me voy a 
permitir leer algunos pasajes de la obra de Sayagués Laso. Al 
referirse a lo que Él llama la ecuación financiera de la conce- 
sión, dice: “Si el servicio funciona en la forma prevista en la 
concesión, el concesionario debe obtener lógicamente la ga- 
nancia prevista. Es lo normal”. Y en otra parte expresa: “Ese 
resultado financiero, derivado de la relación entre los gastos y 
el producido de la explotación según las previsiones de las 
partes, constituye lo que se ha dado en llamar la ecuación 
financiera de la concesión y es el aspecto típicamente contrac- 
tual de la misma. Por tanto, el concesionario tiene derecho 
indiscutible al mantenimiento de esa ecuación como contra- 
partida de las obligaciones que asume”. 


Más adelante y refiriéndose al precio, Sayagués Laso seña- 
la: “El precio tiene que ser razonable y justo, para que el 
concesionario obtenga una ganancia equitativa, y ajustarse al 
principio de igualdad que rige en todo servicio público. Con 
frecuencia la concesión estipula el precio que deberán pagar 
los usuarios; otras veces se pacta un precio móvil que se 
determina conforme a ciertas escalas o Índices expresamente 
previstos; en algunos casos sólo se establecen reglas o princi- 
pios básicos para la fijación de tarifas”. Y al final de esta 
parte dice: “Cuando en la concesión nada se hubiere estableci- 
do, la tarifa debe responder al criterio de razonabilidad y 
justicia ya expresado”. 


Quiere decir que, señor Presidente, aquí tampoco hay in- 
novación. Señalo, a mayor abundamiento, que similar redac- 
ción tiene la Ley Orgánica de ANTEL vigente en materia de 
tarifas. No es que se esté pensando aquí en dar una garantía de 
utilidad a un empresario, sino que se establecen parámetros 
que, obviamente, después se determinan en los contratos. No 
es materia de la ley determinar especificamente los precios de 
las concesiones. De lo contrario -y también de ello hay expe- 
riencia en el país- se entra en mecanismos que son expropiato- 
rios -a pesar de que no se han reconocido muchas veces como 
tales- o se desemboca en dos situaciones de las que tenemos 
tristes antecedentes: subsidiar empresas privadas o terminar 
absorbiéndolas después de que se las ha fundido por la vía de 
haber fijado tarifas excesivamente bajas. 


Finalmente, sobre este punto y en cuanto a la expresión 
que se utiliza en el proyecto de ley “prácticas contables gene- 
ralmente aceptadas” -lo que tampoco es una innovación- seña- 
lo que ellas, como sucede siempre, se establecen, sea bajo 
forma de paramétricas u otros mecanismos análogos, en los 
contratos de concesión, lo que significa que tampoco es mate- 
ría de la ley. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI. - Solicité la palabra para comentar al- 
gunos de los puntos planteados por el señor senador Ricaldo- 
ni. Pero, obviamente, quiero aprovechar la ocasión para desta- 
car nuevamente que -tal como lo hicieron otros compañeros 
de la bancada del Frente Amplio- preocupados por las expre- 
siones y conceptos a los que aludió directamente el señor 
senador Ricaldoni, solicitando alguna contribución técnica 
desde este punto de vista -me refiero a lo de las prácticas 
contables y los márgenes de utilidad razonable- todos estos 
aspectos se transforman en los principales motivos de nuestra 
oposición a este negativo proyecto de ley, 


El conjunto de fundamentos que tenemos al respecto ya ha 
sido abundantemente expuesto. En este momento, sólo quiero 
señalar en forma muy breve que quizás en este artículo y en el 
siguiente es donde encontramos no todos, pero sí algunos de 
los motivos principales de nuestra negativa a este proyecto de 
ley. 


Hemos señalado reiteradamente el carácter indiscriminado 
de esta iniciativa. Quienes la promueven niegan que lo tenga. 
Si fuera así, si estuviéramos equivocados al señalar su natura- 
leza, formulo una pregunta ya hecha en este recinto ¿para qué 
están estos dos primeros artículos? ¿Para qué se envió al Par- 
lamento el año pasado dos proyectos de ley de desmonopoli- 
zación, uno relativo a los seguros y el otro a los alcoholes? 
Tenemos entendido -y eso hasta ahora no ha sido discutido- 
que estos artículos iniciales del proyecto de ley habilitan a esa 
desmonopolización, sin necesidad de las iniciativas que espe- 
cializadamente se enviaron al Parlamento. 


En consecuencia, en la presencia conceptual de estos ar- 
tículos, vemos un proyecto de ley indiscriminado, que habilita 
a un achicamiento del Estado por la vía de la venta, de la 
concesión, de la liquidación lisa y llana de la desaparición. 
Este proyecto, aparentemente, no encuentra límites acotados o 
definidos “a priori”. 


Cuando se desarrolló la discusión general, el señor senador 
Korzeniak, en su intervención inicial expuso algunos ejemplos 
que luego fueron controvertidos, entre otros por el señor Pre- 
sidente del Cuerpo. Recuerdo el de la emisión de moneda. 
Podemos aceptar el punto de vista discrepante del doctor 
Aguirre porque, entre otras cosas, lo encontramos fundamen- 
tado, más allá de los acuerdos o de las diferencias que siga- 
mos manteniendo sobre el punto. Pero lo que sigue en pie 
-por encima de esto que resulta, como se dice ahora, puntual, 
específico o anecdótico- es la amplitud de la posibilidad de 
hacer con el Estado muchas cosas cuyos límites ni siquiera 
este Senado alcanza a visualizar en momentos en que está 
votando el proyecto de ley de Empresas Públicas. 


Este es, quizá, el mensaje fundamental que trasmite el 
artículo 1%: un carácter prácticamente imposible de acotar, de 
delimitar con rigurosidad. Por eso seguimos sintiendo el dere- 
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cho -también en esta discusión en particular- a plantear su 
carácter indiscriminado. 


El señor senador Millor decía algo que comparto totalmen- 
te, Aun estando fuera de Sala en el momento en que hizo uso 
de la palabra, por la red de amplificación escuché cuando 
expresó que los proyectos de ley no se hacen con intenciones, 


Por supuesto, la legislación siempre ofrece márgenes para 
la interpretación de las disposiciones y para las discusiones 
académicas y políticas en cuanto al alcance de las mismas. 
Respetando la intención de quienes hoy promueven este pro- 
yecto de ley, estoy seguro de que podremos ponernos de 
acuerdo -incluso con ellos- en que el mismo trasciende este y 
quizá otros gobiernos para transformarse en un vehículo o una 
trayectoria que los sobrevivirá. Además, planteará al país la 
interrogante de si verdaderamente se recorre lo que hemos 
lamado un camino sin retorno, absolutamente irreversible, 
inflexible, sin salidas laterales y sin posibilidad de dar marcha 
atrás, 


Creo que gran parte de esta apreciación sobre el proyecto 
de ley está contenida en el artículo que estamos considerando. 


Seguimos sin tener una respuesta clara que nos explique la 
ausencia de contradicción entre la negativa a aceptar el carác- 
ter indiscriminado del proyecto -que es lo que hacen los secto- 
res representantes del Gobierno- y la necesidad de incluir este 
artículo y el siguiente en el mismo. Continuamos aceptando la 
intencionalidad que cl Gobierno dice tener, sin entender por 
qué están incluidos estos dos artículos. 


En cuanto al tema que hoy planteaba el señor senador 
Ricaldoni, quicro decir que comparto totalmente esa especie 
de análisis crítico que efectuaba en lo que se reftere a la 
expresión “prácticas contables universalmente aceptadas”. 


SEÑOR RICALDON!. - Prácticas contables “generalmen- 
tc” aceptadas. 


SEÑOR ASTORI. - “Universalmente” es el otro adverbio 
que se suele usar en esta materia. Creo que el término “gene- 
ralmente” es todavía peor, pero tomémosto como sinónimos a 
los efectos de este análisis crítico. 


El señor senador señalaba su conocimiento de la realiza- 
ción de eventos internacionales o nacionales, como son los 
Congresos de Contabilidad, para discutir el contenido concep- 
tual de estas prácticas. A esa reflexión -que reitero comparto 
totalmente- debo agregar que los mismos están dedicados -a 
veces por entero- a la discusión de las prácticas que mejor se 
adaptan a ciertos eventos, instancias, situaciones o contextos 
económicos que requieren prácticas específicas y que termi- 
nan con aquello de “generalmente aceptadas” como sinónimo 
de “universalmente aceptadas”. 


En los últimos años es común que en nuestros países se 
realicen congresos o eventos para discutir prácticas contables 
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en economías inflacionarias -para poner un ejemplo- y que, 
entre otras cosas, comienzan por derribar el mito de que con 
la expresión legal “prácticas contables universalmente” -o ge- 
neralmente- “aceptadas” se llena un vacío. En este caso, ese 
vacío se refiere nada menos que a un proyecto que propone 
vender bienes públicos, enajenarlos, entregarlos en régimen 
de concesión, otorgar permisos, etcétera. ¿Es que esto se pue- 
de adoptar con carácter genérico como lo propone el artículo 
12, por ejemplo, para vender parte de los servicios de teleco- 
municaciones que presta hoy ANTEL o para vender o enaje- 
nar una porción de los servicios de una empresa de aviación? 
¿Son iguales las prácticas contables que hay que seguir en uno 
u otro caso? La contabilidad que es capaz de reflejar el costo 
de los servicios de telecomunicaciones, ¿es igual a aquella 
que calcula los costos de una empresa de aviación y propone 
las tarifas que habrán de implantarse para ofrecer márgenes 
razonables de utilidad? A esta interrogante contestamos enfá- 
ticamente que no. Y agregamos nuestro rechazo a la expresión 
“márgenes de utilidad razonable”. 


Sobre este punto quiero relatar una pequeña anécdota ocu- 
rrida en el Parlamento, en este Cuerpo y en esta misma Legis- 
latura, pero el año pasado. 


En 1990 el Frente Amplio presentó un proyecto de ley de 
alcance mucho más reducido que este que se propone -según 
declara- nada menos que reformar el Estado uruguayo. El 
proyecto de ley que presentó la coalición estaba relacionado 
con la fijación de precios de referencia para ciertos productos 
agrícolas en la medida en que lo entendíamos necesario para 
proteger el desarrollo y el crecimiento de los productores 
granjeros del país, que deben luchar contra la competencia del 
exterior, que los puede dañar mucho. En dicho proyecto in- 
cluimos un artículo que decía que la reglamentación se encar- 
garía de establecer los métodos de cálculo de costos para 
proceder a fijar los precios de referencia incluyendo márgenes 
razonables de utilidad. Emplcábamos la misma expresión que 
utiliza este proyecto que, por supuesto, no es nuestra como 
tampoco de los autores de esta iniciativa; se trata de una vieja 
expresión que se suele usar en oportunidades como esta. Pues 
bien: los asesores del Gobierno se encargaron -y se pueden 
consultar las versiones taquigráficas de las sesiones de la Co- 
misión de Hacienda del Senado- de criticar la expresión ““már- 
genes razonables de utilidad”, por entenderla demasiado am- 
bigua para calcular costos de productos agrícolas y, por lo 
tanto, precios de referencia. 


Me pregunto: ¿es el mismo Gobierno que a través de sus 
asesores critica la expresión “márgenes de utilidad razonable” 
para fijar costos y precios de productos agrícolas el que re- 
suelve que la expresión es idónea para vender empresas esta- 
tales o para fijar tarifas de servicios públicos a prestar por los 
compradores de las mismas? Creo que existe una cierta des- 
proporción en la actitud asumida en uno y otro caso. Si los 
márgenes de utilidad razonable no son buenos para fijar cos- 
tos de productos de granja, tampoco lo son para fijar tarifas de 
servicios públicos, luego de haberlos enajenado -por motivos 
que tampoco han sido contestados en Sala- a empresas extran- 
jeras o transnacionales. 
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Las expresiones “prácticas contables generalmente acepta- 
das” y “márgenes razonables de utilidad” siempre tienen que 
considerarse y tamizarse a la luz del objetivo que se está 
persiguiendo. 


Cuando se discute un proyecto de ley de alcance más mo- 
desto en cuanto a sus efectos sociales y, por lo tanto, de 
menor repercusión, quizá pueda dejarse -con tranquilidad- al 
ámbito de la reglamentación de la ley el fijar los criterios 
específicos sobre prácticas contables o márgenes de utilidad. 
Pero cuando se está ante una iniciativa de esta envergadura, 
en la que se procura nada menos que reformar la estructura 
del aparato estatal del Uruguay y, en particular, fijar criterios 
para la determinación de las tarifas de los que hoy son servi- 
cios públicos y que mañana estarán a cargo de empresas no 
estatales o mixtas -o de otros intereses- pienso que debemos 
ser mucho más cuidadosos en cuanto a los conceptos que se 
manejan. 


Finalmente, para terminar con esta reflexión sobre el ar- 
tículo 1% y a propósito del pie que me da este concepto, deseo 
volver a contraponer aquel examen caso a caso, del que se 
hablaba en la propuesta electoral de la fórmula, en definitiva, 
triunfante, con la negación de ese tipo de examen que supo- 
nen los artículos 1? y 2*. 


¿Por qué renunciar al examen caso a caso en la propuesta 
de reforma del Estado, aún con la concepción que se alienta 
en este proyecto? ¿Por qué introducir estos primeros artículos 
que contradicen el diagnóstico serio y riguroso que tiene que 
existir en cada institución, entre otras cosas, para elegir las 
prácticas contables que se van a usar o el criterio de fijación 
de tarifas que se va a poner en práctica caso por caso? ¿Por 
qué renunciar a esa posibilidad, a mi juicio correcta desde ese 
punto de vista prometida en la campaña electoral? Pienso que 
es muy importante el tema en cuestión, el problema en contro- 
versia, las repercusiones futuras y la irreversibilidad de este 
camino. Entonces, ¿por qué impedir al país que examine insti- 
tución por institución -más allá de los acuerdos o discrepan- 
cias de la propuesta que hay sobre el futuro- la realidad de 
esas empresas, organismos o instituciones públicas en relación 
al futuro? ¿Por qué ahora contradiciendo ese examen caso por 
caso se deja una gran puerta abierta para hacer cosas acerca 
de cuyos límites en este Senado no nos hemos podido enterar 
con rigurosidad, a pesar de la veintena larga de sesiones de la 
Comisión que trató el proyecto, según daba cuenta ayer el 
señor Presidente del Cuerpo? Repito que a pesar de esa gran 
cantidad de sesiones que realizó la Comisión y de todas las de 
este Cuerpo durante la discusión general, no hemos podido 
saber dónde están los límites de este proyecto y hasta dónde 
llegan. ¿Por qué renunciar a fijar esos límites, al menos, a 
través del desconocimiento de la necesidad de que es preciso 
estudiar la situación de cada institución? 


Nosotros, seguimos sin encontrar respuesta a esa pregunta, 
señor Presidente, y permanecemos sin hallarias aún después 
de esta larga discusión en general. Sucede que el momento 
para decir que no encontramos respuesta es la discusión en 
particular de este artículo 1*. 
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Muchas gracias. 
SEÑOR OLAZABAL. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR OLAZABAL, - Creo que efectivamente el proble- 
ma más importante de este artículo es su alcance y digo esto 
porque no voy a repetir las expresiones de nuestro compañero 
de bancada, el señor senador Astori, que creo fueron suficien- 
temente claras. 


De todos modos, deseo dejar constancia que el resto de los 
temas a los que me voy a referir, no son desde mi punto de 
vista lo fundamental de este artículo, sino que lo más impor- 
tante radica, justamente, en el problema de no tener límites 
precisos -y ni siquiera imprecisos- sobre los cuales podrán 
otorgarse concesiones y permisos. No obstante, voy a hacer 
alusión a dos o tres problemas que además tiene este artículo. 


Cabe señalar que en dicho artículo tampoco se fijan lími- 
tes sobre el período de las concesiones, ya que lo único que se 
establece cs que las mismas serán establecidas por un plazo 
determinado. Sin embargo, todos sabemos que, por ejemplo, 
las sociedades anónimas se constituyen según creo, por cien 
años. En consecuencia, esta limitación que se concreta en el 
sentido de que las concesiones no pueden ser eternas, en la 
práctica, al no ponerse un tiempo de limitación, el artículo 
autorizaría a que las mismas sean establecidas prácticamente 
por un período infinito o indeterminado. 


Por otro lado, creo que también importa el problema que 
se planteó aquí, sobre el giro de reconocer las tarifas de acuer- 
do con el costo del servicio, a las prácticas contables general- 
mente aceptadas y a márgenes de utilidad razonables. En este 
punto, me voy a permitir hacer otro razonamiento porque creo 
que el artículo en sí está incurriendo en un error, más allá de 
las implicancias políticas que esto tiene. ¿Cuál es el error? 
Creo que aquí se está confundiendo el concepto de costeo con 
el de contabilidad. ¿De dónde surge la confusión? Considero 
que tenía razón el señor senador de Posadas Montero cuando 
decía que siempre que se fija una tarifa, lógicamente hay que 
contemplar determinados elementos. Uno de ellos, sin duda, 
es el costo y el otro la ganancia, porque no se puede pretender 
que el que trabaje con una concesión no obtenga algún benefi- 
cio. No obstante, el problema radica en que el artículo no se 
refiere a un costo presunto o a una forma de costear un servi- 
cio, sino que hace alusión a costos reales. Por lo tanto, el 
problema de la eficiencia o ineficiencia del concesionario no 
va a tener influencia alguna sobre la rentabilidad de las conce- 
siones. Seguidamente intentaré explicar más claramente este 
asunto. 


Un problema es dar una concesión y decir que teóricamen- 
te se necesitan, por ejemplo, 500 personas, determinada canti- 
dad de materiales, inversiones o cierto mantenimiento, lo que 
costará tanto y a lo que se debe agregar una ganancia razona- 
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ble para, sobre esa base, fijar la tarifa, Y otro muy diferente es 
tener que determinar dicha tarifa -tal como lo dice el artículo- 
teniendo en cuenta el costo del servicio de acuerdo a prácticas 
contables generalmente aceptadas. Asimismo, para que éstas 
existan tiene que haber una contabilidad sobre la cual se apli- 
can esas prácticas. Si es así, estamos frente a un caso de una 
empresa que ya tiene un resultado anterior a la fijación de 
tarifa. En consecuencia, puede suceder que un servicio públi- 
co que puede ser prestado por mil personas fuera realizado por 
20.000 y se originara una especie de monumento a la inefi- 
ciencia tal como ya ha existido en este país. 


Por otro lado, de acuerdo a este artículo, simplemente ha- 
brá que analizar qué costo tiene esa empresa, si los métodos 
de contabilización que posee son verdaderos y responden 
efectivamente a normas generalmente aceptadas. En conse- 
cuencia, al admitir cualquier tarifa, estaremos dando un pre- 
mio a la ineficiencia, porque no se podrá violar esto. Es decir, 
que si una empresa que tiene que trabajar con 500 personas, lo 
hace con 2.000, habrá que fijarle la tarifa correspondiente al 
costo de dichas personas, porque según el artículo habrá que 
reconocer el costo del servicio de acuerdo a las prácticas con- 
tables generalmente aceptadas. 


Por lo tanto, alcanzará con que la contabilidad esté bien 
llevada para que la tarifa sea la más alta que se pueda conce- 
bir. 


Además, creo que esto surge de confundir métodos de 
costeo con prácticas contables generalmente aceptadas. 


Sin embargo, entiendo que aquí no termina el problema 
porque esto tiene mucho que ver con el tema de si hay o no 
monopolio. Si éste existe de hecho o de derecho -de acuerdo a 
la forma en que se haya otorgado la concesión- sin lugar a 
dudas ese monopolio tendrá aseguradas sus ganancias. Por 
supuesto que ninguna empresa las tiene aseguradas. Si hubiera 
competencia, me gustaría saber cómo funcionaría este sistema 
de tarifar, reconociendo el costo de acuerdo a prácticas conta- 
bles generalmente aceptadas, ya que existirían -deniro de este 
régimen de competencia- empresas eficientes e ineficientes. 
Lógicamente, habrá que fijar las tarifas de acuerdo con el 
costo de la ineficiente, que será el más alto. De lo contrario, 
una de las dos perderá y podrá reclamar al Estado porque no 
se respeta su costo de acuerdo con las prácticas contables 
generalmente aceptadas. En consecuencia, en un régimen de 
competencia ésta no será real pues simplemente habrá quienes 
trabajen mejor o peor, quienes ganen más y quienes ganen 
menos, pero todos ellos obtendrán ganancias porque este ar- 
tículo se las está asegurando, más allá de lo que hagan para 
lograrlas o de la presunta eficiencia que este modelo de futuro 
para el comportamiento económico presenta a la considera- 
ción del Senado. 


SEÑOR ARAUJO. - ¿Me concede una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR OLAZABAL. - Con mucho gusto. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ARAUJO. - Señor Presidente: antes de que el 
señor senador Olazábal pase a otro tema -refiriéndose siempre 
al artículo 1* de este proyecto de ley- me gustaría formular 
dos preguntas al señor miembro informante, porque creo que 
la respuesta que brindó en su intervención anterior no fue, por 
lo menos a nuestro juicio, una contestación cabal sobre el 
tema. 


El señor miembro informante documentó lo que todos sa- 
bemos -recurriendo a las expresiones del doctor Sayagués 
Laso cuando habla de tarifas justas- que es la existencia de 
una doctrina en materia de tarifas, 


En primer lugar, quisiera preguntarle lo siguiente. Si en 
este país existe una doctrina en esa materia, aceptada por 
todos; si hay una práctica a la que nos hemos referido, por 
ejemplo, a través del Ministerio de Transporte y Obras Públi- 
cas a nivel nacional o de las diferentes Intendencias en todo cel 
país, ¿cuál es la razón por la cual es necesario incluir esta 
cláusula en el artículo 1% asegurándole ganancias a inversores, 
seguramente extranjeros? ¿Por qué a ellos sí y no al resto de 
los inversores o empresarios nacionales? No alcanza con seña- 
lar que es porque se trata de un servicio público, ya que en 
definitiva, reitero, hay doctrinas y prácticas en la materia. 


En segundo término, le planteo otra interrogante porque 
luego los problemas habrán de recaer, seguramente, sobre el 
Estado. Actualmente -por razones que habría que analizar en 
cada caso- es posible que, por ejemplo, el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas o alguna Intendencia establezcan 
una tarifa que puede llegar a entenderse como no justa de 
acuerdo con las variables económicas que en ese momento se 
estén soportando. En ese caso, una empresa privada, concesio- 
naria de un servicio público, puede lamentarse muchísimo e 
incluso declinar. Esto puede ser responsabilidad del Estado, 
pero la empresa no pucde pleitearlo. Por el contrario, si se 
aprueba este artículo 1%, sí podría hacerlo. En este caso con- 
creto, el tema está en que siempre se podrá pleitear al Estado, 
aunque la ineficiencia sea de la propia empresa que podría por 
ejemplo, por la vía de la burocracia, establecer costos, que en 
definitiva resulten en que la tarifa sea prohibitiva para el ser- 
vicio. 


Quisiera referirme, concretamente, a una empresa españo- 
la -que no vale la pena nombrar porque es de conocimiento 
público- que ya sabemos que está muy interesada en adquirir 
alguna empresa pública de nuestro país. 


Hemos venido leyendo que los resultados de esta empresa 
en España son bastante deficitarios no sólo a consecuencia de 
la burocracia reinante sino, además, porque dispone, aparente- 
mente, de abultadas retribuciones para un personal jerárquico 
que por otra parte es abundantísimo. Todo esto suma cada vez 
más costos extraordinarios para dicha empresa. Si mañana 
comienza a funcionar en nuestro país, esos gastos tendrán que 
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estar incluidos en la tarifa porque, naturalmente, al establecer- 
se por ley, si el Estado no los tiene en cuenta, la empresa 
podrá pleitear contra él, contra el país y, en definitiva, contra 
sus ciudadanos. 


Estos son los dos puntos a los que pediría que el señor 
miembro informante, una vez terminada la intervención del 
señor senador Olazábal, diera respuesta, ya que considero que 
revisten singular importancia. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Olazábal. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - ¿Me concede una 
interrupción, señor senador para responder al señor senador 
Araújo? 


SEÑOR OLAZABAL. - Antes quisiera plantear un proble- 
ma que tiene relación con las interrogantes del señor senador 
Araújo y quizá sea mejor para el señor miembro informante 
atender ambas inquietudes. 


Deseo prevenir sobre el problema de que acá no se trata de 
fijar un costo presuntivo, razonable, sino que se asegura el 
que realmente tenga la empresa. Esto surge no sólo de la 
redacción del artículo 1%, sino de que en el país ha habido 
antecedentes -que creo que todos conocemos- de leyes que 
aseguraron esto mismo a las empresas. No quiero mencionar 
ninguna, pero la ley que creó la Comisión Honoraria del Azú- 
car y el Fondo de Estabilización del Precio del Azúcar asegu- 
raba una ganancia razonable sobre la base del costo real. Este 
era un problema que tenían las empresas, que debían liquidar 
el costo como fuera. El Estado tenía que reconocerlo y pagar- 
lo. Por esta situación se hicieron famosos algunos departa- 
mentos donde estaban asentadas determinadas empresas -ha- 
bía decenas de personas de las que no se sabía muy bien qué 
hacían o cuál era su función- que habían “nacido” de una 
disposición muy similar a ésta. Esta ley -que aunque parezca 
mentira aún está vigente porque a pesar de haber dejado de 
estar en uso, nunca fue derogada- puede constituir un peligro- 
so antecedente de lo que entiendo que este artículo dice. 


Ahora sf concedo la interrupción al señor miembro infor- 
mante. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor 
miembro informante. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Muchas gracias. 


Para tratar de entendernos -en la presunción de que eso es 
lo que queremos- tenemos que partir de la premisa de que 
habiendo servicios públicos, necesariamente tienen que existir 
tarifas. Esto debería aventar todas las consideraciones sobre el 
libre mercado, y los ejemplos como el del azúcar, en el que 
coincido con el señor senador Olazábal ya que fue un abuso y 
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un privilegio que existió durante muchos años en el país, pero 
que es totalmente ajeno al tema. Se debe partir de la base de 
que existiendo concesión de servicio público, tiene que haber 
inevitablemente, tarifas y, por lo tanto, parámetro o criterios 
para fijarlas. 


El señor senador Araújo preguntaba por qué, si la doctrina 
era unánime en este tema, era necesario incluirla en la ley. 
Aparte de la doctrina, el sentido común así lo indica. ¿Y por 
qué si la práctica era pasiva en este sentido era necesario 
ponerla en la ley? 


Pensamos que además de la doctrina, también lo indica el 
sentido común. Á mi juicio, si bien la doctrina es unánime y 
pasiva, en ese sentido, la práctica ha sido bastante variada. 
Por ejemplo, la fijación de tarifas termina siendo un mecanis- 
mo de imposición para la población, como lo es el caso de la 
Administración Nacional de Puertos, Hay otros ejemplos don- 
de esta fijación se hace con criterio político aplicando subsi- 
dios para compensar los costos de una empresa que con esta 
tarifa no puede funcionar, O podemos citar lo que ocurre con 
la Compañía del Gas que en base a fijar una tarifa excesiva- 
mente baja, el Estado terminó fundiendo a la empresa, tenien- 
do que absorberla. 


Por lo tanto, parece de elemental sentido común poner pa- 
rámetros que luego seguramente decantan -cosa que es inevi- 
table- en un contrato determinado. 


Para contestar la segunda pregunta que formuló el señor 
senador Araújo, diré que la capacidad que un concesionario 
pueda tener de pleitear contra el Estado, no va a pasar por la 
inclusión o no de estas palabras en el proyecto de ley, sino 
que radicará en el cumplimiento o no que el Estado haga del 
contrato de concesión. Este tema es totalmente ajeno al texto 
del proyecto. 


Entonces, si no se estableciera ninguna norma en materia 
de tarifas, las habrá de todas maneras, ya que es el tema 
central del contrato que se vaya a firmar con el concesionario, 
como inevitablemente ha ocurrido siempre. Las posibilidades 
de un pleito, van a depender de ello y no de la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Olazábal. 


SEÑOR OLAZABAL. - Quisiera aclarar este aspecto de 
mi razonamiento porque la respuesta del señor miembro infor- 
mante no me conforma. Me resulta obvio que se diga que van 
a haber tarifas, puesto que si hay servicios públicos concesio- 
nados, es lógico que existan. Lo que no es razonable es que se 
tome en cuenta el costo del servicio de acuerdo con prácticas 
contables generalmente aceptadas. Porque la empresa más 
ineficiente -el único ejemplo que puedo dar de eso es el de la 
industria azucarera, y ya no es válido- va a poder demostrar, 
simplemente por haber cerrado su balance, que si la tarifa no 
le alcanzó, fue porque estaba mal fijada. Es posible que la 
empresa haya tenido una muy mala administración y grandes 
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excesos en el sentido de dilapidar dinero, pero puede argu- 
mentar que su tarifa no fue fijada de acuerdo con la ley. Con 
esto estará demostrando que con la tarifa que percibió perdió 
dinero y tendrá derecho a reclamar al Estado por habérsela 
fijado por debajo de su costo, con prácticas contables general- 
mente aceptadas. 


No es lo mismo hablar de prácticas de costeo, de un costeo 
previo, de un costeo racional que mencionar costos con prácti- 
cas contables generalmente aceptadas. Actualmente, en los 
regímenes de concesión de servicios que conozco, al que le va 
mal, tiene la posibilidad de quebrar porque la tarifa es fijada 
teniendo en cuenta factores promediales. 


Para no entrar en ninguna polémica de tipo municipal ob- 
servemos lo que ocurre con las tarifas del transporte carretero. 
En ese caso, se fija determinada tarifa en donde la empresa 
eficiente ganará muy bien y no ocurrirá lo mismo con la 


ineficiente, pero en el caso de que hubiera una ley con una 


redacción similar a ésta, la empresa más ineficiente se estaría 
hoy presentando ante el Estado, reclamando que no se toma- 
ron en cuenta los costos de acuerdo a prácticas contables 
generalmente aceptadas, Por lo tanto, no tendrá más remedio 
que pagarle. Esto sería una solución para la empresa ONDA 
pero creo que el Gobierno no tiene esas intenciones. 


SEÑOR SANTORO. - ¿Me permite una interrupción, se- 
fior senador? 


SEÑOR OLAZABAL. - Le concedo la interrupción, pero 
el señor senador se debe atener a lo que le indique la luz. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Para hacer uso de la palabra, puedo 
utilizar el tiempo que le resta al señor senador Olazábal y, 
además, el que me corresponde, por la vía de una aclaración. 
Es decir que juntando los dos recursos, puedo extender el 
tiempo de que dispongo. 


SEÑOR RICALDONL - ¡Son años! 


SEÑOR SANTORO. - Queremos hacer una referencia 
acerca del ejemplo que expuso el señor senador Olazábal en 
relación a los costos de la industria azucarera. Estimamos que 
la ley de 1951 no tiene nada que ver con lo que estamos 
analizando en este momento. Lo que trataba de incentivar 
aquella ley era el cultivo de la remolacha azucarera y, sobre 
esa base, promover a través de determinados subsidios, su 
plantación e industrialización. Además, se establecía un fondo 
de estabilización, existiendo la posibilidad de que las empre- 
sas tuvieran la oportunidad -éstas contaban con protección a 
fin de incentivar su actividad- de importar azúcar crudo a los 
efectos de ser industrializado en el país. 


Es decir que se trata de una actividad industrial que natu- 
ralmente estaba protegida por la legislación, que tenía una 
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conformación especial, y cuyo precio final contenía en sus 
costos elementos de subsidio porque los mismos eran admiti- 
dos de acuerdo con lo que planteaba la empresa. Todo esto, a 
los efectos de proteger esa industria incipiente en el país y 
procurar su desarrollo. Creemos que el ejemplo que dio el 
señor senador no es apropiado porque estamos hablando de 
tarifas, que si bien tienen cierta relación con los precios, no 
pueden vincularse a una ley que fue elaborada en forma espe- 
cífica para incentivar una producción del país. En este mo- 
mento estamos procurando realizar una reforma del Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo expirado el tiempo de 
que dispone el señor senador Olazábal, tiene la palabra el 
señor senador Cassina. 


SEÑOR CASSINA. - Haré referencia no sólo al artículo 
1%, sino a los siguientes del Capítulo, teniendo la precaución 
de atenerme al Reglamento, puesto que estamos en la discu- 
sión particular de cada uno de ellos, sin dejar de considerar la 
necesaria relación que de acuerdo con el texto propuesto, tie- 
nen todas las disposiciones. 


A nuestro juicio, señor Presidente, la observación funda- 
mental que se le ha hecho a esta disposición es la que planteó 
en la discusión general el señor senador Batalla, quien se 
cuidó de no hacer ninguna referencia de tipo jurídico, 


Pensamos que este proyecto se basa en una concepción 
política que no cree en el Estado, en una concepción de políti- 
ca económica de orientación privatizadora con la que discre- 
pamos radicalmente, tal como señaló oportunamente el señor 
senador Batalla en su exposición. 


En la anterior campaña electoral -y como tantas veces se 
ha hecho referencia a los programas que los distintos candida- 
tos presidenciales plantearon a la ciudadanía en el año 1989, 
creemos que vale la pena que aludamos a nuestra propuesta- 
nosotros propusimos la reforma del Estado, con claridad y, de 
alguna manera, resumimos nuestro pensamiento en una frase 
que decía que debía ponerse el Estado al servicio de la gente. 
Por ese motivo hablábamos de la necesidad de reformar el 
Estado por dentro, no porque nos negáramos a discutir la 
reducción del Estado uruguayo, previo diagnóstico de las cau- 
sas por las cuales algunos sectores de la actividad que actual- 
mente están a su cargo, resultan ineficaces e ineficientes. Tal 
como lo ha señalado reiteradamente nuestro compañero, el 
señor senador Batalla, al igual que otros colegas, en realidad 
nada de esto se ha hecho. 


Por lo tanto, reitero -como a continuación voy a hacer 
algunas precisiones de tipo jurídico- que nuestra oposición a 
este proyecto de ley tal como viene en su última redacción 
-conforme a un acuerdo político logrado entre los sectores que 
lo apoyan- se debe a una discrepancia radical con la concep- 
ción política en la que se sustenta. 


En el Mensaje del Poder Ejecutivo se expresa que el pro- 
yecto procura lograr un funcionamiento eficaz y eficiente de 
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las empresas públicas, conforme a una planificación racional 
a mediano y largo plazo y acorde a la política trazada por el 
Gobierno. A estos efectos se prevén -dice el Mensaje- algunas 
modalidades de privatización, con el objeto de lograr el mejo- 
ramiento de los servicios. Más allá de las modificaciones que 
este proyecto de ley ha tenido, tanto en el tratamiento en 
Comisión como fuera de ella -a través del acuerdo al que se 
llegó entre los distintos sectores políticos a que he hecho 
referencia- pensamos que se mantiene la sustancia de la pro- 
puesta del Poder Ejecutivo. En consecuencia, la filosofía -por 
decirlo de algún modo- que sustenta este proyecto de ley, se 
caracteriza por la privatización de los servicios, actividades o 
cometidos -o como quiera llamárseles- que actualmente están 
a cargo del Estado o de las empresas públicas. 


Naturalmente, nos revelamos ante esta concepción y, en su 
lugar, proponemos la nuestra, es decir, la de los socialistas 
democráticos que creen que el Estado uruguayo -que no pre- 
tendemos ampliar- no es excesivamente grande y que debe ser 
reformado por dentro, despolitizándolo y, aún más, despartidi- 
zándolo, a efectos de que sirva a los intereses de la gente, 
cosa que ahora, en muchos casos, no ocurre. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - ¿Me permite una 
interrupción, señor senador? 


SEÑOR CASSINA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor, 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Simplemente, qui- 
siera formularle una pregunta al señor senador Cassina, sin 
Ánimo lúdico y con buena fe. 


Se trata de un tema que se ha planteado en diversas 0ca- 
siones. En algunos de los señores senadores que manifestaron 
su disconformidad con este proyecto de ley, advierto la preo- 
cupación por afirmar -a fin de que no se interpreten mal sus 
palabras- que, si bien se está en contra de todo esto, tampoco 
se está a favor de agrandar el Estado, Confieso que no he 
podido llegar a saber el porqué de estas expresiones. Si se está 
en contra de este proyecto de ley, ¿por qué el afán de que no 
se vaya a pensar que se quiere agrandar el Estado? Concreta- 
mente, quisiera saber cuál es la explicación de estas puntuali- 
zaciones que se han vertido en Sala. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede proseguir el señor sena- 
dor Cassina. 


SEÑOR CASSINA. - Debo señalarle al señor miembro 
informante que, a nuestro juicio, en las actuales circunstancias 
-que pueden variar y que, en otro momento, pueden dar lugar 
a soluciones diferentes- existe un razonable equilibrio entre 
los servicios que están a cargo de las actividades privadas -o 
los que está en condiciones de prestar sin ningún tipo de 
cortapisas- y aquellos que son desempeñados por el Estado. 
Nos parece que es positivo este equilibrio que se ha logrado 
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en esta circunstancia histórica del país que, naturalmente, 
puede variar. En este último caso, veremos si es conveniente 
agrandar el actual tamaño del Estado uruguayo o si, por el 
contrario, es mejor reducirlo. Pero, reitero que en la actual 
situación nos parece que hay un razonable equilibrio entre la 
intervención del Estado, en diversas modalidades -incluso, en 
la prestación de actividades industriales y comerciales- y el 
ámbito, muy grande, reservado al área privada, 


Esta es la razón que exponemos, en la que no hay ningún 
tipo de ideologismo ni de dogmatismo. Hemos partido de la 
base de que el Estado debe tener, necesariamente, en nuestra 
sociedad, una participación que, en líneas generales, no sea 
menor a la que posce actualmente. Á nuestro juicio dicha 
participación debe llevarse a cabo con un criterio que permita 
que la actividad estatal llegue a la gente en una forma eficaz y 
eficiente. Reitero que, en muchos casos, no ocurre esto, por- 
que los servicios públicos se vienen prestando -desde hace 
mucho tiempo- con un grado atroz de politización y de parti- 
dización. 


A continuación, señor Presidente, quisicra formular algu- 
nas apreciaciones de carácter jurídico que, tanto el señor sena- 
dor Batalla como quien habla, hemos procurado evitar, porque 
nos interesa dejar expresa constancia de que nuestra oposición 
a este proyecto de ley -que, según lo manifiesta el propio 
Poder Ejecutivo no varía sustancialmente del presentado con 
posterioridad- se debe a una diferencia de concepciones políti- 
cas. Naturalmente, quienes lo apoyan piensan de otro modo, y 
nosotros los respetamos. 


A nuestro modo de ver, los artículos 1* y 2% vulneran la 
Constitución de la República, no sólo por la argumentación 
desarrollada por el señor senador Korzeniak -a nuestro juicio, 
de manera muy sólida, respaldada por su sabiduría en maleria 
de Derecho Constitucional- sino, además, porque en su texto 
vigente, a través de varias disposiciones, establece regímenes 
muy precisos y procedimientos claramente determinados, me- 
diante los cuales se permite realizar la actividad estatal en el 
campo industrial o comercial o, en su defecto, dejar de des- 
empeñarla, 


Por lo expuesto, me voy a remitir al artículo 185 de la 
Constitución de la República que, precisamente por estar con- 
tenido en la Carta Orgánica y por su carácter dispositivo, no 
es, obviamente, una recomendación, sino que el legislador 
debe respetar las normas que allí se consagran. 


El artículo 185 de la Constitución dice: “Los diversos ser- 
vicios del dominio industrial y comercial del Estado serán ad- 
ministrados por Directorios o Directores Generales y tendrán 
el grado de descentralización que fijen la presente Constitu- 
ción y las leyes que se dictaren con la conformidad de la 
mayoría absoluta del total de componentes de cada Cámara”. 
Tengamos presente que la Constitución requiere generalmen- 
te, en lo que hace a Entes Autónomos y Servicios Descentrali- 
zados, de mayorías especiales y mayorías especialísimas 
-diría yo- por su elevado número. Tanto que, para crear o 
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suprimir Entes Autónomos se requiere una mayoría especialí- 
sima de dos tercios de integrantes del total de componentes de 
cada Cámara. 


Por su parte, el artículo 188 de la Constitución de la Repú- 
blica dice que “Para que la ley pueda admitir capitales priva- 
dos en la constitución o ampliación del patrimonio de los 
Entes Autónomos o de los Servicios Descentralizados”, y “se 
requerirán los tres quintos de votos del total de los componen- 
tes de cada Cámara”. 


El mismo artículo 188 admite otra modalidad, que sólo 
requiere la mayoría especial absoluta de integrantes de cada 
Cámara para que el Estado participe en actividades industria- 
les, agropecuarias O comerciales, de empresas formadas por 
aportes obreros, cooperativos o capitales privados. En lo que 
hace a la actividad comercial e industrial del Estado, son las 
únicas tres modalidades permitidas por la Constitución de la 
República. Es decir, la administración -que, obviamente, es 
directa- la constitución de empresas de economía mixta -para 
lo cual se requieren los tres quintos de votos del total de 
componentes de cada Cámara y donde la participación del 
Estado no podrá ser menor a la de la empresa privada- y, 
finalmente, la participación del Estado en empresas privadas. 
No hay otras. En lo que respecta a la actividad comercial e 
industrial del Estado, no hay otras modalidades previstas en la 
Constitución de la República. 


Si no recuerdo mal, durante la discusión general un señor 
senador mencionó que, con base en la disposición del artículo 
185 de la Constitución que dice que la ley establecerá el grado 
de descentralización de que se dote a cada Ente Autónomo o 
Servicio Descentralizado, se puede proceder en la forma que 
aquí se pretende llevar adelante. Si se entiende así, desde 
nuestro punto de vista hay un error porque cuando la Constitu- 
ción habla del “grado de descentralización”, se está refiriendo 
a la descentralización en relación con la Administración Cen- 
tral. Por eso se crearon en este país los Entes Autónomos, 
antes de que la Constitución admitiera su existencia, precisa- 
mente para descentralizarlos, es decir, para desvincular deter- 
minada actividad de la Administración Central. 


En el texto del artículo 185 de la Constitución de la Repú- 
blica, los grados de descentralización de ninguna manera su- 
ponen que la actividad pueda prestarse, ya sea por la vía del 
permiso o de la concesión, por empresarios privados. La acti- 
vidad la presta directamente el Estado, con modalidades de 
descentralización que van desde la máxima autonomía que 
tienen algunos Entes Autónomos hasta la mínima que pueden 
tener algunos Servicios Descentralizados, en cuyo caso la pér- 
dida de autonomía va en favor de la Administración Central y 
nunca de la empresa privada. La Constitución no concibe que 
los diversos servicios del dominio industrial y comercial del 
Estado puedan ser prestados por otras vías que las tres que 
prevé en los artículos 185 y 188. Desde nuestro punto de 
vista, hay aquí, por lo tanto, una solución que colide con las 
normas constitucionales, 
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Debe tenerse presente que al legislar de esta manera, al 
permitir que la Administración -y me refiero a la Administra- 
ción con mayúscula, tal como lo hizo hoy el señor senador 
Ricaldoni, es decir, tanto la Central como la Descentralizada- 
resuelva por sí, apenas con las muy ligeras pautas que resultan 
de este proyecto, el Poder Legislativo está otorgando al barrer 
competencias de las que ahora carece, y se está sustrayendo a 
sí mismo competencias que es su deber ejercer, porque se las 
acuerda la Constitución cuando regla, de manera muy precisa, 
la forma en que habrá de desarrollarse la actividad del Estado 
en materia comercial e industrial. 


Este tipo de autorización otorgada al barrer, para conce- 
der, permitir o realizar -como dice el propio Poder Ejecutivo 
en su Mensaje- una de las modalidades de la privatización, 
supone desconocer los muy claros preceptos de la Constitu- 
ción de la República que, reitero, están normando de manera 
muy precisa -porque inclusive las mayorías especiales fueron 
requeridas aquí como garantías políticas para proceder- esta 
materia, dejando de lado las exigencias que el constituyente 
establece, con absoluta precisión y con un cuidado extraordi- 
nario y extremo, para reglar la actividad comercial e industrial 
del Estado. 


Nosotros creemos, señor Presidente, que la intervención 
legislativa es preceptiva en cada caso concreto, Así resulta de 
los textos constitucionales, no ya del espíritu de la Constitu- 
ción, como señalaba el señor senador Korzeniak -interpreta- 
ción que también compartimos- ya que es muy clara al esta- 
blecer en sus disposiciones de qué modo el Estado opera en 
materia comercial e industrial, y esas normas constitucionales 
no pueden ser dejadas de lado por el legislador, como es 
obvio. 


Por lo tanto, desde nuestro punto de vista, el Capítulo 1 
-discúlpenme si, por razones de economía, hago referencia a 
todo ese Capítulo- vulnera normas constitucionales muy pre- 
cisas que no le dan al legislador otra posibilidad de acción que 
aquellas claramente establecidas por los artículos 135 y 188 
de la Carta. Si no es así, que se me demuestre lo contrario. 


Quizás estoy saltando al artículo 2%, pero pido tolerancia 
ya que lo hago por las razones de economía que he menciona- 
do. Ante la pregunta que formularon varios señores legislado- 
res, en su momento el señor miembro informante dijo que 
-por ejemplo- las actividades del Banco de la República y del 
Banco Hipotecario no estaban comprendidas en este proyecto 
de ley. Pero, ¿es que las actividades del Banco de la Repúbli- 
ca -que son típicamente de intermediación financiera- son 
cometidos esenciales del Estado? No; no lo son, porque son 
desempeñadas también por empresas privadas, concretamente, 
por bancos privados. Si fueran cometidos esenciales no po- 
drían estar en manos de la banca privada. La intermediación 
financiera es una actividad muy reglada en virtud de la tras- 
cendencía que tiene para la sociedad, pero que está permitida 
en la actividad privada, y en su órbita el Banco de la Repúbli- 
ca actúa compitiendo con aquélla. Por lo tanto, no se trata de 
un cometido esencial. Obviamente, no es un servicio público, 
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por lo menos según las precisas definiciones que establece la 
doctrina -aclaro que, en general, me estoy guiando por las 
definiciones del profesor Sayagués Laso- ni tampoco es un 
servicio social. Entonces, ¿por qué razón la actividad del Ban- 
co de la República no puede ser total o parcialmente privati- 
zada o concedida a permisarios privados? ¿Dónde está la dis- 
posición de este proyecto de ley que lo prohíba expresamente? 


Creo, entonces, que con el propósito de llevar adelante una 
concepción con la que nosotros discrepamos radicalmente -y 
de hacerlo de tal modo que el Parlamento no tenga más parti- 
cipación que la que surge de ejercer sus funciones de control- 
el Poder Legislativo le extiende a la Administración un “che- 
que en blanco” -creo que la expresión está bien empleada- 
para que de aquí en más obre como le parezca mejor. Y me 
refiero a esta Administración y a las que vendrán mientras la 
ley no sea modificada o derogada, porque no tiene plazo de 
vigencia. Por ejemplo, la Administración que nos rige actual- 
mente podrá considerar que no debe afectar determinados ser- 
vicios públicos o que éstos deben seguir siendo prestados di- 
rectamente por el Estado, pero la próxima puede entender otra 
cosa, y este proyecto de ley la habilita a hacerlo. 


En síntesis digo, señor Presidente, que para nosotros este 
proyecto de ley es profundamente inconveniente; que contiene 
soluciones legales que contradicen la Constitución de la Re- 
pública y, por sobre todas las cosas -y vuelvo a lo que afirmó 
en su exposición gencral el señor senador Batalla- que parte 
de la basc de una concepción política que descrec del Estado, 
de una concepción política de economía neoliberal con la que 
discrepamos rotundamente. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor Araújo. 


SEÑOR ARAUJO. - Señor Presidente: mi intervención va 
a ser muy breve porque mi única intención, en este caso, es 
poder arribar a conclusiones a partir de las interrupciones que 
he solicitado en varias oportunidades al señor miembro infor- 
mante. Como la preocupación permanece, me voy a permitir 
volver sobre el particular, 


La respuesta que nos brindó el señor miembro informante 
no nos conformó, diría que por tres razones fundamentales. 


En primer lugar, es evidente -más allá de sus palabras- que 
sí hay innovación, y la hay cuando por primera vez se estable- 
ce en un proyecto de ley que se garantizarán ganancias a una 
empresa privada. Como decíamos hace unos minutos, si esto 
no se ha hecho hasta el presente -habiendo una doctrina y una 
práctica- y sí se hace en este caso, es porque existe una inten- 
ción determinada que es imposible ocultar. En todo caso, se 
trata de un modo de incentivar al inversor extranjero a venir a 
nuestro país, ofreciéndole para ello un privilegio del cual no 
podrá gozar el resto de los empresarios de nuestra nación. 
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En segundo término, para nosotros quedó muy claro -a 
pesar de las expresiones vertidas- que esas empresas que ma- 
ñana podrán hacerse cargo de las empresas públicas de hoy, 
podrán pleitear en inmejorables condiciones porque habrá una 
ley que establece que a ellas se les debe asegurar ganancias. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Pereyra) 


-Esto no ocurre con el resto de las empresas. Al respecto 
tenemos un ejemplo muy claro en las empresas de transporte 
urbano o interdepartamental, a las que ya nos hemos referido. 
Hay coyunturas en la vida del país en las que, por razones de 
mercado, es absolutamente imposible incrementar las tarifas 
en la medida de lo necesario. No quiero pensar siquiera que 
podamos vivir una instancia similar a la que vivimos tiempo 
atrás con la “tablita”, pero es absolutamente evidente que si 
nos tocara hacerlo, las empresas no podrían cobrarle al usua- 
rio las tarifas que cubrieran los costos así incrementados. Por 
eso es que tantas empresas llegaron a la quiebra tras la “tabli- 
ta”; no podían trasladar al mercado sus costos, y quebraban. 


En este caso concreto, si mañana surgiera otra “tablita”, 
igualmente habría que asegurar ganancias a las empresas, y 
habría que hacerlo a través de las tarifas. Me pregunto, enton- 
ces, qué es lo que haría el Estado en esa situación. Tendría 
dos caminos: castigar a la población con una tarifa que no 
podrá enfrentar -y por lo tanto dejará de ser usuaria- O buscar 
alguna vía de subsidio encubierto; pero no veo cómo -en una 
coyuntura como esa- podría enfrentar la situación, si no es por 
estos caminos que estamos señalando. 


Por otra parte, señor Presidente, no quedamos conformes 
con la respuesta que nos brindó el señor miembro informante, 
en razón de que para nosotros sigue estando claro que el 
Estado, en el futuro, habrá de hacer que la población del país 
se haga cargo de la ineficiencia o posible ineficiencia de em- 
presas privadas. No nos alcanzan las explicaciones que al 
respecto se han brindado en Sala y requeriríamos, sobre ello, 
algún comentario más. Porque, ¿de qué manera el Estado va a 
controlar a esas empresas? Me pregunto si hay algún artículo 
en este proyecto de ley que lo establezca, por ejemplo, para 
poner un límite a la burocracia, para hacer que esos costos no 
sean -por una cuestión intencional o simplemente por una 
pésima administración- desmesurados. ¿Qué papel va a jugar 
el Estado en esa materia? No va a controlar, pero sí va a fijar 
tarifas que aseguren ganancias, con lo cual -evidentemente- 
será la población del país la que tendrá que hacerse cargo de 
esa ineficiencia. 


Queremos agregar alguna consideración más. Actualmen- 
te, a nivel nacional y de las Intendencias Municipales de todo 
el país, se puede ver -por ejemplo, a través del transporte, que 
es un servicio público- si efectivamente una empresa es efi- 
ciente o ineficiente. Es más: en caso de que mañana a alguien 
se le ocurriera pleitear, el Estado tendría una defensa del todo 
legítima. 
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Se ha hablado aquí del tema de la empresa ONDA. En 
caso de que fuese una de las privilegiadas por esta ley podría 
decir que sus costos financieros son descomunales, que adeu- 
da U$S 50:000.000, que eso forma parte de sus costos y que, 
por lo tanto, el pasaje a Artigas deberá estar en el orden de los 
N$ 500.000. Lógicamente, nadie pagaría esa tarifa, y viajaría 
por otra empresa que cobrara un precio adecuado, éste sí de 
acuerdo con los costos, con una ganancia razonable estipula- 
da. 


Es en esos casos -cuando hay competencia- que tenemos la 
posibilidad de determinar qué empresa es ineficiente y cuál 
eficiente. Y ante una posible demanda de una empresa priva- 
da, el Estado puede, atestiguar con los balances de otra, que 
muestre que los costos son más reducidos. En definitiva, la 
primera será la ineficiente y, por lo tanto, perderá el pleito 
contra el Estado. 


Cuando hacemos alusión al proyecto de ley que nos ocupa, 
hablamos de algunos servicios que, indudablemente, van a ser 
monopólicos en manos privadas. ¿Cómo vamos a poder cote- 
jar esa ineficiencia? ¿Con quiénes? Por ejemplo, si hablamos 
de las tarifas para el servicio telefónico domiciliario, ¿con qué 
otra empresa las vamos a cotejar para saber si estamos ante 
una buena o mala administración? Con ninguna. 


En definitiva, el Estado deberá asegurar ganancias aun a 
las empresas ineficientes. 


Los anteriormente expuestos son, concretamente, los pun- 
tos que para nosotros no han sido satisfechos en la respuesta 
del señor miembro informante. Pero que quede absolutamente 
claro que no lo responsabilizamos a él. Creemos que la res- 
ponsabilidad le cabe al propio proyecto, que no da soluciones 
a estos problemas que estamos planteando, entre otros muchos 
a los que no nos vamos a referir porque ya los han abordado 
otros señores senadores con mucha mayor solvencia que la 
nuestra. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Aguirre Ramírez) 
SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - En lo que me es personal, no voy a 
hacer uso de la palabra en forma extensa para referirme a esta 
disposición. Sin embargo, haré algunas apreciaciones en razón 
de que se han hecho muchas y variadas exposiciones acerca 
del tema relativo a tarifas de los servicios públicos, que por 
esta ley se procura modificar y entregar en las respectivas 
ocasiones a permisarios o concesionarios. 


Hemos visto que las críticas más acervas que se han reali- 
zado, están vinculadas a la circunstancia que establece este 
artículo 1% para la fijación de tarifas, donde dice: “Para la 
fijación de tarifas se tomará en cuenta el costo del servicio, de 
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acuerdo a prácticas contables generalmente aceptadas y már- 
genes de utilidad razonables”. En esta disposición se hace 
referencia, entre paréntesis, al artículo 51 de la Constitución 
de la República que, como sabemos, es el que establece la 
homologación en caso de concesión por parte del Poder Eje- 
cutivo o, en su caso, de los Gobiernos Departamentales, de las 
tarifas de los servicios públicos. Esta disposición aparece en 
el proyecto que patrocinamos, pero, en el proyecto elaborado 
por el Foro Batllista, no se dice absolutamente nada respecto a 
las tarifas. En ese sentido, ingresamos en una especie de inte- 
rrogante o confusión porque -repito- el proyecto presentado 
por el Foro Batllista -en el que el señor senador Ricaldoni 
realizó una muy puntualizada oposición a la fijación de tarifas 
en la forma que lo establece el proyecto de la Comisión- no 
hace referencia alguna a ellos. Se repite textualmente el párra- 
fo cuando dice que “el otorgamiento de las concesiones y 
permisos se hará por un plazo determinado”, etcétera. Esta 
oración termina con la palabra “eficiente” y en ella no se dice 
nada sobre tarifas. Reitero que esto lleva a una interrogante y, 
en lo personal, quedaríamos sumamente satisfechos si el señor 
senador Ricaldoni, vocero del Foro Batllista y quien ha lleva- 
do adelante la iniciativa de este proyecto que ha sido reparti- 
do, diera la fundamentación acerca de en qué forma, esas 
tarifas, en el caso de procederse a conceder permisos o conce- 
siones, serían fijadas. 


SEÑOR RICALDONI. - ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR SANTORO. - Con mucho 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDON!. - Creo que la respuesta a esta pre- 
gunta es muy simple. 


En mi intervención sobre este artículo 1% destaqué que 
estaba de acuerdo con que, en el caso concreto de una conce- 
sión determinada, a la hora de redactarse el contrato corres- 
pondiente, se establecieran las fórmulas que en ese momento 
la Administración considerara adecuadas, a los efectos de de- 
terminar -si ese era su punto de vista- costos y, eventualmen- 
te, utilidades. 


En ese sentido, la lectura que hizo el señor miembro infor- 
mante de una parte de la opinión del doctor Sayagués Laso en 
esta materia, no cambia lo que digo, porque todo lo que señala 
dicho especialista en Derecho Administrativo, debe plasmarse 
-si corresponde- en el contrato de concesión. Pero aquí se dice 
Otra cosa, pues se establece, de antemano y al barrer, para 
cualquier actividad o concesionario, nacional o extranjero, sea 
cual sea la naturaleza dei servicio que preste, por vía de con- 
cesión, una norma que significa otorgarle el reconocimiento 
de los costos generalmente admitidos y la utilidad razonable, 
ercando una serie de interrogantes. 
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De modo que debe quedar claro que no veo la necesidad, 
pero sí los riesgos, de incorporar esas expresiones al proyecto 
de ley. Se trata de algo parecido a lo que ya señalé en mi 
intervención con respecto a la licitación pública. Aquí se ha 
dicho que cl nuevo proyecto establece los principios de la 
licitación pública y, a mi juicio, no es así, Lo que se dice en 
este proyecto es lo mismo que figuraba antes, es decir, la 
igualdad de los oferentes, el llamado público a los interesados 
sobre la base de la igualdad de estos últimos. Reitero que esto 
ya aparecía en el proyecto de la Comisión. Ahora, porque 
entre paréntesis se hace mención a determinados artículos de 
ciertas leyes, se cree que se está diciendo que la concesión de 
servicios públicos se hará mediante licitación. Personalmente, 
entiendo que no es así. Lo que se menciona es que se aplica- 
rán determinados artículos de ciertas leyes. En mi exposición, 
demostré que dichos artículos -y creo que el señor senador 
Gargano hizo lo propio- entre otros, por el contrario se refie- 
ren a las excepciones a la propia licitación pública. 


Volviendo al tema de las tarifas, debo señalar que la cues- 
tión es que, de esta manera, se crean de antemano una serie de 
ataduras, que nada tienen que ver con lo que debería ser un 
criterio razonable en matería de eficiencia de un concesiona- 
rio. Asimismo, se dice que habrá un reconocimiento -repito- 
de costos y utilidades en actividades que no sabemos quiénes 
y con qué tecnología las prestarán. O sea, que no tendremos 
posibilidades para que la Administración, con responsabili- 
dad, pueda determinar cuáles van a ser sus tarifas y sus costos. 
No lo podrá hacer, por ejemplo, en lo atinente a la telefonía 
móvil, al video cable o a cualquiera otra actividad de telefonía 
que tengan que ver con conexiones de bancos de datos. En ese 
sentido, me pregunto qué sabemos en el Uruguay -ya que 
hablamos de tecnología de punta- acerca de esos costos. ¿No 
sería mejor que no votáramos el párrafo y que por el contra- 
rio, viéramos en cada caso cómo discutirían en la negociación 
concreta, la Administración con el candidato a ser concesio- 
nario? 


No sé si con esta respuesta el señor senador Santoro que- 
dará conforme, pero es la fundamentación de por qué en nues- 
tro proyecto no hacemos mención alguna a este tema. 


Reitero -y con esto termino- que lo antedicho no significa 
que no queramos y que no nos parezca razonable, que en el 
contrato se incluyan las disposiciones pertinentes, Entiendo 
que el hecho de que figure en el contrato es una cosa, pero 
que conste de antemano en la ley, sin saber cómo y para 
quién, es otra muy distinta. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Santoro. 


SEÑOR SANTORO. - Concluiremos con nuestro pensa- 
miento a la mayor brevedad. 


Naturalmente, si se contraviene y se critica este proyecto 
de ley que estamos considerando en el sentido que acaba de 
manifestar el señor senador Ricaldoni, estimamos que es más 
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apropiado que dicho proyecto disponga una normativa relativa 
a la fijación de tarifas -como allí se hace- aunque se establez- 
ca que se tendrán en cuenta el costo del servicio y el margen 
de utilidad razonable. Creemos que es más adecuado este pro- 
ceder que dejar el punto sin definición y enmarcado, única- 
mente, en la posibilidad de que en cada una de las etapas o 
concesiones se discuta la forma en que se fijarán las tarifas. 
Esto, en cierta medida, representa una facultad más amplia 
para el Poder Ejecutivo o para el organismo interviniente. 


Asimismo, queremos señalar que esta disposición también 
está, en cierta medida, en la línea de nuestra legislación. Di- 
cha norma ya figuró en el Decreto-Ley N* 14.694, de la Ley 
Nacional de Electricidad, donde se establece que las tarifas 
aplicables para la venta de energía eléctrica a terceros por los 
suministradores de servicios públicos de electricidad, serán 
dispuestas por el Poder Ejecutivo, en todos los casos, previa 
opinión de UTE y de las empresas concesionarias, 


Además, en el Decreto-Ley N* 14,235, que crcó a 
ANTEL, se emplea una redacción muy similar a ésta al expre- 
sarse que las tarifas se fijarán en función del costo de los ser- 
vicios, el que se integrará con el correspondiente porcentaje 
de depreciación del activo fijo, fondo para renovación y mar- 
gen de utilidad específicamente establecido. 


En consecuencia, ésta no es una innovación en la materia 
ya que en nuestra legislación existen antecedentes al respecto. 
Por otra parte, creemos que con esta redacción se perfecciona 
lo que tiene que ver con la fijación de tarifas y servicios 
públicos. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
de acuerdo con la disposición reglamentaria, corresponde vo- 


tar en primer término el artículo 1% en la redacción dada por la 
Comisión. 


(Se vota:) 

-Q en 31. Negativa. 

Corresponde votar ahora el texto sustitutivo del artículo 1% 
propuesto por los señores senadores de Posadas Montero, Pe- 
reyra y Abreu. 

(Se vota:) 

-16 en 31. Afirmativa. 

(Texto del artículo aprobado:) 

“ARTICULO 1? (Servicios Públicos). - El Poder Ejecutivo 
podrá conceder u otorgar permisos para la ejecución de Servi- 
cios Públicos nacionales a su cargo. En caso que la ley haya 


asignado a un Ente Autónomo o Servicio Descentralizado la 
prestación de un servicio público, el Directorio o Director 
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General del Ente o Servicio podrá otorgar la concesión o 
permiso, con aprobación del Poder Ejecutivo. En todos los 
casos el otorgamiento deberá ser efectuado mediante llamado 
público a los interesados sobre la base de la igualdad de ofe- 
rentes (artículo 482 y siguientes de la Ley N* 15.903 y artícu- 
los 653 y 655 de la Ley N* 16,170). La concesión o el permiso 
podrán incluir la transferencia de derechos de uso, usufructo y 
personales, así como la constitución de derechos reales o per- 
sonales respecto de los bienes muebles o inmuebles útiles o 
necesarios para la ejecución del servicio por el período de la 
concesión. 


El otorgamiento de concesiones y permisos se hará por un 
plazo determinado y reservándose la Administración el dere- 
cho de controlar que los servicios sean prestados en forma 
contínua, regular y eficiente. Para la fijación de tarifas se 
tomará en cuenta el costo del servicio, de acuerdo a prácticas 
contables generalmente aceptadas y márgenes de utilidad ra- 
zonables. (Constitución de la República, artículo 51). 


En el otorgamiento de concesiones y permisos se favorece- 
rá la libre concurrencia procurando evitar situaciones de mo- 
nopolio de hecho. 


La concesión o el permiso otorgados de conformidad con 
este artículo, no confieren al concesionario o permisario la 
facultad de expropiar. Esta será ejercida en todo caso por el 
Poder Ejecutivo o por el Ente o Servicio Descentralizado, 
según corresponda. 


El acto administrativo que otorga la concesión o el permi- 
so será publicado en el Diario Oficial, así como el contrato 
respectivo”). 


SEÑOR RICALDONI. - Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONTI. - Quiero señalar que los señores se- 
nadores Belvisi, Cigliuti y quien habla hemos votado en con- 
tra de este artículo por las razones expresadas en momentos 
en que hice uso de la palabra para referirme a él. 


Reitero que discrepamos con las normas relativas al reco- 
nocimiento de costos y utilidades. Además, se insiste en una 
fórmula que no garantiza la licitación pública en la concesión 
de servicios. Por último, nos parece que este artículo es dema- 
siado extensivo, por cuanto abarca -y nadie ha demostrado lo 
contrario durante el debate- todos los Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados del país, sean ellos del dominio 
comercial o industrial del Estado, o de otra naturaleza. 


Por lo tanto, consideramos que esta disposición es dema- 
siado lata y flexible, y por ello no se condice con lo que de- 
searíamos contuviera una norma inserta en este capítulo. Hu- 
biéramos preferido, pues, otras soluciones, como las que figu- 
ran en nuestro propio proyecto. 
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SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: hemos votado 
afirmativamente este artículo 1% sustitutivo en razón de las 
consideraciones que formuláramos en la discusión general. 


Sin embargo, después de haber escuchado las manifesta- 
ciones de diversos señores senadores en torno al tema, debe- 
mos señalar que las razones por nosotros expuestas no han 
sido controvertidas en forma convincente. 


Dijimos -y lo reiteramos ahora- que la amplitud que se 
daba al Poder Ejecutivo en el proyecto original se ve atenuada 
por las modificaciones introducidas. Por ejemplo, en el primer 
párrafo se establecía que el Poder Ejecutivo podría contratar 
los servicios públicos nacionales. Esa es la latitud o gencrali- 
dad que aquí se ha criticado. No obstante, con la modificación 
propuesta y aprobada, se deja de tado tal generalidad pues se 
especifica que se refiere exclusivamente a los servicios a su 
cargo. 


Pese a lo que aquí se ha manifestado, se establece cl régi- 
men vigente para todos los contratos que actualmente celebra 
el Estado, y que comúnmente se denomina licitación, con va- 
riantes de aplicación según los casos. Ellas han sido dispues- 
tas en forma precisa en los artículos de las leyes citadas ex- 
presamente. Mediante la referencia a los artículos 482 y si- 
guientes de la Ley N* 15,903, se trató de precisar la expresión 
“llamado público” incluida en esta disposición. Como se po- 
día interpretar que se dejaba de lado el sistema de contrata- 
ción del Estado, se pretendió aclarar que la expresión “llama- 
do público” no constituía una innovación no contemplada en 
el régimen general establecido en los artículos 482 y siguien- 
tes de la Ley N* 15.903, en la redacción dada por la Ley 
N? 16.170. 


En una palabra, señor Presidente: rige el sistema de con- 
tratación general del Estado actualmente vigente. Entiendo 
que si lo enjuiciamos a través de esta ley, tendríamos que 
hacerlo también con carácter general en todos aquellos contra- 
tos que realice el Estado y que hasta el momento se han 
aceptado pacíficamente. 


Por último, cabe destacar que sin duda rige -porque así lo 
expresa el texto- el artículo 51, que concede la facultad de 
homologar las tarifas al Poder Ejecutivo. Ese es el régimen 
actualmente vigente para los servicios públicos en general. 
Entonces, no existe diferencia de clase alguna, y la expresión 
que aquí se ha criticado de “utilidades razonables” figura en 
todos los casos en que el Estado fije tarifas de servicios públi- 
cos, tanto en el ámbito nacional como municipal. 


Por todas estas razones, señor Presidente, hemos dado 
nuestro voto a este artículo 1*, 
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SEÑOR BOUZA. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BOUZA. - Señor Presidente: los señores senado- 
res Lenzi y quien habla hemos votado afirmativamente este 
artículo con la más absoluta convicción de que él responde a 
la filosofía que anunciáramos en nuestra exposición en la dis- 
cusión general, Me refiero a la habilitación flexible al Poder 
Administrador para tomar, en función de ella, las medidas de 
transformación que el país está reclamando desde hace ya 
mucho tiempo. 


Entiendo que esta no es -como se ha dicho en alguna opor- 
tunidad- una situación irreversible, Creo que la historia nos ha 
demostrado, particularmente en los últimos tiempos, que en 
esta materia ya nada es irreversible. En estos momentos, por 
ejemplo, está reunido el Soviet Supremo de la Unión Soviéti- 
ca para discutir acerca de este mismo tema y sancionar la 
privatización de los servicios de ese país. Seguramente, en el 
año 1917 pensaron que la estatización era irreversible. 


Crco que todas las sociedades deben establecer normas 
que se compadezcan con los tiempos y sus necesidades, y que 
habiliten que el poder de Gobierno se ejerza con clara respon- 
sabilidad. 


Como señaláramos en la discusión general, luego de votar 
estas normas seremos los parlamentarios quienes tendremos la 
muy alta responsabilidad de controlar políticamente el acata- 
miento de estas normas, hasta dónde y cómo se cumplan. Eso 
hará que la democracia y las instituciones de nuestro país 
tengan una mayor claridad y una más perfecta delimitación de 
responsabilidades. 


Por esas razones, señor Presidente, los señores senadores 
de la bancada de la Lista 15 hemos votado con absoluta tran- 
quilidad de conciencia y convicción esta norma. 


SEÑOR BRUERA. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BRUERA. - En el fundamento de este voto nega- 
tivo que hemos dado al artículo 1? voy a remitirme tanto a mi 
propia intervención en la discusión general -donde hemos 
planteado que aquí hay una transformación negativa del Esta- 
do- como al hecho de que se aplica una política neoliberal a 
ultranza, rechazada en América Latina por figuras no sola- 
mente de la izquierda sino también por el Presidente chileno o 
el ex Presidente argentino, Raúl Alfonsín. También voy a 
hacer mías las palabras de los distintos miembros de la banca- 
da del Frente Amplio. 


Quicro resaltar el hecho de que esta votación cn el Senado 
de la República muestra una división en dos de las fuerzas 


CAMARA DE SENADORES 


€C.S.-259 


políticas que integran este Cuerpo conformando la imagen y 
el espectro político del Uruguay. Digo esto porque lo lamento 
y lo quiero subrayar, 


No ha existido la posibilidad, desgraciadamente, de desa- 
rrollar una acción común para encarar los problemas que están 
planteados sobre la realidad del Estado uruguayo. Pero, voy á 
afirmar que aquí se ha hablado mucho de la caída del llamado 
socialismo real aunque no se ha aportado absolutamente nin- 
gún argumento para mostrar los reales problemas y males que 
aquejan a la sociedad uruguaya y a Latinoamérica, de los 
cuales son responsables el neoliberalismo y la entrega de capi- 
tales a las multinacionales que se han llevado las ganancias de 
nuestro pueblo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Del fundamento de voto del se- 
for senador Bruera se eliminará la referencia personal al señor 
senador Bouza, porque, como todos sabemos, ello está prohi- 
bido por el Reglamento. 


SEÑOR BLANCO. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BLANCO. - Señor Presidente: nuestro sector ha 
votado afirmativamente el artículo 1%, de acuerdo con las ex- 
presiones manifestadas en nuestra intervención en la discusión 
general del proyecto y, en el entendido de que esta norma se 
ajusta a la filosofía allí expuesta. 


En este Cuerpo existe consenso en el sentido de que el 
Estado debe ser reformado. Me parece que la diferencia está 
en cómo debe llevarse a cabo dicha transformación, ya que 
para algunos, debe hacerse desde dentro, cambiando sin priva- 
tizar y para otros, ampliando su acción y habilitando la parti- 
cipación privada. Para nuestro sector -y ese es el sentido de 
nuestro voto a este artículo 1%- es necesario realizar ambas 
cosas. Para lo primero, es decir para reformar desde adentro, 
hemos presentado una iniciativa específica; para lo segundo, o 
sea, para habilitar y enriquecer la labor del Estado con la 
participación privada, hemos votado este artículo 1*. 


Muchas gracias, 
SEÑOR ASTOR!I. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene ta palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI. - Señor Presidente: como ya hemos ade- 
lantado, votamos negativamente este artículo 1%, porque en- 
tendemos que marca, inequívocamente, el camino y la orien- 
tación fundamentales de un proyecto de ley que, por motivos 
oportunamente expuestos, consideramos altísimamente incon- 
veniente para el país y, además, irreversible, 


Creemos que una discusión o un debate no son irreversi- 
bles. Por lo tanto, en este fundamento de voto estamos dis- 
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puestos a volver a discutir la reversibilidad o no de este cami- 
no el día en que el Estado uruguayo recompre una empresa 
privatizada. Pero, desde ya adelanto que no vamos aceptar 
llamar reversible a la recompra de una ruina producto de una 
experiencia absolutamente fracasada. 


Naturalmente, también hemos tenido motivos para votar 
negativamente este artículo 1%, trascendiendo su orientación 
-tal como hemos fundamentado anteriormente- por su falta de 
garantías. Lo hemos hecho sin percibir oposición alguna con 
nuestra propuesta de liberar de trabas y obstáculos al Estado 
uruguayo. Concretamente, con relación al tema de la ticita- 
ción, ño debe percibirse ninguna contradicción entre nuestra 
propuesta de agilizar los trámites estatales y la falta de garan- 
tías de este artículo 1%, porque, simplemente proponemos libe- 
rar de trabas al Estado para que cumpla los servicios de la 
mejor manera posible y no para que se venda o enajene a sí 
mismo. En este sentido, nuestra propuesta es llevar las trabas, 
garantías y controles a la máxima expresión posible. No se 
puede comparar la liberación de trabas para que un Estado 
funcione mejor, con la liberación para que éste proceda a Su 
propia enajenación. 


Nada más. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ZUMARAN. - Hemos votado negativamente esta 
disposición y ratificamos, en esta oportunidad, lo que expresa- 
mos en la discusión general y al analizar este artículo 1%, 


En primer lugar, creemos de extrema necesidad para el 
país realizar una reforma del Estado que atienda la gestión 
hacia su interior. Por lo tanto, considero que es un tema prio- 
ritario para el Poder Legislativo, 


En segundo término, no negamos la consideración de 
eventuales concesiones a particulares, es decir que algunos 
servicios públicos pasen a ser desempeñados por sectores pri- 
vados. Inclusive, hemos hecho referencia a que este proceso 
ya ha comenzado en el país y, además, con bastante éxito, por 
ejemplo en el servicio de transporte de pasajeros. En general, 
creemos que todo este servicio se desarrolla en el país bajo 
esta modalidad y en forma bastante exitosa. 


Sin embargo, nuestra observación se basó, fundamental- 
mente, en que este artículo otorga un cheque en blanco. Ade- 
más de argumentos que surgen del propio texto señalamos la 
circunstancia de que, sobre todo en el siglo pasado -cuando el 
país organizó los servicios públicos bajo esta modalidad de 
concesionarios- la actividad del legislador era estudiar caso 
por caso y autorizar concesiones concretas. Dentro de estos 
servicios públicos hubiéramos preferido que se planteara a 
cuáles se pretendía dar una concesión, con qué motivos, a 
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quién, con qué modalidad, bajo qué plazo, qué costos tendría 
ello para el Estado o qué beneficios y no este cheque en 
blanco. En ese sentido, la respuesta brindada por el señor 
miembro informante fue que cuando en el siglo pasado se 
hacía esto, se decía a quién se otorgaba la concesión, durante 
qué plazo y cuál era el costo para el Erario, y que esta autori- 
zación genérica que hoy se otorgaba representaba un progre- 
so. Pienso que no es así; que lo que los antecedentes marcan 
es que esta es una materia legislativa y que es bueno que el 
Poder Legislativo no dé una autorización absolutamente gené- 
rica, sino que establezca, caso a caso, qué servicio y a quién 
se otorga la concesión. 


Es cuanto deseaba manifestar. 
SEÑOR ARANA. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ARANA. - Señor Presidente: nosotros, que nunca 
nos hemos identificado con el llamado socialismo real, quere- 
mos señalar que tampoco lo hacemos con el capitalismo real, 
actuando con criterio más o menos bucanero o con guante 
más o menos blanco. 


Desgraciadamente, lo que acaba de votarse ha puesto de 
manifiesto una opción histórica en el ámbito nacional. Esta 
decisión histórica ha hecho que, legítimamente y a concien- 
cia, se haya optado por una postura que, insisto, lamentable- 
mente, afirma lo que entiendo es la doctrina antisocial de 
mercado, que no la comparto, no la he votado y habré de 
combatirla, porque entiendo que es tremendamente nociva 
para nuestra población. 


Nada más, sefior Presidente, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Por la vía del fundamento de 
voto, deseo expresar que he votado este artículo 1? del proyec- 
to de ley, entre otras muchas razones, porque delimita clara- 
mente el ámbito de su aplicación y autoriza a llevar adelante 
la concesión de servicios públicos nacionales pero no en la 
órbita de todos los Entes Autónomos ni mucho menos en los 
de Enseñanza, porque éstos no se consideran servicios públi- 
cos, 


Al respecto, quiero señalar clara y enfáticamente que, en 
mi concepto y siguiendo las enseñanzas del doctor Sayagués 
Laso, los servicios públicos son exclusivamente los de trans- 
porte, que comprenden los servicios de ferrocarril, tranvías 
-Que ya no los hay más- autobuses, trolleybuses, navegación y 
aeronavegación; los servicios de comunicaciones, integrados 
por el Correo, el telégrafo, los teléfonos y la radiotelegrafía; y 
el suministro de energía eléctrica, de gas y de agua corriente, 
haciendo gracia de los servicios públicos departamentales, 
que no están comprendidos en esta ley. 


Asimismo, he votado afirmativamente este artículo 1? por- 
que esta autorización legislativa para otorgar concesiones de 
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servicios públicos es mucho más detallada, condicionada y 
establece más garantías que otras vigentes en el país y que se 
aplican sin que ello cause ningún problema, ni el Poder Legis- 
lativo tome conocimiento de las concesiones que se otorgan a 
su amparo. Así, el Decreto-Ley N* 10,382, de 13 de febrero 
de 1943 -es decir, una norma con rango y fuerza de ley, 
porque fue convalidada, pero que no pasó por el Parlamento, 
ya que fue sancionada por el entonces agonizante gobierno de 
facto del General Alfredo Baldomir- en su artículo 28 estable- 
ce que “Corresponde exclusivamente al Poder Ejecutivo, por 
intermedio del Ministerio de Obras Públicas, y hasta tanto se 
creen organismos especiales al efecto, reglamentar y conceder 
los servicios de líneas de omnibuses, cuyos recorridos com- 
prendan parte del camino nacional o dos o más departamentos 
de la República y cuando el recorrido parcial o total utilice 
caminos nacionales”. Se trata de una norma que, sin ningún 
condicionamiento ni precisión respecto a que las concesiones 
se otorguen previo llamado a licitación pública, sin obligar a 
dar cuenta a la Asamblea General y sin establecer nada en 
materia de tarifas ni de utilidades, se aplica pacíficamente en 
la práctica y en cuyo mérito se vienen otorgando desde hace 
algunos años concesiones de servicios públicos de transporte 
de pasajeros en todo el territorio nacional. 


En discusión particular el artículo 2*. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir, es 
el siguiente: “ARTICULO 2*, - La Administración Central y 
los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados podrán: 
autorizar, contratar o subcontratar con terceros la ejecución de 
otras actividades de sus competencias que no constituyan co- 
metidos esenciales del Estado ni Servicios Públicos. 


Como parte de tales autorizaciones y contratos se podrá 
asimismo transferir o constituir derechos reales y personales 
respecto de sus bienes. En el caso de Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados se requerirá para ello resolución 
dictada con el voto favorable de la mayoría absoluta de com- 
ponentes de sus Directorios”). 


-En consideración. 
SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR. - Señor Presidente: vamos a insistir en 
algunas certezas que tenemos y que hemos adelantado en la 
discusión general y en momentos en que se consideraba el 
artículo 1*. 


Se ha hablado hasta el cansancio -creemos que se ha hecho 
bien en insistir en este aspecto- de las inmensas potestades 
que se otorgan al Poder Ejecutivo. Aquí queremos ir a casos 
concretos y, de ser posible, que se nos conteste sobre aspectos 
que para nosotros son certezas, pero que pueden plantearse 
como dudas en el seno de las multibibliotecas que siempre 
existen. 
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Reiteramos, son tan grandes las potestades que se brindan 
al Poder Ejecutivo que, inclusive, puede llegar a tergiversarse 
la voluntad de sectores parlamentarios que, cuando puntual- 
mente -como se dice ahora- se discutió concretamente, caso 
por caso, la desmonopolización de alcoholes y en el momento 
en que en el escenario político se plantea la privatización de 
los casinos, votan en contra de estas medidas. En este sentido, 
desearía que nos pudiéramos entender. 


Pienso que los sectores parlamentarios que estén dispues- 
tos a desmonopolizar alcoholes, no se contradicen al acompa- 
far este artículo 2% que aquellos sectores parlamentarios que 
estén dispuestos a que haya casinos privados, tampoco se con- 
tradicen. Pero nuestras preguntas van dirigidas a aquellos sec- 
tores que se han opuesto a la desmonopolización de alcoholes 
y que manifiestan que se van a oponer -no dudamos que esto 
va a ser así- a la privatización de los casinos del Estado. 


En relación con el caso de ANCAP, el señor senador Pe- 
reyra señalaba -al contestar una alusión que habíamos hecho- 
que ya concretamente ese organismo concede a particulares la 
distribución de los combustibles. Más allá de que me parece 
que no tiene mucho que ver la destilación de alcoholes con la 
distribución de la nafta, lo que está concediendo ANCAP, en 
el caso de los combustibles, es la distribución, pero no la 
fabricación. En el Uruguay, todas las naftas son idénticas, 
porque quien las produce es pura y exclusivamente ANCAP, 
En este sentido es que nosotros establecemos que lo importan- 
te es el origen, el producto y no su distribución. Pero, dicho 
sea de paso, dado que aquí se mencionó específicamente el 
tema de la nafta, vale la pena poner un ejemplo de una priva- 
tización que en el Uruguay ya se realizó y que logró el efecto 
contrario a una de las premisas por las cuales se quiere llegar 
a ciertas privatizaciones. Acá se habló de libertad del indivi- 
duo a través de alguna privatización. Por ejemplo, en nuestro 
país se privatizaron las estaciones de servicio de ANCAP,; es 
más, no sé si queda alguna en manos de este organismo públi- 
co. Sostengo que esta privatización de Jas estaciones de servi- 
cio de ANCAP, que funcionaban en régimen de libre compe- 
tencia con las restantes estaciones privadas, cercenó la liber- 
tad de una cantidad de gente. No creo ser el único uruguayo 
que optaba por las estaciones de servicio de ANCAP; sé que 
muchas otras personas que entre el servicio que brindaban 
muchas estaciones de servicio privadas -aclaro que no tengo 
nada en contra de los concesionarios privados- salvo que el 
concesionario fuese un conocido personal, optaban, sobre todo 
en aquellas ciudades que no conocían mucho, por las de AN- 
CAP. Lo que estoy diciendo no responde a ningún capricho ni 
a ninguna exteriorización de algún antojo de decir: queremos 
que nuestro automóvil sea atendido en ANCAP, No, creo que 
a muchos uruguayos nos pasaba lo mismo. Personalmente, 
sentí que mi libertad era cercenada, desde el momento en que 
hoy no tengo la opción de que mi vehículo pueda ser atendido 
en un concesionario privado o en uno estatal, ya que actual- 
mente son todos privados. Este es un ejemplo, repito, de cómo 
a veces procurando algo se consigue exactamente lo contrario. 
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Volviendo al tema de la destilación de alcoholes -que es lo 
que nos preocupa- queremos señalar que, de acuerdo con el 
inciso primero del artículo que estamos discutiendo, ANCAP 
puede conceder la destilación de todos los alcoholes a cuantos 
particulares se le antoje. ¿Es eso lo que quieren los sectores 
que en la Cámara de Representantes votaron en contra de la 
desmonopolización de alcoholes? Si es así, que lo digan; y, 
por supuesto, vamos a respetar su posición. Pero si no es eso 
lo que desean, entiendan que no es una falta de respeto que les 
digamos que están incurriendo en una grave contradicción. 


Nosotros no hemos votado la desmonopolización de alco- 
holes por un problema que va más allá de las ganancias y las 
pérdidas, y que es el de salvaguardar la salud de la población. 
Si ANCAP puede conceder la destilación de los alcoholes a 
cualquier persona, nadie garantizará la salubridad de un pro- 
ducto que debe ser bueno. De esta manera, su fabricación se 
diversificará y cuando sucede esto con un elemento que tiene 
tanto que ver con la salud, se corren riesgos que otras socieda- 
des han sufrido con males muy grandes. 


Al respecto se me podrá decir que si bien ANCAP podrá 
conceder la destilación a otras personas, dicho Ente se encar- 
gará de controlarlo. Pero esta es una contradicción, porque si 
se dice que el Estado es mal productor, ¿cómo se va a afirmar 
que es buen controlador? Si es ineficiente para producir, tam- 
bién lo será para controlar. 


Con todo el respeto que me merece el sector del Movi- 
miento Nacional de Rocha -y con esto estoy haciendo una 
alusión- entiendo que sus integrantes están incurriendo en una 
gruesa contradicción. Por lo tanto, si realmente quieren esta 
solución, que lo digan. 


También existen otros temas -y se me escapa la gama 
infinita de situaciones en las que podemos incursionar- en los 
que se está habilitando la privatización con esta potestad que 
se le confiere al Poder Ejecutivo; y estoy seguro de que exis- 
ten sectores parlamentarios que no la votarían. 


¿Realmente se desea conceder a particulares la administra- 
ción de los Casinos? En ese sentido, ¿el Estado cederá la 
administración de los casinos que ya están funcionando o 
cualquier particular podrá construir uno nuevo? Nosotros no 
estamos de acuerdo con ello y existen declaraciones que mu- 
cho nos satisfacieron, de sectores que también piensan de esa 
manera. No quieren su privatización porque es un pésimo 
negocio. Existen razones éticas y morales que deben ponerle 
coto en este país -no quiero utilizar la palabra “timba”- a la 
inducción al juego de azar. No estoy hablando como un puri- 
tano o como una persona que tenga aprehensión de cosas que 
en el mundo son inevitables, pero considero que se nos va la 
mano al inducir al juego a los habitantes de nuestro país. 


He leído que uno de los símbolos mayores de decadencia 
en el aspecto cultural y espiritual de la sociedad era la prolife- 
ración de los juegos de azar y que una de las actitudes más 
comunes de la gente frente a la desesperación económica era 
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buscar solucionarla a través del número azaroso o la tómbola 
milagrosa. ¿Nuestro país está incursionando en su degrada- 
ción ética y moral, a través de la institucionalización del azar 
como única forma de poder revertir la situación económica de 
sus habitantes? Si ésta es la era de la “Tómbola”, de la “Com- 
boleta”, del “Cinco y seis”, etcétera, pues vamos a decirlo, 
pero me parece que aceptar la privatización de los casinos es 
una exageración. Ellos se encuentran dentro de nuestro folkto- 
re azarístico, pero vamos a dejarlos en manos del Estado, 
porque un casino administrado por particulares, evidentemen- 
te conilevará males mayores. En todos los países donde se 
privatizó el juego, vino la mafia y detrás de ella la trata de 
blancas, que es peor que el proxenetismo, así como también la 
droga pesada. En ese sentido, no creo que haya nadie que me 
pueda demostrar lo contrario. 


A través de este inciso primero del artículo 2% también se 
puede privatizar la lotería nacional, así como también la qui- 
niela, y no hay nada que le impida al Estado hacerlo. 


Todas estas son las interrogantes que planteamos y que 
demuestran la inconveniencia de otorgar estas potestades ex- 
cesivas al Poder Ejecutivo de turno. Se me puede contestar lo 
que a otros senadores, en el sentido de que no son esas las 
intenciones del Gobierno. Yo les voy a creer, pero compren- 
dan que no estamos legislando para este Gobierno, porque en 
esta ley no existe ningún aditivo que exprese que queda auto- 
máticamente derogada el día que aquél cese en su mandato. 
Por el contrario, tendrá carácter permanente en tanto no apa- 
rezca Otra ley que la derogue. ¿Quién nos puede garantizar 
cuáles van a ser las intenciones del gobernante que asuma el 
1% de marzo de 19957. 


He escuchado con estupor decir al señor miembro infor- 
mante -y con esto formulo una pregunta- que hoy el Estado 
puede conceder a particulares la explotación de los casinos. 
En ese sentido, quiero que se me informe cuál es la disposi- 
ción legal que ampara esa afirmación. 


Durante la administración colorada del pasado quinquenio 
-en la que yo era representante- el Ministro de Turismo, señor 
Villar, que integraba el mismo sector que quien habla, concu- 
rió a una Comisión -ante la cual yo figuraba simplemente 
como delegado- a proponerle al Parlamento Nacional la posi- 
bilidad de permitirle a un particular edificar un hotel cinco 
estreilas con un casino privado. Yo, que, repito, no era miem- 
bro sino delegado, concurrí a esa Comisión expresamente para 
oponerme a esa proposición, porque siempre me pareció un 
disparate que se le permitiese a un particular explotar un casi- 
no. Entonces, si durante la pasada Legislatura se solicitó al 
Parlamento una ley de este tipo, ¿dónde está la disposición 
legal que hoy le permite al Estado uruguayo, gobierne quien 
gobierne, conceder la administración de un casino? Si esa 
disposición existe, ¿cuál es el milagro que se ha concretado en 
el hecho de que no exista ningún casino privado funcionando 
en el Uruguay cuando es uno de los negocios más apctecidos 
por capitales privados que, por lo general, encaminan su ac- 
cionar hacia intereses que son totalmente espúrcos, cuando no 
delictivos? 
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Reitero que este inciso primero del artículo 2* -interpretán- 
dolo en consonancia con el resto del Capítulo [ y por las 
facultades tremendas que otorga al Poder Ejecutivo- va a per- 
mitir que vastas actividades desarrolladas por el Estado, como 
por ejemplo monopolios que algunos sectores consideran que 
se deben conservar, puedan ser desmonopolizados o privatiza- 
dos. Por lo tanto, en oportunidad de tratarse caso por caso, 
algunos sectores lo votarán en contra, pero lo harán a favor en 
cuanto a esta autorización genérica que se le está otorgando a 
este Poder Ejecutivo y a los que lo sucedan. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Voy a comenzar el análisis de 
este artículo 2% como lo he hecho en todo momento en que 
nos hemos referido a este Capítulo 1, o sea, formulando algu- 
nas preguntas que he reiterado y para las que todavía no he 
obtenido contestación de ningún señor senador, 


En primer lugar, ¿por qué se pone un Capítulo que no dice 
especialmente qué es lo que se quiere conceder o qué es lo 
que se desea entregar a particulares a través de contratos? 
Aprovecho para decir que el ejemplo que hace unos instantes 
se trajo -y seguramente debe haber sido el decreto-ley del año 
1943- es el que tiene mayor amplitud para hacer concesiones, 
El señor senador Zumarán se ha referido a una historia legis- 
lativa determinada y a leyes que aprobaban o autorizaban 
concesiones concretas. 


El señor Presidente del Senado ha leído muy velozmente 
-naturalmente urgido por razones de tiempo- el ejemplo más 
amplio que puede encontrarse, referido específicamente al 
transporte interdepartamental, nacional, y que cubre determi- 
nadas distancias. 


Fíjense, entonces, la tremenda amplitud que se le daba al 
Poder Ejecutivo -es obvio que se trataba de un decreto-ley 
dictado en un momento del gobierno de facto- y aún así se 
tuvo el respeto de no dar una carta blanca a dicho Poder, a la 
Administración. 


En consecuencia, continúo preguntando por qué si se quie- 
re privatizar determinados servicios por medio de la conce- 
sión -aunque no se denomine como privatización sino que se 
utilice el verbo concesionar- si se quiere entregar la gestión de 
los servicios industriales y comerciales, repito, por qué no se 
indica, por lo menos, cuáles son, para que el Parlamento pue- 
da estar en conocimiento de ellos, Si la razón de no hacerlo 
está basada en que se trata de un tema que se desea que lo 
resuelva el Poder Ejecutivo, conforme a las condiciones de 
negociación más importantes, entonces que se diga que ese es 
el argumento, aunque quien habla no lo va a aceptar porque 
entiende que todo este Capítulo, por razones de constituciona- 
lidad, está muy viciado. Sin embargo, de esa forma tendría- 
mos una respuesta. 
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Aquí se ha preguntado, para dar un ejemplo, qué ocurrirá 
con UTE, A su vez, quien habla se plantea la siguiente inte- 
rrogante: ¿UTE se concesiona por medio de este artículo 12, 
porque es un servicio público O porque es uno de carácter 
industrial -seguidamente me referiré a las respuestas que se 
dieron aquí sobre esta materia- y, por lo tanto, está compren- 
dido en la redacción del artículo 22?. 


Hace unos instantes, se ha dicho que UTE, por ley, es un 
servicio público; eso es cierto, porque, aunque sea entre comi- 
llas, el Decreto-Ley N* 14,694 lo estableció como tal. Sin 
embargo -fíjense qué curioso, interesante y hasta folklórico- 
ese servicio público -que ha sido denominado como tal por el 
doctor Sayagués Laso, aunque este autor ha incluido algunos 
que no los son; el doctor Sayagués Laso, cabe destacar, por 
razones de tiempo y de prestigio merecido, por supuesto, ha 
sido el único jurista invocado constantemente en esta discu- 
sión- lo que hace es prestar energía eléctrica a terceros, por lo 
que, naturalmente, se trata de un servicio público, de acuerdo 
con la definición de Sayagués Laso. Pero UTE también produ- 
ce energía, lo que también se define como servicio público 
por este mismo autor. Esta contradicción está demostrando la 
necesidad de definir concretamente qué se entiende por servi- 
cio público. 


El Decreto-Ley N* 14.694, en su artículo 6%, dice que son 
servicios públicos aquellos organismos cuyas actividades 
“constituyen servicios públicos de electricidad de acuerdo con 
el artículo 2%”, Dentro de ese servicio público de electricidad, 
está comprendida la generación, transformación y trasmisión. 
Pero esto no es un servicio público, de acuerdo con la defini- 
ción doctrinaria aceptada, sino una actividad industrial y to- 
dos sabemos que es así. Sin embargo, cuando el organismo lo 
presta, es decir, cuando entra en contacto con el usuario, pasa 
a ser un servicio público. 


No estoy realizando este planteamiento con el fin de armar 
enredos jurídicos, sino para que todos entendamos este asunto 
con sentido común, para que todos sepan que está muy bien la 
definición dada por el doctor Sayagués Laso, que es la más 
moderna, la que todos hemos aceptado aquí, pero no la que 
más se usa siempre en nuestro Derecho Positivo, Por lo tanto, 
debió haberse tenido no digo el cuidado de un buen padre de 
familia, pero aunque sea el de un buen tío, es decir, el de 
haber establecido una definición más o menos correcta en 
estos artículo 1* y 2*. 


Asimismo, agrego una pregunta más a las ya enunciadas. 
¿UTE se concesionará o no como servicio público o se regirá 
exclusivamente por las disposiciones posteriores referidas a 
este organismo? Porque, por lo que veo, esas normas no ex- 
cluyen también la aplicación de los artículos 1? y 2%, que están 
comprendidos en las disposiciones generales. 


En lo que tiene que ver con la Represa de Salto Grande, he 
escuchado aquí que ella es binacional. ¡vaya novedad! Es 
obvio que lo es, pero es gubernamental, ya que no se trata de 
un organismo binacional privado, extragubernamental o no 
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gubernamental. Por lo tanto, si se privatiza pasaría a integrar 
la nómina de organismos que saldrían de la órbita del Estado. 


Pregunto, además, por qué me tengo que enterar por medio 
de rumores de que existe ambiente para concesionar o contra- 
tar una determinada gestión; ese es un tema que se está estu- 
diando a nivel jurídico. Pero, ¿por qué, reitero, los legislado- 
res debemos enteramos de ello por ese tipo de vías? ¿Cuál es 
el inconveniente de decir, por medio de un proyecto de ley, en 
los artículos 1% o 2%, que se busca concesionar tal servicio o 
contratar tal otro? Si el impedimento es que se entiende que el 
Parlamento es muy pesado y muy deliberativo, pues entonces 
dígase eso. Pero no es posible que me entere por casualidad, 
en la puerta de un Juzgado oyendo los comentarios de algunos 
colegas, de que se están haciendo estudios relativos a la priva- 
tización de Salto Grande, de si el procedimiento más adecua- 
do es el de la concesión -porque ello podría traer problemas 
con los acreedores, teniendo en cuenta que algunos ya han 
hecho sus planteos- o de si lo más conveniente es utilizar el 
método establecido por el artículo 2* de este proyecto de ley, 
para lo que, desde mi punto de vista, habría que comenzar a 
discutir si las actividades de Salto Grande están comprendidas 
en lo que se ha dado en llamar servicio público. Si considera- 
mos la definición dada por los especialistas, UTE es un servi- 
cio público, pero como lo que existe en la Represa de Salto 
Grande es producción de energía, más bien daría para pensar 
que se trata de un servicio industrial, si uno lo ve con un poco 
de sentido común. 


Entonces, ¿de qué se trata? De que el misterio de estos dos 
artículos se devele por lo menos para el Parlamento. Si existe 
algún aspecto secreto o cerrado, cuya revelación pueda gene- 
rar daños al Estado, nosotros también podemos hacer una se- 
sión igualmente reservada; lo importante es que debemos en- 
terarnos de qué es lo que hay detrás de esos artículos, qué es 
lo que se piensa privatizar, concesionar o ceder. 


Me voy a referir, también a modo de ejemplo, a las activi- 
dades desempeñadas por los Bancos de la República y Cen- 
tral, Fíjense los señores senadores que aquí hay algo muy 
curioso. Los señores legisladores -y no dudo que con buena 
intención y mucha autoridad como intérpretes, pero no como 
hacedores de lo que se va a ejecutar- han dicho que estos 
Bancos no están comprendidos. Entonces, ¿por qué se les 
excluye expresamente en el artículo siguiente -que habla de 
los planes quinquenales que se deben presentar- y no en este 
segundo? ¿Cuál es el motivo? Para mí, ese es otro misterio. Si 
realmente no se está pensando en los Bancos del Estado, si 
por ejemplo no fuera cierto lo que un día se me ocurrió imagi- 
nar en relación con la compra del Banco Comercial -en cuan- 
to a que ella se haría porque se trataba de un Banco con una 
red de sucursales muy importante y, a lo mejor, podría susti- 
tuir al Banco de la República porque era el único en condicio- 
nes de hacerlo, por razones locativas- con picardía no propia 
sino ajena -lo que decidí descartar porque no era posible- 
entonces ahora, leyendo este artículo, ¿por qué nadie me ex- 
plica a qué se debe la exclusión de los Bancos de la República 
y Central, que acá no se menciona, sino que está expresada en 
otra norma, que no tienen nada que ver con esto?. 
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En consecuencia, es obvio que este artículo 2? permite que 
la gestión de las actividades industriales y comerciales de los 
Bancos de la República y Central sea transferida a los particu- 
lares. No sé si se va a hacer. 


A propósito de todo esto, se ha mencionado aquí el tema 
de la emisión, El señor Presidente del Senado afirmó -lo que 
comparto vehementemente- que la emisión es un servicio 
esencial y que, de ninguna manera, en mi interpretación, esta- 
ría comprendida por este artículo. Sin embargo, no me preo- 
cupo por la interpretación que quien habla le pueda dar, sino 
por la que pueda tener la gente del equipo económico de 
Gobierno, que manifiesta que la emisión no es un servicio 
esencial. No sólo lo ha manifestado, sino que lo fundamentó. 
Y lo ha hecho bastante bien desde el punto de vista de este 
marco de la Escuela de Chicago. Reitero que estoy de acuerdo 
con la afirmación hecha por el doctor Aguirre en cuanto a que 
la emisión de monedas es un servicio esencial del Estado. Sin 
embargo, resulta que los privatizadores a ultranza -y no digo 
que todos los señores legisladores que defienden este proyecto 
de ley lo sean o que, por lo menos, lo sean a sabiendas- 
sostienen algo muy interesante sobre lo que convendría refle- 
xionar. Tomando como base, que parece bíblica para esta ley 
lo sostenido por el profesor Sayagués Laso, ¿cómo se definen 
los servicios esenciales? Como aquellos que pertenecen a acti- 
vidades que el Estado -y sólo él- puede cumplir. Esta es, más 
o menos textual, la definición dada por el profesor Sayagués 
Laso a lo que es servicio esencial. Pero resulta -y aquí vienen 
los ejemplos de la Escuela de Chicago- que el Banco de la 
Reserva de los Estados Unidos no es estatal, como lo saben 
quienes han accedido a estudios en colegios norteamericanos, 
Dicho banco tiene una naturaleza muy especial puesto que en 
él existe participación de actividad financiera privada, aunque 
el Estado sea la figura principal. El Banco Central de México 
-primer Banco Central fundado en América Latina- fue una 
sociedad anónima hasta 1983. Y refiriéndonos a nuestro país, 
debo decir que hasta 1967 el órgano que emitía moneda era 
mixto, ya que estaba formado por el Directorio del Banco de 
la República y por delegados de la Asociación de Bancos 
Privados (Consejo Honorario del Departamento de Emisión). 
Fue precisamente por esta razón que muchos juristas urugua- 
yos se planteaban la interrogante de si la emisión era o no un 
servicio esencial. A mi juicio lo es, porque entiendo que la 
moneda es uno de los símbolos de la soberanía de un país, 
pero esa es una convicción ideológica. Quizás la frase del 
doctor Sayagués Laso no sea muy feliz, porque habla de la 
actividad financiera estatal, cuando creo que quiso referirse a 
la emisión porque, como decía el señor senador Cassina, ex- 
presar que la actividad financiera es un servicio esencial sería 
como creer que no pueden existir bancos privados, casas de 
cambio a cargo de particulares, porque esta tarea sólo puede 
realizarla el Estado. 


Este artículo 2*, en particular si lo conectamos con el pri- 
mero, permite que todas las actividades industriales y comer- 
ciales del Estado, no sólo las de las empresas públicas -como 
llamamos aquí a los Entes Autónomos y Servicios Descentra- 
lizados- sino aquellas que pueden realizarse dentro de la Ad- 


26 de Junio de 1991 


ministración Central, sean entregadas a particulares. Como 
bien lo señalaba el señor Presidente en la tarde de ayer, dentro 
de la Administración Central no deberían llevarse a cabo este 
tipo de actividades, por lo menos en grado importante, porque 
el artículo 185 de la Constitución lo prohíbe, pero ocurre que 
se ha entendido razonable que los Ministerios realicen cierta 
actividad industrial o comercial como algo accesorio. Me re- 
fiero, por ejemplo, a la compra de viviendas que luego venden 
a sus funcionarios. Como aquí se habla de la Administración 
Central y de los Entes Autónomos excluyendo solamente los 
servicios públicos -que ya pueden ser entregados a particula- 
res, de acuerdo con el artículo 1*%- y los servicios esenciales 
-entre los que hay algunos dudosos- sin duda alguna todos los 
servicios industriales y comerciales pueden ser entregados a 
particulares, bajo un régimen que no se sabe si también impli- 
ca la venta. 


Al hablar de derechos reales y personales sin mencionar la 
propicdad o la venta, en los últimos arreglos en Comisión, 
quizás se tuvo la intención de que ello no ingresara en el 
concepto, pero uno de los dercchos reales más clásicos es, 
precisamente, el de propiedad. Por lo tanto, transferir un dere- 
cho real incluye la propiedad, el usufructo, el uso de la prenda 
o la hipoteca. De cualquier manera, esperamos que al hablar 
de derechos reales no se haya tenido la intención de compren- 
der, también, los traspasos de propiedad, aunque eso no es lo 
más grave. Lo que sí me parece de extrema gravedad es que 
toda la actividad industrial y comercial del Estado pueda ser 
contratada para que la desempeñe un particular, y no porque 
el Parlamento lo autorice, 


Felizmente, por una loable iniciativa de la Secretaría de la 
Comisión de Constitución y Legislación, se han incluido en 
los repartidos las leyes orgánicas de todos los Entes Autóno- 
mos y Servicios Descentralizados comprendidos por esta ley, 
aunque no sabemos con exactitud cuáles son, porque algunos 
se nombran expresamente y otros se incluyen en forma gené- 
rica en los primeros artículos de este proyecto. Si observamos 
esas leyes orgánicas, veremos que contienen artículos en los 
que se establecen las competencias de cada organismo. Quien 
las lea puede tener la absoluta convicción de que el Estado, a 
través de un acto jurídico válido, expresó lo que harían estos 
Entes, y nunca dijo que se puedan dar en concesión. Esta es la 
razón por la que ahora se presenta una ley que sí lo dice. Sin 
embargo, como se han aprobado leyes concretas para estable- 
cer las competencias de cada organismo, las modificaciones 
deben dirigirse a cada una de ellas, precisamente para no 
vernos enfrentados a esta situación. 


Invito a los señores senadores a que lean cualquier ley 
orgánica en la parte que hace mención a las competencias de 
los organismos; verán que allí aparece una lista. ¿Qué es lo 
que hace este proyecto de ley? Agrega de manera genérica la 
posibilidad de que el Poder Ejecutivo lo entregue en conce- 
sión a un particular. Es como si se incluyera esta facultad cn 
cada una de las leyes orgánicas. Quiere decir que no será el 
legislador quien lo autorice en cada caso, sino que será el 
Poder Ejecutivo quien decidirá si lo hace o no, cuándo y en 
qué condiciones. 
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Quiero recordar un antecedente en el que se da la misma 
situación desde el punto de vista jurídico y con respecto al 
cual no sólo hubo declaraciones públicas de los organismos 
jurisdiccionales, sino que finalmente se llegó a la derogación 
de la ley. Quienes han estudiado los temas de Derecho Públi- 
co recordarán la famosa Ley Baltar por la que se facultaba al 
Poder Ejecutivo nada más que a fijar la fecha de entrada en 
vigencia de los monopolios; no se les facultaba, siquiera, a 
agregar o eliminar competencias a su cargo. Sin embargo, 
toda la doctrina ultraliberal que hoy otorga estos poderes al 
Ejecutivo, entendió -sin excepciones- que esa ley era contraria 
a la Constitución y por esa razón se la derogó. Todos recorda- 
mos el estudio realizado por el doctor Carbajal Victorica y el 
efectuado por el profesor Juan Andrés Ramírez, que resultaron 
muy interesantes en la época. Se comprendió que no se le 
podía dar el Poder Ejecutivo la facultad de fijar la fecha en 
que entraría en vigencia un monopolio, ¡Obsérvese qué fue lo 
que se consideró inconstitucional y por ello se derogó! Hoy, 
en cambio, se otorga al Poder Ejecutivo una facultad abierta 
para concesionar o entregar por vía de contrato, cosas que el 
Parlamento ni siquiera sabe cuáles son. 


Muchas gracias, señor Presidente, 
SEÑOR RICALDOM!I. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDON!I. - Señor Presidente: con respecto a 
este artículo, tenemos algunas objeciones que nos impedirán 
votarlo. 


Siempre compartimos la idea de distinguir entre lo que 
eran actividades fundamentales de un Ente Autónomo o de un 
Servicio Descentralizado -incluso del propio Poder Ejecutivo- 
de las actividades accesorias. Como ejemplo, mencionaré el 
siguiente, ¿Cuántas imprentas poseen las distintas empresas 
estatales? ¿Se justifican? ¿No implica un aumento de gastos 
absolutamente inconducente e innecesario para el logro de 
determinados objetivos? ¿No sería ventajoso centralizar todas 
las publicaciones oficiales en una imprenta del Estado o con- 
tratar o subcontratar empresas particulares para que las rcali- 
cen? 


Existen actividades relacionadas con materias que mal 
pueden encuadrarse dentro de lo que es un servicio esencial o 
un servicio público. Compartiéndose la idea, nos pareció ade- 
cuado elaborar una norma que aligerara a la Administración 
-9 por lo menos le diera la posibilidad de hacerlo- de tarcas 
que no hacen a lo que es un servicio esencial o un servicio 
público. 


La redacción resultante del acuerdo entre distintos sectores 
del Parlamento, con posterioridad a la finalización de la labor 
de la Comisión integrada, a mi juicio -y lo digo con los respe- 
tos debidos- es lisa y llanamente un galimatías. 
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El primer aspecto que nos llama la atención es que se 
busca el requisito de las altas mayorías para aquellas activida- 
des de menor importancia -ya que como acabo de decir esa es 
la intención visible del artículo- que son las que están contem- 
pladas en este artículo. Concretamente, se requieren, 4 votos 
en 5 presentes o tres en tres para contratar, por ejemplo con 
una imprenta particular. Precisamente nosotros sosteníamos lo 
contrario en nuestro proyecto -cuya suerte es fácilmente pre- 
sumibie- donde no se hacía ninguna mención a qué tipo de 
mayorías se debían alcanzar en estas hipótesis. 


Por otro lado, en este artículo 2* las mayorías de cuatro en 
cinco o la unanimidad de tres en tres, no se sabe a qué casos 
se aplican, porque en el segundo inciso de este artículo, en su 
segundo párrafo, se establece que: “En el caso de Entes Autó- 
nomos y Servicios Descentralizados se requerirá para ello re- 
solución dictada con el voto favorable de cuatro integrantes 
cuando el Directorio tenga cinco miembros y de la unanimi- 
dad en los Directorios de tres”. ¿Qué significa la expresión 
“para ello”? ¿Se refiere a lo que se establece en el párrafo 
anterior de este segundo inciso o a lo que está contemplado en 
el primer inciso de este artículo? 


En consecuencia, sea cual sea la interpretación que se le 
dé -no sé cuál es y me gustaría saberlo, por lo menos, para la 
historia fidedigna de la sanción de este proyecto de ley- hay 
que advertir que se exigen mayorías más altas que las que se 
requieren en el artículo 1%. 


Por otro lado, he escuchado a algún señor senador pregun- 
tarse qué sentido tienen algunas normas de este Capítulo, 
cuando en realidad si aprobamos este artículo de la misma 
forma cn que se hizo con el primero, resultan innecesarias 
muchas otras disposiciones que vienen luego. 


En este sentido, pienso que no hay otra alternativa que 
buscar explicaciones lógicas, o sea, utilizar un criterio de in- 
terpretación que suponga la coherencia de las distintas nor- 
mas, lo que supone lo que dicen los dos primeros artículos 
será, sin perjuicio de lo que pueda disponerse en contrario en 
los Capítulos especiales, que vienen a continuación. Quizás 
sea útil que los autores de este proyecto aclaren si estas nor- 
mas hacen innecesarias o no a las que se establecen luego en 
otros Capítulos. 


Otra razón que me obliga a decir que este nuevo artículo 
2* es confuso, radica en la introducción de la expresión “servi- 
cios sociales”. Se me pueden poner ejemplos de lo que podría 
ser un servicio social, pero ocurre que nadie en este país 
puede citar una definición legal del mismo. Quizás esta expre- 
sión pueda referirse a los servicios médicos de un Ente Autó- 
nomo, o a las guarderías infantiles destinadas a que los niños 
de las funcionarias estén atendidos y alimentados como co- 
rresponde, mientras sus madres trabajan esforzadamente en un 
Ente Autónomo. Este concepto también podría relacionarse 
con las “cajas mutuas” que existen en algunos Entes Autóno- 
mos o Servicios Descentralizados destinadas, por ejemplo, a 
pasividades complementarias. Precisamente, en la Adminis- 
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tración Central que también está contemplada en este artículo 
22, existe una Caja Mutua dentro del Ministerio de Relaciones 
Exieriores y creo que en muchos Entes Autónomos también 
ocurre lo mismo. 


El señor senador Cassina me acota que esto se extiende a 
casi todos los Entes Autónomos. 


Entonces, ¿es ésta la intención del artículo? Si así es, o 
sea, si se refiere a los servicios médicos, a las guarderías in- 
fantiles, o a las distintas Cajas Mutuas, me pregunto por qué 
no se puede contratar un servicio médico con particulares, 
¿Por qué no se puede ir al Sindicato Médico, a la Casa de 
Galicia o a la entidad que fuere para contratar los servicios 
médicos de un Ministerio, de un Ente Autónomo o de un 
Servicio Descentralizado? ¿Por qué se ha optado por esta re- 
dacción, como si con ella se estuviera defendiendo algo así 
como la soberanía nacional, cuando precisamente de lo que se 
trata es de no complicarle la vida a la Administración Central 
ni a los Entes Autónomos, ni a los Servicios Descentralizados, 
con tareas que no son las que están expresamente previstas en 
sus Cartas Orgánicas? En consecuencia, esto que se ha defini- 
do como una enorme conquista, a mi entender es un retroceso, 
incluso frente al proyecto elaborado por la Comisión. 


Más aún señor Presidente. Este artículo ticne relación con 
el artículo aditivo que viene a continuación y que dispone que 
no se podrá privar a un Ente Autónomo o a un Servicio Des- 
centralizado, de la prestación directa de todos sus cometidos. 
Personalmente no sé qué quiere decir esto y me referiré a cllo 
cuando ingresemos al estudio del artículo 3%, quizás pueda ser 
una fórmula que se contradiga con aspectos que ya se han 
votado en el artículo 1? y constan en el 2?. Si se le prohíbe a 
un Ente Autónomo o a un Servicio Descentralizado dejar de 
prestar directamente lo que aquí se define como “todos sus 
cometidos”, me pregunto qué son esos cometidos, ¿Son acaso 
las competencias asignadas por las Cartas Orgánicas respecti- 
vas o -como decía Sayagués Laso- en su defecto, los poderes 
jurídicos que se tienen para cumplir con esas competencias? 
No lo sé y observo que el señor Presidente sonríe, pero tendrá 
que convenir conmigo en que si yo tengo esa duda también 
puede suceder que la tengan otros. 


De todos modos, me parece que lo fundamental cs evitar 
que estos artículos signifiquen un festín para los que escriben 
artículos de doctrina o para los abogados en litigios con la 
Administración, o desconfianzas e incertidumbres que, en de- 
finitiva, conduzcan a reforzar el cuestionamiento de este pro- 
yecto de ley para el caso de que se convierta en ley. Ello no le 
haría ningún bien al país, porque si bien es muy válido recu- 
rrir al mecanismo previsto en el artículo 79 de la Constitución 
de la República, que es el del referéndum, sabemos por expe- 
riencias muy recientes que en esos casos se paraliza el país y 
terminamos-enfrascándonos en discusiones que nos sustraen 
de la búsqueda de la solución de los reales problemas del país, 


Por lo tanto, señor Presidente, recapitulando digo que, por 
una parte, se ponen mayores exigencias o trabas en este ar- 
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tículo que pretende resolver cuestiones de menor importancia 
que aquellas que existen en el artículo 1%, por otra parte se 
introducen en él expresiones que se prestan para la confusión. 
Además contiene agregados que son inconvenientes, 


Por las razones expuestas nuestro sector no va a acompa- 
fiar con su voto este artículo, 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ZUMARAN. - Con relación a este artículo 2*, 
desco plantear algo más directo de lo que con más acierto 
hizo el señor senador Korzeniak. Según he leído, por el artícu- 
lo 19, relativo a los servicios públicos, y por este artículo 2? 
relativo a las actividades comerciales e industriales -que no 
tienen ese carácter sino que refiere a otras actividades genera- 
les del Estado- podríamos concluir en que esta situación extra- 
limita completamente lo que, incluso los proponentes de la 
norma han divulgado. 


Por ejemplo, el Directorio de UTE -para citar un caso muy 
concreto- podría contratar, con un particular, la explotación 
de la Represa de Palmar, Pero además, según lo que establece 
el inciso segundo del artículo 2%, también le podría vender la 
represa. Quiero ser muy concreto al preguntar si estamos auto- 
rizando, entonces, a dicho Directorio a vender las represas de 
Palmar y de Baygorria. 


Estoy pensando, además, en el Directorio de ANCAP, 
Ente que refina petróleo y que también podría contratar, por 
imperativo del artículo 2%, a un particular. También le podría 
vender su refinería a ese particular. Los ejemplos son ilimita- 
dos. Podríamos organizar un torneo, no de antecedentes legis- 
lativos del siglo pasado, de cómo nuestros antecesores legisla- 
ban en esta materia, sino de las cosas que -si este proyecto de 
ley se aprueba- la administración pública podría enajenar. 


SEÑOR PEREYRA. - ¿Me permite una interrupción, se- 
for senador? 


SEÑOR ZUMARAN. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA. - El señor senador Zumarán está tra- 
tando un punto importante. Respecto a un ejemplo concreto 
que él ha planteado, referente a las represas, nosotros también 
hemos tenido preocupaciones. Más aún, cuando en alguna 
oportunidad se ha hablado de la posibilidad de la venta de 
algunas de las represas o que ellas fueran entregadas en régi- 
men de concesión o de contrato, se nos dio una explicación 
muy amplia por parte de los técnicos de UTE en el sentido de 
que aunque a alguien se le ocurriera tal cosa, ello sería abso- 
hutamente imposible. Esto se debe a que el sistema de represas 
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está concatenado, se tiene que manejar en su conjunto y no en 
forma aislada porque el caudal de agua de una represa depen- 
de del que tengan las demás y viceversa. De manera que el 
sistema de represas, de acuerdo con la información técnica 
que se nos ha dado, tiene que funcionar en todo su conjunto. 
De forma que una represa... 


SEÑOR BRUERA. - Pueden ser todas. 


SEÑOR PEREYRA. - Se me acota que pueden ser todas. 
Creo que nadie que lea detenidamente este artículo puede 
dudar de que cuando en él se dice que no podrán autorizar 
contratos o subcontratos con terceros en ejecución de otras 
actividades de su competencia que no constituyan cometidos 
esenciales del Estado ni servicios públicos o sociales, se hace 
referencia a los tres. Evidentemente, las represas tienen un 
cometido que nadie en este país puede ignorar, que es el de 
proporcionar energía barata, impidiendo la importación masi- 
va de petróleo con que se hacía funcionar las centrales térmi- 
cas. Por lo tanto, si a un gobernante se le ocurriera la posibili- 
dad de entregar estas represas para hacer funcionar las del 
Estado con un combustible a un costo mucho más caro, creo 
que cualquiera de nosotros emplearía todos los medios que 
tuviera a su alcance para ejercer los poderes que la Constitu- 
ción nos da a efectos de tlamarlo a responsabilidad por tama- 
ña atrocidad. 


Considero que esto no puede siquiera discutirse y mucho 
menos tomarse en broma, como lo ha hecho parte de la banca- 
da del Frente Amplio, porque siempre ha merccido de mi 
parte el mayor respeto y no le voy a tolerar esas cosas. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Zumarán. 


SEÑOR ZUMARAN. - Tomé los ejemplos de las dos re- 
presas a que se refirió el señor senador Pereyra, y también el 
de la refinería de ANCAP porque pienso que reúnen las sí- 
guientes características, La primera es que se trata de bienes 
de un valor de cientos de millones de dólares en cualquiera de 
los casos. Es decir que constituyen un aspecto sustancial del 
patrimonio público. Con esto estoy diciendo que no me nega- 
ría en absoluto a considerar una disposición que incluyera la 
transferencia de derechos reales. En otras palabras, me estoy 
refiriendo a la venta, a la enajenación de bienes de menor 
cuantía. 


Por otro lado, me parece que los ejemplos son ilustrativos 
porque en mi concepto -aunque reconozco que esto es discuti- 
ble- son bienes que no son base para los cometidos esenciales 
del Estado -por mi parte los limito a la Administración de 
Justicia, a la Policía, al Ministerio de Relaciones Exteriores- 
ni son servicios públicos. Entiendo que la refinación de com- 
bustible no es un servicio público, aunque tengo mis dudas 
sobre UTE, porque se trata de un tema más confuso. Sin 
embargo, dentro de las actividades de este Ente, la generación 
de energía, justamente, no constituye un servicio público. 
Digo esto porque, incluso, en nuestro país hay muchos apara- 
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tos generadores de energía eléctrica -inclusive de uso particu- 
lar- que funcionan, sobre todo en el interior de la República. 
En fin, considero que este sería un tema para estudiar muy a 
fondo. Evidentemente, no se trata de servicios sociales, sino 
que, a mi juicio, constituyen actividades comerciales o indus- 
triales comunes de la Administración. 


Quiero señalar, que no me niego “a priori” a que esto se 
venda. No me parece que el daño esté en autorizar la venta 
porque, en definitiva, todo lo que esté en el comercio de los 
hombres es susceptible de ser vendido. 


Considero que lo dramático de esta situación es que no se 
diga, por ejemplo, qué interés puede haber en vender bienes 
como las represas, o refinerías, etcétera. Quizás no sería un 
mal negocio proceder a vender para conseguir una enorme 
cantidad de dinero que permitiera pagar la deuda externa y 
reformular la seguridad social, entre otras cosas. Estoy dis- 
puesto a analizar esa hipótesis y a aceptar que en el futuro el 
Poder Ejecutivo o cualquier sector político tome la iniciativa, 
expresando que se les ocurrió vender la represa de Palmar por 
ejemplo en U$S 600:000.000 para cancelar un porcentaje de 
la deuda extemna. 


En el Senado se discutió extensamente sobre la convenien- 
cia de vender o no el oro de la nación, a esos efectos. En 
principio, todos los bienes materiales son vendibles y se pue- 
den comerciar. Esto, también le puede ocurrir a un particular 
cuando cn cierta emergencia puede resultar un negocio vender 
su casa y que un profesional le diga que es lo mejor que puede 
hacer en cesa situación porque obtendrá determinados benefi- 
cios, Pero aquí no se busca una forma tan indirecta ni pode- 
mos convertir esta negociación en un cheque en blanco. Pien- 
so que si hay un negocio que ya está previsto, por ejemplo, el 
de vender la represa de Salto Grande o la de Palmar para que 
con ese importe se puedan realizar ciertas cosas, no entiendo 
por qué no se pide autorización legislativa para llevarlo a 
cabo. Si se trata de la venta de bienes comunes de la adminis- 
tración y del Estado, creo que debemos elaborar alguna dispo- 
sición que la limite sólo a bienes razonables. Entiendo que la 
nueva Administración ya las tiene, porque continuamente está 
procediendo a vender. 


Si le preguntamos a cualquier persona qué significa la 
reforma del Estado, seguramente nos contestará que estamos 
tratando de que éste sea más eficiente, que los trámites sean 
más ágiles, que se trate mejor a la gente, que los servicios 
sean eficientes y más baratos cuando, en realidad -permítase- 
me disfrazar la situación- de lo que se trata es de lograr una 
autorización para vender, inclusive, los bienes que en el actí- 
vo del Estado tienen mayor cuantía económica. Creo que ten- 
dría que decirse que se pretende vender determinados bienes 
para que con ese importe se puedan comprar otras cosas. 


Insisto, señor Presidente, que en estos artículos 1? y 2* hay 
un cheque en blanco y que la tradición legislativa del país no 
ha sido ésta, es decir, la de que el Poder administrador tenga 
la facultad de disponer de bienes de tal magnitud. Muy por el 
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contrario, ha sido muy celosa tendiendo los “cordones de la 
bolsa” bien sujetos, liberándolos en forma muy medida. 


Con respecto a las manifestaciones del señor miembro in- 
formante en el sentido de que existía un criterio austero, rigu- 
roso y minucioso, que examinaba a quién se le concedía cada 
servicio público, en qué plazo, a qué precio y qué se le ven- 
día, no le veo ningún factor de progreso. Lo que es evidente 
es una delegación de facultades y funciones que no le hacen 
bien al Poder Legislativo ni a las administraciones que en el 
futuro dispongan de esta ley que tiene criterios excesivamente 
amplios en esta materia y que, en definitiva, no son conve- 
nientes para todos. 


SEÑOR CASSINA. - Me permite una interrupción, señor 
senador. 


SEÑOR ZUMARAN. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor, 


SEÑOR CASSINA. - En lo sustancial, ya hemos dicho que 
aquí lo que ocurre es que están en contraposición distintas 
concepciones. Desde el punto de vista estrictamente jurídico 
-coadyuvando con la argumentación del señor senador Zuma- 
rán- es muy claro que lo que estamos trasladando son las 
decisiones a la Administración. Cuando me refiero a la Admi- 
nistración hablo del Poder Ejecutivo, la Administración Cen- 
tral y la Descentralizada. No estamos haciendo una reforma 
del Estado sino que estamos autorizando a la Administración 
para que la haga, según criterios de mérito y conveniencia que 
la misma apreciará, Luego, a nosotros nos va a quedar el 
recurso de controlarla en función de criterios de mérito -que 
seguramente serán más discutibles pero no por razones de 
juridicidad porque ya le hemos dado atribuciones que son 
nuestras- es decir, las de decidir en cada caso, conforme a la 
Constitución -tal como lo expresé en mi exposición acerca del 
artículo 1%- por medio de reglas minuciosas en cuanto a la 
participación del Estado en la actividad comercial e industrial; 
que además establece, cómo y en qué oportunidad lo puede 
hacer, cuando el legislador se pronuncie, teniendo en cuenta 
las mayorías especiales. 


Aquí no sabemos qué es lo que va a pasar; se trata de una 
reforma del Estado en donde no podemos decir de qué manera 
se va a reformar, Ello lo va a decidir esta Administración y las 
futuras, pues este proyecto de ley no tiene plazo de vigencia. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Zumarán. 


SEÑOR ZUMARAN. - Debo decir que como siempre, re- 
cibo con la consideración que me merecen las opiniones del 
señor senador Pereyra. Lo hago gratamente porque pienso que 
las represas no podrían ser vendidas en forma individual ni 
tener otro destino que el que actualmente ticnen que es el de 
generar la energía en un sistema interconectado. 
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Este proyecto de ley permite que la venta de bienes del 
Estado se produzca y en gran volumen. A nuestro juicio, no es 
bueno que esto se haga de una forma tan directa. Si la inten- 
ción, voluntad o deseo de un Gobierno es la de poner a la 
venta determinados bienes del activo del Estado creemos que 
es beneficioso decir a quién se le va a vender, a qué precio y 
qué es lo que vamos a hacer con el dinero. Luego, en el 
acierto o en el error, el cuerpo político resolverá si la venta es 
o no conveniente para el país. Nadie puede decir que se trata 
de una cuestión de principio, cuando se trata de una venta 
razonable y sin dolo. Por lo tanto, es muy opinable si esta 
venta es conveniente -o no para el país. 


De acuerdo con los artículos 1* y 2*, son todas las activida- 
des del Estado las que se pueden transferir, menos aquellas 
que tienen un cometido o un servicio esencial. Los bienes de 
enorme valor que han formado asiento en el país, no se pue- 
den enajenar. Se dice que se pueden transferir como derechos 
reales, cuando todos sabemos que esto significa transferir la 
propiedad o el dominio. No es una disminución tan grande 
expresar, como lo hace el artículo primero, que se transfiere el 
usufructo, porque éste sí es por 99 años; inclusive, en la histo- 
ria de América Latina hay varios antecedentes de la transfe- 
rencia del usufructo sobre bienes de países latinoamericanos 
por 99 años. Pensamos que debemos decir de qué bien se 
trata, qué derechos reales son los que hay para constituir. Me 
vienen a la mente algunos puntos estratégicos de la costa y las 
situaciones que se podrían dar cuando se aplique esta ley y 
creo que son ilimitadas y muy graves para el futuro del país. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: lamento que el 
señor senador Pereyra haya pensado que el Frente Amplio ha 
tomado este tema en broma. Por ese motivo, quiero señalar 
muy claramente que lo hemos encarado no solamente muy en 
serio, sino también con mucha angustia. 


El señor senador Pereyra expresaba que no concebía que 
se pudiera pensar que se iba a poner en venta la represa de 
Palmar, o alguna otra. Concretamente, señaló que eso no iba a 
ocurrir y que, además, existían los medios para impedirlo. No 
tengo dudas de que ese es su pensamiento. Lo digo con total 
claridad, y no deseo que se interpreten mis palabras con un 
sentido irónico. 


No obstante ello, debo señalarle al señor senador Pereyra 
que me he enterado -y reitero que estoy hablando con total 
seriedad- de que en el Gobierno, a nivel del Poder Ejecutivo, 
se está estudiando técnicamente la mejor forma de vender la 
parte o el total de lo que Uruguay tiene en la represa de Salto 
Grande que, además, genera energía. Para ser más precisos, 
cabe indicar que se está analizando exactamente la misma 
figura jurídica que aquí se prevé: la concesión la entrega por 
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contrato o por subcontrato. Aclaro que he tomado conoci- 
miento de este hecho por una vía casual aunque, en realidad, 
hubiera preferido enterarme en el Parlamento, tal como lo ha 
señalado el señor senador Zumarán. 


Me angustia profundamente que haya dos artículos cuyo 
alcance se mantiene en misterio. En realidad, no aparecen 
respuestas definidas acerca de su contenido. Si se expresara 
que se desea privatizar, y se enviara una lista de una, dos o 
cien empresas o actividades, tendríamos la angustia política 
de no estar de acuerdo, pero a pesar de ello, tendríamos la 
posibilidad de discutir, de votar y, de ese modo, las mayorías 
decidirían. Entonces, por una vía democrática y legítima, el 
tema quedaría resuelto. 


Insisto en que no se señala con claridad -y por eso hablo 
de una angustia agravada- lo que se desea establecer a través 
de estos dos artículos. 


El señor senador Pereyra, reitero, ha expresado que es 
imposible pensar en la venta de la represa de Palmar ni de 
ninguna otra. No tengo dudas de que esa es su intención. Por 
su parte, el señor senador de Posadas Montero manifestó, días 
pasados, que el Banco República no estaba incluido, Tampoco 
tengo dudas acerca de su pensamiento. Pero, me pregunto cuál 
es el motivo por el que en lugar de todo esto no se indica 
concretamente qué es lo que se desea privatizar. Si la razón es 
que el Poder Ejecutivo quiere una carta abierta -vamos a no 
llamarle cheque en blanco- para poder decidir en cada mo- 
mento, creo que, al menos, se lo debe indicar con total preci- 
sión. Pero, ni siquiera, se ha dicho eso. Entonces, pienso que 
todos tenemos derecho a angustiarnos y a preocuparnos. 


Por lo tanto, está muy lejos de nuestra intención el deseo 
de hacer una broma con respecto a este tema. 


Muchas gracias. 
SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: en la lectura de 
este artículo 2? se puede advertir que se autoriza a la Adminis- 
tración Central, a los Entes Autónomos y a los Servicios Des- 
centralizados a contratar o a subcontratar con terceros, la eje- 
cución de otras actividades de su competencia. Como bien se 
ha señalado, aquí no se incluyen los cometidos esenciales del 
Estado, y los servicios públicos y sociales. En consecuencia, 
queda sumamente claro que todo lo demás -es decir, las acti- 
vidades comerciales o industriales del Estado, ya sea en el 
ámbito de la Administración Central, de los Entes Autónomos 
o de los Servicios Descentralizados- puede ser contratado para 
ser prestado por terceros, y que para ello se puede autorizar la 
venta, la dación en prenda, en usufructo o en uso, de los 
bienes de las empresas públicas. 
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No voy a reiterar las apreciaciones que han hecho otros 
señores senadores, acerca de todo lo que se puede hacer. El 
señor senador Millor hablaba de los casinos, pero hay otros 
ámbitos comerciales o industriales de la Administración Cen- 
tral. También se encuentran las empresas “guindas”, acerca de 
las cuales existe una gran ambición de que sean rápidamente 
vendidas al capital privado; un ejemplo concreto de esto, es la 
Compañía del Gas. Asimismo, se encuentran las represas. 


Debo señalar muy seriamente que a mi juicio esta ley 
posibilita que se puedan vender, por ejemplo, las plantas de 
refinación de combustibles y de alcoholes y la de portland de 
ANCAP,; las plantas de trasmisión de telecomunicaciones y la 
antena de Manga para la recepción de comunicaciones inter- 
nacionales. De este modo, podría seguir mencionando otros 
casos que se encuentran en esta misma situación. 


Con respecto a esto, quisiera exponer el mismo razona- 
miento que hice durante la exposición en general de este pro- 
yecto de ley. 


Obsérvese, señor Presidente, que según el artículo 188 de 
la Constitución, para que el Estado admita la participación de 
capitales privados en forma minoritaria en el patrimonio de 
los Entes Autónomos y los Servicios Descentralizados -los 
que, de ingresar, lo harán siempre, reitero, de manera minori- 
taria, de acuerdo al inciso primero de esta disposición consti- 
tuciona)- se necesitan tres quintos de votos del total de com- 
ponentes de cada Cámara. A través de esta ley, se puede auto- 
rizar a vender la mayoría del patrimonio de un Ente Autóno- 
mo como, por ejemplo, todos los servicios y la base estructu- 
ral de ANTEL y reservarse -porque hay una disposición que 
así lo prevé- los teléfonos de Constitución, de Pirarajá o de 
Pueblo Porvenir, para citar una localidad de mi departamento. 
De este modo, se cumple con la exigencia de reservar una 
parte, pero todo lo demás, reitero se puede vender. Esto se 
puede llevar a cabo, repito, por medio de una mayoría absolu- 
ta de votos del total de componentes de cada Cámara, es decir 
con 16 en el Senado y 50 en la Cámara de Representantes. 


Por tanto, tengo que hacer, obligatoriamente, una lectura 
combinada de lo que está en esta disposición: se puede vaciar 
de contenido a un Ente Autónomo o a un Servicio Descentra- 
lizado y vender la propiedad de la Administración Central por 
una mayoría absoluta de componentes de cada Cámara; pero 
para autorizar al capital privado a ser socio minoritario, se 
exige tres quintos de votos. Entonces, cuando leo las normas 
relativas a PLUNA y a ANTEL observo que se plantea la 
participación del Estado como socio minoritario de esas em- 
presas -lo que figura en los parágrafos tercero y cuarto del 
artículo 188- para lo cual la ley, por mayoría absoluta del total 
de componentes de cada Cámara lo autorizará en cada caso. 
Entonces, vendemos la mayor parte del patrimonio de los 
Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, con una ley 
que votamos 16 a 15 en el Senado y SO a 49 en la Cámara de 
Representantes, y luego por otro mecanismo -también por 
mayoría absoluta- convertimos al Estado en socio minoritario 
de PLUNA y de ANTEL. Naturalmente, esto se aplica a estos 
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casos, porque puede no ser socio minoritario, Esto significa 
que para vender el patrimonio mayoritario de las empresas 
públicas o el de la Administración Central se requieren 16 
votos, en tanto que para autorizar el ingreso del capital priva- 
do se necesitan tres quintos del total de componentes de cada 
Cámara. 


A mi juicio -y lo digo con todo el respeto que me merecen 
los creadores de este proyecto- esto es un subterfugio, a través 
del cual se sortean las disposiciones constitucionales, y para 
alcanzar lo más se utilizan los mecanismos que por medio de 
normas estudiadas cuidadosamente llevan a disponer de me- 
nos votos, cuando para hacer lo menos, se requieren más vo- 
tos. 


Esto es francamente inconstitucional y no creo que pueda 
soportar el menor análisis desde ese punto de vista. Entonces, 
además de la razón de fondo que hemos expuesto hasta el 
cansancio en este debate, objeto el mecanismo nada claro ni 
transparente con el cual se quiere lograr la enajenación del 
patrimonio del Estado. 


SEÑOR PEREYRA. - ¿Me permite una interrupción, se- 
for senador? 


SEÑOR GARGANO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - El señor senador Gargano ha dicho 
algo que es muy grave. No dudo que haya elaborado ese 
pensamiento después de reflexiones serenas. Ha expresado 
que en el fondo de esto hay un subterfugio, que de alguna 
manera se pretende disfrazar intenciones. 


Deseo manifestar personalmente al señor senador que si 
existieren tales intenciones, estaré, con la misma energía que 
él, denunciando los excesos o abusos que se hayan cometido, 
engañando al Parlamento. No creo que eso vaya a suceder, 
pero le doy la absoluta seguridad de que si así ocurriera, 
trataremos de evitarlo, porque sabemos que eso significaría un 
tremendo perjuicio para el país. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Gargano. 


SEÑOR GARGANO. - Muchas gracias. 


Enfáticamente quiero declarar que tengo la absoluta certe- 
za de que el señor senador Pereyra, al votar estas disposicio- 
nes, no tiene ninguna mala fe ni cree haber empleado ningún 
subterfugio. Estoy convencido de que es así. Pero sucede que 
hago una lectura de esas disposiciones y observo que, para 
poder enajenar Ja mayor parte del patrimonio de un Ente Au- 
tónomo se necesita -como ahora se está aprobando- 16 votos 
y, según el mecanismo previsto por la Constitución, para que 
el capital privado ingrese como socio minoritario de un Ente 
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Autónomo se necesitan tres quintos de votos. Entonces, el 
señor senador comprenderá que hay algo que no funciona en 
la interpretación. También admitirá que tengo la obligación 
de ser desconfiado y leer entre tíneas -como dijo algún señor 
senador- y al hacerlo trato de entender a dónde conduce el 
razonamiento. Además, cuando observo que para convertir al 
Estado en socio minoritario de un Ente que hasta ahora tiene 
todo su patrimonio dentro del Estado -como PLUNA o 
ANTEL- se recurre también al mecanismo de la mayoría ab- 
soluta de componentes de cada Cámara, me pregunto cómo se 
explica que recurramos a los tres quintos de votos -como 
marca la Constitución- para que el capital privado sea socio 
minoritario de una empresa pública, y, por el mecanismo de la 
mayoría absoluta de componentes posibilitemos que se venda 
el patrimonio mayoritario de un Ente Autónomo. Un Ente 
Autónomo puede seguir siendo tal mientras no haya dos ter- 
cios de votos para eliminarlo, aunque tenga tres edificios que, 
juntos, no valgan U$S 100.000 y se haya vendido el resto de 
su patrimonio. Entonces, cuando luego observo que al estudiar 
las disposiciones concretas sobre PLUNA y ANTEL se recu- 
rre al mecanismo establecido por los numerales 3% y 4% del 
artículo 188, encuentro que, para lograr lo más, se recurre a 
una disposición constitucional que no exige una mayoría cali- 
ficada. 


SEÑOR BLANCO. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR GARGANO. - Con mucho gusto, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BLANCO. - Lamento restarle tiempo al señor se- 
nador, pero no resisto la tentación de hacer un comentario al 
respecto, porque recuerdo que en su intervención en la discu- 
sión gencral, el señor senador Gargano se refirió a que este 
proyecto de ley era “mágico”. Me quedó grabada esa expre- 
sión. 


Ensayando una interpretación sobre esa aparente incon- 
gruencia, me ciño a lo que dicen las disposiciones constitucio- 
nales. El artículo 188 prevé que para admitir capitales priva- 
dos minoritarios en las empresas del Estado -lo menos- se 
necesitan tres quintos de votos, en tanto para que el Estado 
ingrese con capital minoritario en las empresas privadas se 
requiere mayoría absoluta. Esto significa que la propia Consti- 
tución está estableciendo una dualidad de sistemas, ya que 
requiere una mayoría más alta para lo menos y una más baja 
para que el Estado pueda proyectarse hacia el exterior, invir- 
tiendo sus bienes y participando en una empresa privada, que 
sería lo más. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Gargano. 


SEÑOR GARGANO. - Creo que de la lectura cuidadosa 
de las disposiciones constitucionales se desprende que el 
constituyente ha querido exigir, para que el capital privado 
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ingrese en una empresa estatal, una mayoría muy calificada, 
porque al interpretar las funciones del Estado, el constituyente 
entendía que para que el capital privado ingresara a fortalecer 
el patrimonio del Estado, se debía exigir una mayoría califica- 
da. En cambio, para expandir la actividad del Estado, se exige 
una mayoría menos calificada: la mayoría absoluta de compo- 
nentes de cada Cámara. Quiere decir que mi razonamiento, a 
la inversa de lo expuesto por el señor senador Blanco, me 
conduce a la misma conclusión que venía desarrollando ante- 
riormente. 


Creo, señor Presidente, que además de los inconvenientes 
que hemos mencionado hasta el cansancio, en cuanto a que 
esto no va a conducir a una buena administración de los bie- 
nes del Estado, sino a su desarticulación y venta -y quizás a 
una venta en condiciones negativas para el Estado, porque, 
como lo dicen los propios comentaristas del diario “Clarín” de 
Buenos Aires, en América Latina y en el resto del mundo hay 
tantas empresas públicas en venta, que su precio ha bajado 
verticalmente- estoy absolutamente seguro y convencido, no 
sólo de que vamos a vender la mayor parte de los bienes de 
las empresas públicas al capital privado, sino que la vamos a 
vender al capital privado extranjero. Además, lo haremos me- 
diante mecanismos de capitalización de deuda, que es un ne- 
gocio que ya está autorizado y hasta convenido con los orga- 
nismos internacionales, Opino que no sólo hemos estado pa- 
gando la deuda -y quizá me vaya del tema, pero lo voy a 
hacer por medio minuto- religiosamente a la banca internacio- 
nal, sino que además vamos a cumplir con el cometido estra- 
tégico que el señor Kissinger trazaba a esa banca internacio- 
nal: “Si no pueden pagar con divisas, que paguen con acti- 


” 


vOS 


En última instancia, creo -y es también una interpretación- 
que esto no va a fortalecer a los servicios a los cuales estarán 
destinados los recursos que se obtengan por la venta de los 
bienes del Estado, porque tengo la convicción de que si se 
llegan a obtener, los actuales recursos que se destinan a la 
Salud Pública, la educación y al Banco de Previsión Social 
por parte del Tesoro Nacional, van a disminuir de volumen y 
van a ser sustituidos por éstos. Estas son las conclusiones a 
que arribo según mi interpretación: este proyecto de ley es un 
mal negocio para la sociedad uruguaya, y el que estamos 
utilizando es un mecanismo nada claro ni transparente para 
adoptar decisiones de enorme trascendencia para la Repúbli- 
ca. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: el artículo 2* que 
tenemos a estudio hace referencia a la posibilidad de que la 
Administración Central, los Entes Autónomos y los Servicios 
Descentralizados puedan autorizar, contratar o subcontratar 
con terceros la ejecución de las actividades de su competencia 
que constituyan cometidos esenciales del Estado ni Servicios 
Públicos. 
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En oportunidad de su análisis, hemos escuchado de parte 
de varios señores legisladores que se oponen a este proyecto 
de ley y en forma específica a esta disposición, que aquí se 
estaría habilitando -y se pusieron distintos ejemplos- la posibi- 
lidad de enajenar por ejemplo, por parte de UTE, las represas. 
Asimismo, se hizo referencia a la posibilidad de enajenar la 
parte uruguaya de Salto Grande. 


Al respecto, queremos significar que el Decreto-Ley 
N* 15.031 de 1980 -que es la Ley Orgánica de la Administra- 
ción Nacional de Usinas y Transmisiones Eléctricas- en el 
literal H) del artículo 4% del Capítulo IHL, “Competencia”, esta- 
blece que UTE, para el cumplimiento de sus cometidos, puede 
enajenar por cualquier título bienes muebles, inmuebles, 
instalaciones y toda clase de derechos, incluso reales, así 
como realizar todas las operaciones industriales, actos y con- 
tratos, relacionados con su objeto. Quiere decir que hay una 
norma vigente que prevé la posibilidad de que UTE proceda a 
enajenar propiedades inmuebles. En su caso, entonces puede 
enajenar una represa. 


Asimismo, queremos señalar que se ha hecho la afirma- 
ción de que se está estudiando la posibilidad de la enajenación 
de la parte uruguaya de Salto Grande. Al respecto, debemos 
decir que la disposición que estamos analizando no tiene nada 
que ver con Salto Grande. Además, ésta no depende de UTE, 
Se trata de una entidad binacional administrada por una Co- 
misión Técnica Mixta a la que UTE le compra energía. Por tal 
razón, en ese sentido expresamos que el ejemplo que se quiso 
poner o la afirmación que se quiso hacer no se compadece con 
lo que estamos analizando. 


Por otra parte, no tenemos conocimiento de que exista la 
intención de vender la parte uruguaya de Salto Grande. Sí 
sabemos que el Gobierno argentino, a través del Presidente 
doctor Menem, ha manifestado en alguna oportunidad la posi- 
bilidad de vender la parte argentina de la citada represa. En 
ese sentido, creemos que uno de los compradores que estaría 
en mejores condiciones para adquirirla sería nuestro país. 


SEÑOR ZUMARAN. - ¿Me permite una interrupción, se- 
for senador? 


SEÑOR SANTORO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ZUMARAN. - Señor Presidente: es indudable que 
el Directorio de UTE tiene derecho de disposición sobre sus 
bienes. Por lo tanto, puede vender bienes muebles e inmue- 
bles. Por otra parte, entiendo que ese derecho de disposición 
lo tienen todos los Directorios de los Entes Autónomos, sin 
excepción. Pero el propio texto del decreto-ley -que no tengo 
ante mí en este momento- dice que esas facultades se dan para 
el cumplimiento de sus cometidos. Además, es algo que surge 
de los principios generales del Derecho que no se puede tergi- 
versar. 
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Sería contrario a Derecho que un Ente vendiera un bien 
que requiere para el cumplimiento de sus objetivos. Sí se 
puede pensar en la venta de bienes obsoletos que ya no sirven 
a esos fines. Por ejemplo, UTE puede vender una fuente de 
energía que ya no utilice; de hecho, estoy seguro que perma- 
nentemente está vendiendo usinas y centrales que van quedan- 
do fuera de servicio y que fueron superadas por la tecnología 
moderna. Sin embargo, el Directorio de UTE no podría hoy 
enajenar la represa de Palmar. Por su parte, al Directorio de 
ANCAP, si no aprobamos esta ley no podría vender la refine- 
ría si no fuera, por ejemplo, para sustituirla por otra, como 
quien realiza un cambio de vehículo porque considera que su 
tecnología ha sido superada. Y no podrían hacerlo porque es 
obligación, tanto de UTE como de ANCAP, continuar cum- 
pliendo sus cometidos. 


Me parece, entonces, que la distinción es muy clara. No se 
trata aquí sólo de una cuestión de poderes jurídicos, sino de 
poderes jurídicos destinados a transferir a manos privadas ac- 
tividades que estaba desarrollando el Estado. 


Considero que con respecto al tema de Salto Grande, tiene 
razón el señor senador Santoro en el sentido de que no depen- 
de de UTE. Se trata de una persona jurídica de Derecho Inter- 
nacional, de la cual es copropietario el Uruguay, junto con la 
República Argentina, y que ha surgido en virtud de un Trata- 
do internacional. Por consiguiente, la situación es bastante 
más compleja y este proyecto de ley, a mi juicio, no alcanza a 
las instalaciones de Salto Grande. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Santoro. 


SEÑOR SANTORO. - Concluimos nuestra intervención, 
señor Presidente, señalando que como bien lo dijo el señor 
senador Zumarán, la posibilidad de enajenar bienes inmuebles 
por parte de UTE está en función del cumplimiento de sus 
cometidos, Eso es lo que establece la Ley Orgánica que esta- 
mos citando. Sin embargo, tenemos en cuenta que cn el caso 
de que se analizara la venta de la represa de Palmar, esa 
posibilidad estaría enmarcada dentro del estudio de la carga 
financiera que actualmente soporta UTE. A los efectos de 
poder cumplir sus cometidos, podría darse la circunstancia de 
que UTE entendiera que sería un negocio adecuado despren- 
derse de la citada represa a los efectos de superar la carga 
financiera que soporta; todos sabemos que cuando este orga- 
nismo la tomó le significó, en enero de 1983, un costo de 
U$S 600:000.000. 


Gracias, señor Presidente. 
SEÑOR OLAZABAL. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Antes de darle la palabra al se- 
fior senador Olazábal, la Presidencia quiere ratificar que en lo 
relativo a la Comisión Técnica-Mixta de Salto Grande, evi- 
dentemente este artículo no le es aplicable; no sólo por lo que 
se ha dicho en Sala, sino porque la disposición se refiere a 
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actividades que sean competencia, o bien de la Administra- 
ción Central, o bien de los Entes Autónomos, o bien de los 
Servicios Descentralizados. En ninguna de esas tres hipótesis 
se ubica la competencia de la Comisión Técnica que adminis- 
tra esa persona jurídica de Derecho Internacional que es la de 
Salto Grande. 


Tiene la palabra el señor senador Olazábal. 


SEÑOR OLAZABAL, - Señor Presidente: no pensaba ha- 
cer uso de la palabra, pero creo que con motivo de hacer 
tiempo para que regresaran a Sala los señores senadores que 
estaban ausentes y se reunieran los dieciséis votos requeridos, 
el señor senador que opinó anteriormente vertió algunos con- 
ceptos que necesitan una respuesta. 


No hace mucho rato, el señor senador Santoro se quejó del 
buen humor de la Bancada del Frente Amplio, por alguna 
sonrisa que frente a algún argumento expuesto se había efecti- 
vamente esbozado. 


Simplemente quiero hacer notar que a raíz de los comenta- 
rios del citado señor senador, el buen humor fue general, y no 
sólo de la Bancada del Frente Amplio; seguramente, se son- 
rieron los señores senadores de todas las bancadas cuando 
ahora se enteran, después de todo este juego “del gran bone- 
te”, de qué se puede vender y qué no, cuando sabemos que se 
puede vender todo, que Uruguay -de acuerdo con la interpre- 
tación del señor senador- estaría en excelentes condiciones 
-quizás el Estado uruguayo, pero no lo aclaró- de comprar la 
parte de Salto Grande que estaría dispuesta a vender la Repú- 
blica Argentina, 


No tengo intención alguna de polemizar. Simplemente de- 
seo que estas palabras constituyan un homenaje al buen hu- 


mor del señor senador Santoro. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 2? del texto venido de la Comisión. 


(Se vota:) 

-0 en 30. Negativa. 

Corresponde ahora poner a votación el artículo 2* sustituti- 
vo presentado por los señores senadores de Posadas Montero, 
Pereyra y Abreu. 

(Se vota:) 

-16 en 31. Afirmativa. 

(Texto del artículo aprobado:) 

“ARTICULO 2*, - La Administración Central y los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados podrán: autorizar, 
contratar o subcontratar con terceros la ejecución de otras 


actividades de sus competencias que no constituyan cometi- 
dos esenciales del Estado ni Servicios Públicos o Sociales, 
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Como parte de tales autorizaciones y contratos se podrá 
asimismo transferir o constituir derechos reales y personales 
respecto de sus bienes. En el caso de Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados se requerirá para ello resolución 
dictada con el voto favorable de cuatro integrantes cuando el 
Directorio tenga 5 miembros y de la unanimidad en los Direc- 
torios de 3”. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra para fundar el voto, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: hemos votado 
este artículo haciendo referencia, como en el caso del artículo 
1%, a la exposición de carácter general que realizamos. Asi- 
mismo, señalamos, también en esta oportunidad, que el artícu- 
lo es muy claro: no entra en el régimen de autorizaciones, 
contrataciones y subcontrataciones con terceros la ejecución 
de actividades que sean cometidos esenciales del Estado, Ser- 
vicios Públicos o Sociales. 


Es decir que estas tres categorías no entran en el alcance 
de las disposiciones de este artículo. 


En la exposición general ya hicimos alusión a los cometi- 
dos esenciales, así como al concepto de servicio público 
-palabras más, palabras menos- aunque no existe un criterio 
unánime con respecto a él. Siempre se ha tomado como base 
el criterio sostenido por el profesor Sayagués Laso que, en 
general, no ha sido desautorizado por la doctrina. En cuanto a 
los servicios sociales comprendemos que se trata de un terre- 
no muy vasto pero, a pesar de ello, todos tenemos un concepto 
muy claro que entre estos se encuentran la enseñanza, la salud 
y todo lo que tiene que ver con la gama tan importante que 
abarca la denominación. 


De manera que, podría decirse que este artículo incluye as- 
pectos secundarios de la prestación de los servicios a cargo de 
la Administración Central o de los Entes Autónomos. Esto 
aparece expresamente en la disposición mencionada. 


Por todas estas razones, votamos afirmativamente el artí- 
culo 2? con absoluta tranquilidad. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Jude) 


SEÑOR RICALDON!I. - Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Raumar Jude). - Tiene la pa- 
labra el señor senador, 


SEÑOR RICALDONI. - Simplemente, quiero dejar cons- 
tancia de que los señores senadores Cigliuti, Belvisi y quien 
habla han votado negativamente el artículo 2* por las razones 
ya expresadas. 
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SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn Raumar Jude). - Tiene la pa- 
labra el señor senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Hemos votado negativamente 
por razones de mérito y de juridicidad que ya han sido larga- 
mente expuestas. 


Quiero agregar que me sigue quedando la duda acerca de 
lo relacionado con la Comisión Técnica Mixta de Salto Gran- 
de porque, dicha Comisión es binacional, técnica y administra 
la Represa de Salto Grande. Como es sabido, sobre la natura- 
leza jurídica, sobre todo en lo referente a la propiedad de esta 
represa, la opinión más recibida en el país, dentro de las tantas 
que existen, es que la parte uruguaya pertenece al Estado 
como persona jurídica mayor. En la medida en que la repre- 
sentación habitual del Estado como persona jurídica mayor la 
tiene el Poder Ejecutivo, y como este artículo 2* se refiere a la 
Administración Central en materia de propiedad de la parte 
uruguaya, Seguimos pensando que, por lo menos, cabe la 
duda. 


SEÑOR BRUERA. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Raumar Jude). - Tiene la pa- 
labra el señor senador. 


SEÑOR BRUERA. - Mis compañeros de bancada ya han 
aportado argumentos muy valederos a fin de plantear la grave- 
dad de este artículo 22, 


En lo personal, creo que no existe una doble lectura posi- 
ble de esta disposición, más allá de que admito -como se han 
dicho en Sala por parte de otros señores senadores- que puede 
haber existido buena intención por parte de algunos colegas al 
interpretar este artículo. 


El artículo 2%, en lo que tiene que ver con la Administra- 
ción Central, es de autoría de algunos señores senadores del 
Partido Nacional, pues, si la memoria no me traiciona, no 
venía como iniciativa del Poder Ejecutivo. 


Entiendo que se trata de algo muy importante, como ya ha 
sido expresado en Sala. Por este artículo 2* pueden ser privati- 
zados la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas, la Direc- 
ción Nacional de Aduanas, la Dirección Nacional de Correos, 
el Instituto de Higiene, el Instituto de Investigaciones Biológi- 
cas “Clemente Estable”, el Instituto Rubino y la Imprenta 
Nacional. Considero que todos ellos constituyen un patrimo- 
nio esencial para desarrollar la labor del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR RAFFO. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Raumar Jude). - Tiene la pa- 
labra el señor senador. 
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SEÑOR RAFFO. - Señor Presidente: hemos votado afir- 
mativamente, con total convicción el artículo 2* tal como lo 
hicimos con el artículo 1%, Creemos que el mismo, cor las 
modificaciones que han sido incorporadas, presenta una lectu- 
ra diáfanamente clara. A veces, las especulaciones jurídicas 
nos hacen apartamos de lo que son las realidades prácticas, 
como se establece en estas disposiciones. El artículo 2* otorga 
facultad para los Entes que desarrollan actividades y no cons- 
tituyen cometidos esenciales del Estado, ni servicios públicos 
O sociales. 


Por todo ello, creemos que no debe apartarse la realidad de 
facultades que hoy en día pueden realizar los Entes Autóno- 
mos. 


En Sala se ha dicho que, por ejemplo, el Banco de la 
República podría contratar con terceros, para que estos cum- 
plan con algunas de las actividades que actualmente están a 
cargo de dicho Ente. En este caso, se pierde de vista el sentido 
común y se ven solamente las posibilidades jurídicas. Actual- 
mente, no hay nada que impida al Banco de la República 
Oriental del Uruguay ni a su Directorio, por ejemplo, cerrar 
todas sus sucursales al norte del Río Negro. Sin embargo, esto 
sería contradictorio con la función que el Banco desempeña e, 
inclusive, constituiría una manera de privatizar lisa y llana- 
mente. Al no actuar al norte del Río Negro -estoy dando un 
ejemplo concreto y real- favorecería la aparición de sucursales 
de otros bancos. Pero, me pregunto qué ocurriría hoy en día, 
si el Directorio del Banco de la República, superando lo razo- 
nable, dispusiera cierres masivos como los que he menciona- 
do. El Poder Ejecutivo, por la vía de lo dispuesto en los 
artículos 197 y 198 de la Constitución de la República, impe- 
diría que cristalizaran dichas resoluciones e, inclusive, podría 
separar de sus cargos a los Directores. Si el Gobierno no 
procediera así, el Ministerio competente comprometería su 
responsabilidad política frente al Parlamento. 


Con respecto a este tema, el señor senador de Posadas 
Montero señaló, hace algunos días, que, aunque parezca men- 
tira, las disposiciones de este Capítulo y del proyecto de ley 
garantizan que el control parlamentario scrá más efectivo a 
partir del momento que éste entre en vigencia. 


Reiteramos, pues, que estas cuestiones no pueden ser ana- 
lizadas sin una cierta dosis de sentido común, En el caso de 
que las posibilidades que ahora se le dan a los Entes Autóno- 
mos y Servicios Descentralizados sean mal usadas y deriven 
en la falta de idoneidad de las autoridades a cargo del servi- 
cio, ello no se deberá a este proyecto de ley que está a consi- 
deración del Senado. Al fin de cuentas, también se puede 
actuar mal en el régimen vigente. Si sucede lo antedicho, 
necesariamente se pondrán en marcha los mecanismos que 
nuestro ordenamiento jurídico prevé para estos casos, compro- 
metiéndose la realidad política, penal y patrimonial de los 
involucrados. 


Por estas razones, y creyendo que está todo bajo control, 
votamos afirmativamente el artículo 22, 
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SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn Raumar Jude). - Tiene la pa- 
labra el señor senador, 


SEÑOR KORZENIAK. - Hemos votado negativamente 
por razones de mérito y de juridicidad que ya han sido larga- 
mente expuestas. 


Quiero agregar que me sigue quedando la duda acerca de 
lo relacionado con la Comisión Técnica Mixta de Salto Gran- 
de porque, dicha Comisión es binacional, técnica y administra 
la Represa de Salto Grande. Como es sabido, sobre la natura- 
leza jurídica, sobre todo en lo referente a la propiedad de esta 
represa, la opinión más recibida en el país, dentro de las tantas 
que existen, es que la parte uruguaya pertenece al Estado 
como persona jurídica mayor. En la medida en que la repre- 
sentación habitual del Estado como persona jurídica mayor la 
tiene el Poder Ejecutivo, y como este artículo 2* se refiere a la 
Administración Central en materia de propiedad de la parte 
uruguaya, Seguimos pensando que, por lo menos, cabe la 
duda. 


SEÑOR BRUERA. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Raumar Jude). - Tiene la pa- 
labra el señor senador. 


SEÑOR BRUERA. - Mis compañeros de bancada ya han 
aportado argumentos muy valederos a fin de plantear la grave- 
dad de este artículo 22. 


En lo personal, creo que no existe una doble lectura posi- 
ble de esta disposición, más allá de que admito -como se han 
dicho en Sala por parte de otros señores senadores- que puede 
haber existido buena intención por parte de algunos colegas al 
interpretar este artículo. 


El artículo 22, en lo que tiene que ver con la Administra- 
ción Central, es de autoría de algunos señores senadores del 
Partido Nacional, pues, si la memoria no me traiciona, no 
venía como iniciativa del Poder Ejecutivo. 


Entiendo que se trata de algo muy importante, como ya ha 
sido expresado en Sala. Por este artículo 2? pueden ser privati- 
zados la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas, la Direc- 
ción Nacional de Aduanas, la Dirección Nacional de Correos, 
el Instituto de Higiene, el Instituto de Investigaciones Biológi- 
cas “Clemente Estable”, el Instituto Rubino y la Imprenta 
Nacional. Considero que todos ellos constituyen un patrimo- 
nio esencial para desarrollar la labor del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR RAFFO. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Raumar Jude). - Tiene la pa- 
labra el señor senador. 
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SEÑOR RAFFO. - Señor Presidente: hemos votado afir- 
mativamente, con total convicción el artículo 2* tal como lo 
hicimos con el artículo 1?, Creemos que el mismo, con las 
modificaciones que han sido incorporadas, presenta una lectu- 
ra diáfanamente clara. A veces, las especulaciones jurídicas 
nos hacen apartamos de lo que son las realidades prácticas, 
como se establece en estas disposiciones. El artículo 2* otorga 
facultad para los Entes que desarrollan actividades y no cons- 
tituyen cometidos esenciales del Estado, ni servicios públicos 
o sociales. 


Por todo ello, creemos que no debe apartarse la realidad de 
facultades que hoy en día pueden realizar los Entes Autóno- 
mos. 


En Sala se ha dicho que, por ejemplo, el Banco de la 
República podría contratar con terceros, para que estos cum- 
plan con algunas de las actividades que actualmente están a 
cargo de dicho Ente. En este caso, se pierde de vista el sentido 
común y se ven solamente las posibilidades jurídicas. Actual- 
mente, no hay nada que impida al Banco de la República 
Oriental del Uruguay ni a su Directorio, por ejemplo, cerrar 
todas sus sucursales al norte del Río Negro. Sin embargo, esto 
sería contradictorio con la función que el Banco desempeña e, 
inclusive, constituiría una manera de privatizar lisa y llana- 
mente. Ál no actuar al norte del Río Negro -estoy dando un 
ejemplo concreto y real- favorecería la aparición de sucursales 
de otros bancos. Pero, me pregunto qué ocurriría hoy en día, 
si el Directorio del Banco de la República, superando lo razo- 
nable, dispusiera cierres masivos como los que he menciona- 
do. El Poder Ejecutivo, por la vía de lo dispuesto en los 
artículos 197 y 198 de la Constitución de la República, impe- 
diría que cristalizaran dichas resoluciones e, inclusive, podría 
separar de sus cargos a los Directores. Si el Gobierno no 
procediera así, el Ministerio competente comprometería su 
responsabilidad política frente al Parlamento. 


Con respecto a este tema, el señor senador de Posadas 
Montero señaló, hace algunos días, que, aunque parezca men- 
tira, las disposiciones de este Capítulo y del proyecto de ley 
garantizan que el control parlamentario será más efectivo a 
partir del momento que éste entre en vigencia. 


Reiteramos, pues, que estas cuestiones no pueden ser ana- 
lizadas sin una cierta dosis de sentido común, En el caso de 
que las posibilidades que ahora se le dan a los Entes Autóno- 
mos y Servicios Descentralizados sean mal usadas y deriven 
en la falta de idoneidad de las autoridades a cargo del servi- 
cio, ello no se deberá a este proyecto de ley que está a consi- 
deración del Senado. Al fin de cuentas, también se puede 
actuar mal en el régimen vigente. Si sucede lo antedicho, 
necesariamente se pondrán en marcha los mecanismos que 
nuestro ordenamiento jurídico prevé para estos casos, compro- 
metiéndose la realidad política, penal y patrimonial de los 
involucrados. 


Por estas razones, y creyendo que está todo bajo control, 
votamos afirmativamente el artículo 22, 
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SEÑOR JUDE. - Señor Presidente: solicitaría, de ser posi- 
ble, que la sesión de mañana comenzara a las 16 horas, y 
sesionaríamos hasta la hora 21 y 30, 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - O más, señor sena- 
dor. 


SEÑOR JUDE. - De acuerdo, señor senador; podríamos 
sesionar inclusive hasta altas horas de la madrugada. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción formulada en el sentido de que el 
Senado pase a cuarto intermedio hasta mañana a las 16 horas, 
oportunidad en que, de acuerdo con lo resuelto en una sesión 
anterior, también trataríamos la venia solicitada por el Poder 
Ejecutivo para completar la integración del Directorio de 
PLUNA. 


(Se vota:) 


-30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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El Senado pasa a cuarto intermedio hasta mañana a las 16 
horas. 


(Así se hace a la hora 21 y 9 minutos, presidiendo el 
doctor Aguirre Ramírez y estando presentes los señores 
senadores Abreu, Amorín Larrañaga, Arana, Araújo, Asto- 
ri, Batalla, Belvisi, Blanco, Bouza, Bruera, Cadenas Boix, 
Cassina, Cigliuti, de Posadas Montero, Gargano, González 
Modernell, Irurtia, Jude, Korzeniak, Lenzi, Millor, Olas- 
coaga, Olazábal, Oxacelhay, Raffo, Ricaldoni, Santoro, Sil- 
veira Zavala y Zumarán). 
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